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RESUMEN EJECUTIVO
I.       CUESTIONES INTRODUCTORIAS

1. Objetivo del documento
El Tratado de Montevideo de 1980,  categoriza a los países miembros de la Asociación Latinoamericana de Integración –ALADI- en tres diferentes niveles, con el propósito, entre otros, de aplicar los tratamientos diferenciales previstos en su seno.

El Departamento de Apoyo a los Países de Menor Desarrollo Relativo –PMDER-, contempla dentro de sus desempeños funcionales, la elaboración de informes, estudios y propuestas a fin de ampliar y fortalecer la inserción de estos países en la economía regional y mundial, así como, apoyar y desarrollar acciones de cooperación en áreas específicas del comercio intraregional y otras que contribuyan a superar los obstáculos que inciden negativamente en la participación de los PMDER en el proceso de integración regional.

En este marco el Consejo de Ministro de la ALADI,  instruyó a la Secretaría General, para que en su ámbito de actuación, estableciera cursos de acción tendientes a facilitar el acceso de los PMDER al mercado de los países miembros, a la vez que encomendó al Comité de Representantes que apoye los proyectos e iniciativas regionales y subregionales de integración física que los favorezcan, en especial aquellos vinculados al transporte.

En este contexto, las normas que rigen los procesos de integración, tienen en el caso del sector transporte una complejidad que se vincula con la relevancia que cabe asignar a la actividad transportadora en dichas instancias.

Por un lado, los acuerdos y facilidades que los países en vías de integración han concluido sobre la temática, impactan en otros sectores económicos de la región, ya que las operaciones de transporte, y los núcleos de la industria y el comercio que se encuentran relacionados a ella constituyen un relevante factor de las economías vinculadas.

Asimismo, no puede obviarse el hecho innegable de que mediante la ejecución de los servicios de transporte se plasma uno de los principios primigenios y elementales de las acciones tendientes a obtener resultados integrativos. La libre circulación de personas y mercaderías -así como en algunos casos la de los servicios-, es posibilitada materialmente por los servicios de transporte, en sus distintas modalidades y de acuerdo a las característica de estas.

El objetivo del presente documento se circunscribe al relevamiento, respecto de los países objeto de estudio,  de aquellos aspectos puntuales referidos a la operación de sus sistemas de transporte de mercaderías, que se erigen como factores primordiales para aumentar sus estándares de eficiencia y eficacia en la dinámica del traslado de bienes alcanzado por la regulación regional y subregional de transporte internacional, con preponderancia de aquellos aspectos que permitan mejoras relevantes en su desempeño.

2. Enunciación temática
A los fines de desentrañar aquellas cuestiones centrales que focalizan el objeto de estudio, se consideró necesario remarcar que más allá de la existencia de regulaciones  de índole “jurídico – operativas” adoptadas sobre transporte internacional de mercaderías, tanto de alcance regional como subregional, se constata respecto de ellos, agudos problemas vinculados a su aplicación efectiva.

Esta dualidad entre acuerdos, decisiones u otras formas de denominación, y la realidad cotidiana que  experimentan los usuarios y operadores de los servicios y de la infraestructura de transporte, llevan a considerar en forma inicial el alcance y grado de vigencia efectiva de estos acuerdos.
La problemática apuntada se verifica tanto respecto de aquellos alcanzados conforme las previsiones del Capítulo II, Sección Tercera de la norma fundacional de la ALADI, como de los surgidos al amparo de la Comunidad Andina de Naciones (CAN), o en el ámbito del Mercado Común del Sur (MERCOSUR), extendida a los de carácter bilateral o multilateral derivados de esos acuerdos.
Desde otra óptica, el transporte internacional presupone por definición el traslado de bienes entre distintas naciones, lo que implica las operaciones de carácter aduanero. Uno de los principales escollos verificados en este punto se manifiesta en las diversas trabas de carácter operativo, documental y de infraestructura que se han verificado para el transcurso de frontera en los distintos marcos de integración subregional. Ello así, a pesar de haberse acordado múltiples mecanismos de facilitación e integración de los controles fronterizos.

También en la faz de contratación pura de servicios regionales de transporte internacional se manifiestan inconvenientes relativos al acceso a la información respecto de las empresas habilitadas, pautas de profesionalización y responsabilidad de los transportistas y régimen de seguros.
Finalmente, esta breve sinopsis de los temas relevantes a ser encarados como focos de análisis, no puede desconocer las restricciones en la infraestructura disponible, así como las cuestiones referentes a las dificultades para conceptuar dicha infraestructura en función de los modernos conceptos de la logística internacional del comercio de mercancías, denotándose en muchos casos una ineficiente determinación de prioridades y afectación de los recursos disponibles.

Las restricciones a la operación de los servicios de transporte que se derivan de la enunciación temática precedente, repercuten en toda el área sudamericana. La superación de estos aspectos negativos se hace aún más necesaria en el caso de aquellos países que como los PMDER deben vigorizar su inserción en el comercio internacional por su posición relativa respecto de los mercados internacionales u otras limitantes que surgen de las variables que los sitúan en tal carácter.     

3. Aspectos metodológicos
Inicialmente, el documento reseña las regulaciones vigentes que dan marco al funcionamiento del sistema y sus principales tratamientos respecto de la facilitación de la movilidad de mercancías.

La descripción del marco regulatorio es presupuesto esencial para identificar los requerimientos puntuales que fueron cotejados en el trabajo de campo, concebido como la toma de aportes por informantes calificados del sector público y privado de cada uno de los PMDER.

Posteriormente se efectúan las consideraciones por modo de transporte, dejándose aclarado que el tratamiento del modo aéreo ha sido desarrollado en el Capítulo II, respecto a los marcos de integración a los que pertenecen cada uno de los PMDER, dando un panorama general de su situación actual.  

En cuanto al alcance y naturaleza de las conclusiones que se extraen en cada uno de los capítulos modales, éstas se circunscriben al transporte internacional regional cuyo origen o destino se desarrolla en los PMDER, específicamente en su faz operativa, entendiéndose por tal la gestión de los procesos básicos que permiten la normal ejecución de las necesidades del sistema de transporte conforme los acuerdos vigentes en la materia.

4. Problemas que plantea el carácter heterogéneo de las regulaciones modales
El objeto del trabajo aborda el tratamiento de los modos carretero, ferroviario, acuático y aéreo, así como su integración desde la óptica multimodal del traslado de mercaderías.

El desarrollo presupone entonces la complejidad de análisis que representan marcos de regulación diversos en atención a la naturaleza y carácter diferencial de cada modalidad.

A ello se suma, que respecto a cada modo, los PMDER no se vinculan necesariamente por las mismas normas de aplicación, sino que los universos de observación son diversos.

En el caso de Ecuador, la regulación del transporte internacional regional, en cada uno de sus modos, responde a su encuadramiento subregional en la Comunidad Andina de Naciones. Esta pertenencia exclusiva a las determinaciones sectoriales de la CAN resulta consistente con su posicionamiento geográfico y el ámbito espacial del mercado de comercio en que principalmente se inserta.

Bolivia, también suscriptor del Acuerdo de Cartagena y por ende integrante de la CAN, por su ubicación geográfica se constituye en un agente articulador de la normativa andina de transportes con la del Cono Sur de América, de la cual también es suscriptora. Ejemplo de lo expuesto es su carácter de miembro del Acuerdo de Transporte Internacional Terrestre –ATIT-, como del  Acuerdo de Transporte Fluvial por la Hidrovía Paraguay – Paraná (Puerto de Cáceres – Puerto de Nueva Palmira)  y del Acuerdo sobre Servicios Aéreos Subregionales entre la Argentina, Brasil,  Uruguay, Paraguay, Chile y obviamente Bolivia.
En ese aspecto, resulta sumamente interesante el seguimiento de la práctica que la República de Bolivia ha adquirido respecto de la gestión de marcos normativos referentes a distintos esquemas de integración respecto de un mismo modo de transporte.
Paraguay,  miembro pleno del Mercosur y suscriptor de los acuerdos del Cono Sur de América, aplica como normas de regulación, modales e intermodales, los plexos resultantes de dichas instancias e integración.
Por cierto que en todos los casos, cada ámbito de aplicación de los acuerdos alcanzados se encuentra específicamente determinado. Sin perjuicio de ello, en áreas como la del transporte terrestre, oportunamente se proyectó la generación de un marco específico para la articulación de la normativa ATIT con la de la CAN.
La segunda percepción que se extrae de la cuestión tratada es de orden institucional, ya que los PMDER –como ocurre invariablemente con el resto de los países miembros de la ALADI-, han adoptado para la gestión de los aspectos regulatorios del transporte internacional diversos diseños jerárquicos y funcionales de las estructuras gubernamentales con incumbencia específica en la materia.
Obviamente, las decisiones de como conformar sus departamentos o agencias de gobierno son de absoluto resorte interno de cada uno de los estados, sin perjuicio de lo cual esta heterogeneidad suele generar desequilibrios tanto en los tiempos de adopción de acciones comprometidas por los acuerdos como en la intensidad y calidad de la gestión de los mismos.

II. TRANSPORTE FERROVIARIO
1. Principales características normativas.
Como fuera expuesto en el literal anterior al comentar los regímenes normativos del transporte internacional de cada una de las dos subregiones en las que se insertan los países objeto del presente trabajo, conviene reiterar la pertenencia de la República del Paraguay a la normativa del Acuerdo de Transporte Internacional Terrestre del Cono Sur de América (ATIT) referente a la regulación del transporte terrestre, la participación dual de la República de Bolivia en dicho esquema y en el de la CAN, según a que vinculación geográfico - operativa nos refiramos, y la exclusiva aplicación de éste último régimen en el caso de la República del Ecuador.

La Comunidad Andina carece de un régimen específico aplicable al transporte ferroviario intracomunitario. Esta circunstancia se ve superada en el caso de Bolivia en razón de su carácter de suscriptor del A.T.I.T., al igual que Perú, lo que lleva a determinar que las relaciones regulatorias generadas por el tráfico ferroviario entre sí, y de ambos con Chile, se ordenen sobre las pautas del indicado acuerdo. Lo mismo ocurre en las vinculaciones férreas entre Bolivia y Brasil.

El panorama expuesto lleva a hacer énfasis otra vez en el papel articulador que ostenta el ATIT en las operaciones de transporte terrestre entre países pertenecientes a la instancia MERCOSUR como Paraguay, y a los agrupados en la CAN –caso Bolivia-. Mediante la aplicación de sus soluciones se genera un haz que propaga el mismo régimen regulatorio a la operación férrea  y por carretera de carácter internacional.

En efecto, en el caso de Bolivia el ATIT resulta ser el paradigma de participación normativa en diversos planos subregionales.

Su red ferroviaria andina se encuentra materialmente vinculada a los tendidos de Chile, que si bien no integra la CAN ni es miembro pleno del MERCOSUR, es suscriptor del ATIT, por lo que la operación ferroviaria internacional generada en este caso se  rige por las soluciones de su Capítulo III.
La misma red oriental se encuentra conectada con Argentina, nación suscriptora del ATIT, aplicándose también las soluciones de dicho acuerdo.

Por otra parte, la potencial generación de tráfico con Perú, sea a través de servicios combinados ferro lacustres entre Guaqui y Puno, o mediante la realización de las inversiones que permitan la conexión directa de ambas redes nacionales, también encontraría un marco de funcionamiento sobre las pautas del ATIT del que tanto Bolivia como Perú son integrantes.

En el caso de la red ferroviaria oriental, la situación de aplicación del ATIT en sus conexiones internaciones con Argentina y Brasil, ambos integrantes del MERCOSUR, resulta de igual vigencia.

Finalmente, sin perjuicio de la importancia que revisten los proyectos para vincular la red andina con la oriental, la coincidencia de trochas de ambas con el ferrocarril argentino, permiten, mediante el tránsito internacional, realizar operaciones entre las dos redes nacionales de Bolivia, tránsito que también se ajustaría a las previsiones del ATIT.

Respecto a Paraguay, las operaciones realizadas a través del modo en su única conexión ferroviaria internacional operativa, Encarnación – Posadas, se desarrollan con aplicación de las pautas informadas por el ATIT.

2. Conclusiones respecto de la aplicación del capítulo ferroviario del A.T.I.T
La actualidad del transporte ferroviario en el Cono Sur de América, ha variado elocuentemente desde el tiempo en que el ATIT fuera consagrado como norma rectora de transporte terrestre subregional.

De una realidad marcada por la omnipresencia de empresas ferroviarias estatales relacionadas entre sí a través de convenios binacionales, se ha pasado a una multiplicidad de operadores de carácter privado como consecuencia de los distintos procesos de reestructuración y concesionamiento llevados adelante durante la última década del siglo pasado.

Estas circunstancias han llevado a considerar como necesaria la revisión del Capítulo Ferroviario del ATIT en pos de su actualización sin alterar la naturaleza que éste ostenta. La pretensión de incorporar a su texto aspectos que exceden la noción de facilitación operativa pueden paralizar este tipo de iniciativas, ya que dicho temperamento implicaría la puesta en marcha de complejos mecanismos del derecho internacional público y la pérdida de la posibilidad de seguir las ventajas que aporta a tales efectos el Tratado de Montevideo de 1980 (ALADI).

En este sentido el trabajo destaca como principales conclusiones:

a. Producir las adaptaciones que centren la temática ferroviaria que aborda en aquellos aspectos que estén esencialmente vinculados a la facilitación del trasporte, evitando introducirse en aquellos aspectos del contrato de transporte que puedan ser privativos de las relaciones comerciales entre las empresas operadoras.

b. Eliminar el tratamiento de soluciones jurídicas de fondo con respecto al régimen de averías, plazos de entrega y de la responsabilidad emergente de la operación.















c. Incluir en el Capítulo con su aplicación al modo ferroviario, el principio de reciprocidad relativo al reconocimiento de los tratamientos normativos en el país de la bandera de la empresa operadora, específicamente respecto a los aspectos tributarios y del régimen laboral, así como en lo atinente al reconocimiento automático y recíproco que cada signatario debe hacer de las habilitaciones de los conductores de equipos de transporte, que emitan los otros, o idéntico caso para la habilitación de las unidades de transporte que se rigen por los elementos regulatorios  propios de cada país.














d. Revisar el actual tratamiento normativo del documento "Conocimiento - Carta de Porte Internacional - TIF", efectuado por los artículos 42, 43 y 44.  














e. Adaptar el documento "Conocimiento - Carta de Porte Internacional - TIF" a las operaciones de transporte bimodal con participación del transporte carretero, a fin de posibilitar documentalmente las previsiones del artículo 37º, inc. 2, in fine.


















f. Establecer las pautas para la habilitación de empresas operadoras de carácter internacional, así como su registro.















g. Consagrar la libreta de tripulante para los conductores y operarios, con el mismo alcance que la vigente para el transporte carretero.









h. Delinear las pautas de acceso a las redes vinculadas.




i. Prever el tratamiento en caso de tránsito por un tercer país, como en el caso del transporte carretero.













j. Establecer en forma expresa el tratamiento de admisión temporaria para el material ferroviario utilizado en la operación internacional. 











k. Fijar las normas técnicas de intercambio que garanticen la interoperabilidad.











l. Establecer los criterios técnicos de seguridad aplicables al material rodante.












m. Declarar el alcance de los acuerdo binacionales que se concluyan al amparo del ATIT, a fin de eliminar su absoluta prevalencia sobre el marco internacional como actualmente lo fija el artículo 57.











n. Eliminar la Cámara de Compensación de Fletes.

3. Conclusiones sobre el modo ferroviario en Bolivia.

En lo referente a las limitaciones existente y principales necesidades actuales del ferrocarril respecto de su operación internacional, se detectaron primordialmente requerimientos vinculados a su infraestructura, al funcionamiento de los controles fronterizos, y a aspectos fiscales e impositivos.

La primera limitante que se constata es la falta de conexión del sistema ferroviario de Bolivia, ya que se encuentra desarrollado en dos cuencas bien diferenciadas que carecen de vinculación dentro del territorio del país, la red andina, vertebrada preponderantemente en sentido norte – sur, y la red oriental con direccionamiento este – oeste y su ramal sur hacia la frontera argentina. Esta circunstancia conlleva la necesidad de reactivar el tratamiento y definición de la interconexión de la red andina con la oriental.

La suspensión de las operaciones del Ferrocarril Arica La Paz (FCALP) en el sector chileno, deriva en que actualmente solo el modo carretero vincule el principal puerto marítimo de importación y exportación utilizado por Bolivia.




La desafectación del sistema ferro lacustre Guaqui – Puno (Perú), que impide la conexión directa entre la red andina y el ferrocarril peruano.




En la red oriental, la rehabilitación de la vía entre Montero y Yapacani permitiría incrementar la participación modal en el movimiento de productos ligados al complejo agroindustrial de las oleaginosas.












Asimismo, el Proyecto Puerto Busch debería prever la conexión ferroviaria con la indicada red. 














Se han referido dificultades de coordinación operativa e institucional en los controles fronterizos con Chile (Abaroa – Ollague) y Argentina (Villazón – La Quiaca),   (Chile), que resienten el funcionamiento ferroviario.








El tratamiento del Impuesto al Valor Agregado (I.V.A.) al gravar los fletes de carácter internacional, incide en su costo.

4. Conclusiones sobre el transporte ferroviario en Paraguay
La red ferroviaria actualmente operativa se limita a aproximadamente 36 Km., siendo su única actividad vincular esa traza con el ferrocarril argentino, al que se entronca a través del Puente Internacional San Ignacio del Loyola  Encarnación / Posadas (Arg).

Esta circunstancia centraliza el tratamiento en los proyectos de rehabilitación del ferrocarril, que en forma actualizada son objeto del informe final.   

El esquema privilegiado por los estudios realizados se apoya fundamentalmente en reconstruir los sectores que sirvan preponderantemente a la exportación de cereales y oleaginosas, incluyendo la construcción de un nuevo trazado que vincule Ciudad del Este y Encarnación.

Actualmente, los planes de rehabilitación ferroviaria se han centrado en esta directiva, dadas las ventajas comparativas que ostenta este modo respecto del transporte de grandes volúmenes sobre distancias superiores a los 800 km., es decir las del orden que se necesita recorrer para el acceso de las exportaciones agrícolas destinadas a puertos en el litoral brasileño.

Respecto del actual desempeño del modo ferroviario en el transporte internacional de mercancías, la modalidad restringida de su operación, que como fuera expuesto se circunscribe a la transferencia de cargas al ferrocarril argentino, impide efectuar un desarrollo dirigido a detectar problemas operativos de fondo.

Sin perjuicio de ello, aún en el limitado esquema de participación del ferrocarril en el manejo de cargas, el operador ha resaltado que la demanda dirigida al modo se ve insatisfecha por la falta de mayores contingentes, situación que obedece a la  planificación de tráficos de la empresa ferroviaria argentina.

En cuanto a las actividades en frontera, el operador destacó que los despachos se efectúan al amparo de la documentación prevista en el ATIT, y que el funcionamiento de la aduana integrada Encarnación – Posadas, no presenta para la circulación ferroviaria problemas relevantes.

5. Conclusiones sobre el  transporte ferroviario en Ecuador
El ferrocarril en Ecuador es un sistema totalmente interno que carece de vinculaciones con redes férreas de los países limítrofes.

Esta circunstancia, sumada a la inexistencia actual de servicios regulares de carga, impide realizar apreciaciones sobre las necesidades operativas del modo desde el ángulo del transporte internacional.   

Sin perjuicio de ello, y en función de dar algunos elementos que posteriormente sirvan para analizar su viabilidad en el tráfico internacional de mercancías, así como meritar las potencialidades que podría desarrollar en función logística a las instalaciones portuarias del país, el informe final puntualiza las iniciativas actualmente emprendidas para su rehabilitación. 

Al respecto, conviene indicar que uno de los problemas que ha complicado en Ecuador la operación ferroviaria en materia de mercancías, es la desvinculación de su tendido con las instalaciones portuarias. Específicamente, en el caso de Guayaquil, principal centro de transferencia portuaria del país, las cargas de origen, o con destino, marítimo, deben transferirse por carretera o fluvialmente hasta el área de la estación de Durán.

III. TRANSPORTE CARRETERO
1. Aspectos regulatorios e institucionales
Analizar las principales necesidades existentes respecto del transporte internacional carretero de mercancías en los PMDER exige encuadrar la pertenencia de cada uno de los países en estudio a las normas que lo regulan emanadas de los esquemas subregionales de integración.

El informe final desarrolla las directivas provenientes del ATIT y de la Decisión 399 (CAN) y sus normas complementarias.
Sus  principios rectores que siguen son de gran similitud y las temáticas de orden operativo abordan las mismas cuestiones en cuanto a determinar las actividades consideradas como transporte internacional por carretera, el mecanismo de acceso al carácter de transportista internacional, las pautas para el mantenimiento de ese carácter, la instrumentación de los títulos que lo validan, aspectos de actividad intergubernamental, las previsiones sobre emisión de documentos de transporte unificados, y las vinculaciones al régimen específico en materia aduanera, migratoria y de seguros.

La posición de los países en estudio respecto a la aplicación de los marcos jurídicos del transporte internacional es heterogénea.

Mientras que en los casos de Ecuador y Paraguay, cada uno se circunscribe a la regulación modal que proviene de su esquema de integración, en Bolivia la determinación del marco aplicable se establece en forma alternativa según sea el país con el que se plante la vinculación de los servicios de transporte.

Ecuador, miembro pleno de la Comunidad Andina, aplica las previsiones de la Decisión 399 y normas complementarias.

Paraguay, miembro pleno del MERCOSUR, al igual que el resto de los países suscriptores del Tratado de Asunción de 1990, aplica el ATIT, y otras normas que lo integran.

Bolivia, miembro pleno de la CAN, aplica la Decisión 399 en sus relaciones con  los países andinos y el ATIT, del cual también es suscriptor, con Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay.

 La situación apuntada llevó a la necesidad de analizar en forma previa al tratamiento específico de cada uno de los PMDER, cuales son las principales limitantes que se verifican en la aplicación general de los acuerdos de transporte carretero vigentes subregionalmente, y la necesidad de actualización de esos marcos de regulación.
2. Directrices para la actualización del A.T.I.T.
El informe final, aborda las cuestiones sobre las que en forma generalizada se coincide deberían analizarse modificaciones o ampliaciones del Acuerdo.

La preponderante participación del modo carretero en el transporte terrestre regional y la experiencia colectada en más de quince años de aplicación, permiten concluir que preservando sus principios fundamentales la normativa debe se adaptada fundamentalmente en orden a:

· Intensificar sus planos de facilitación, sin alterar la naturaleza del Acuerdo.











· Consolidar en el texto soluciones que a su respecto se han obtenido en forma bilateral y plurilateral.












· Introducir aspectos institucionales que permitan una gestión homogénea y consistente de sus contenidos.










· Actualizar sus Anexos instrumentales y extenderlos a otros aspectos operativos.
· En el Capítulo respectivo se realiza la puntualización de las temáticas concretas que deberían posibilitar una adecuación armónica del marco regulatorio carretero del Cono Sur. 

3. Directivas para la reforma de la Decisión 399 de la CAN.
La Comunidad Andina de las Naciones ha orientado un proceso de modificación o sustitución de la regulación del transporte carretero. A tal efecto se ha elaborado un anteproyecto de decisión que se encuentra en proceso de análisis y revisión.

El Comité de Autoridades Andinas de Transporte Terrestre (CAATT), enunció las principales falencias verificadas en su aplicación, las que se desarrollan en el informe final, propendiéndose a su eliminación mediante las siguientes pautas:
· La simplificación administrativa de los procedimientos.









· La ampliación de la vigencia de los permisos de transporte internacional y transformación de los criterios de idoneidad requeridos para su obtención.













· El reconocimiento y fijación de pautas para la subcontratación de servicios.













· La redefinición de las pautas relativas al contrato de transporte internacional.















· Las mecánicas de coordinación en materia aduanera y migratoria.

















· Nuevas pautas institucionales.













· Directivas para la elaboración de la información estadística.











· Normas programáticas para la promoción de acuerdos interempresarios a fin de generar empresas comunitarias.

El informe final concluye que los focos de actuación respecto de la reforma encarada deberían centralizarse en:

· La transformación de los aspectos burocráticos, tanto respecto a los procedimientos como a la formación de agentes públicos.






· Efectuar el análisis de las múltiples acciones emprendidas, comunitaria y nacionalmente, para revertir las limitantes actuales, consolidar sus resultados y determinar sus éxitos o fracasos, estableciendo las causas de éstos.













· Propender a la organización del mercado de operadores internacionales a fin de obtener mejoras en su formalidad y competitividad.








· Proyectar con criterio realista las posibilidades de superar paulatinamente los inconvenientes en el transcurso fronterizo, con apego a su actual estado de situación en infra e infoestructura y a las condiciones políticas, sociales y económicas imperantes.
4. Conclusiones sobre la operación de modo internacional carretero de Ecuador
Las restricciones operativas de las vinculaciones de transporte carretero entre Ecuador y sus países limítrofes en el eje andino se engloban en los siguientes aspectos:

· Múltiples obstáculos para el transcurso de frontera.








· Restricciones de infraestructura localizadas.








· La modalidad de transbordo.
En informe final desarrolla los aspectos puntuales de estas restricciones que afectan la fluidez del transporte internacional. 

5. Conclusiones sobre la operación del transporte carretero internacional en Bolivia
Las principales materias que implican condicionamientos actuales a las operaciones del transporte internacional de mercancías por automotor se sintetizan en las siguientes: 
· La situación operativa los pasos fronterizos.









· Aspectos Impositivos.

· Las interrupciones a la transitabilidad carretera.
· Las restricciones de la infraestructura vial.

En la puntualización exhaustiva contenida en el informe final se describen las necesidades referentes a estos aspectos.
6. Conclusiones sobre el transporte carretero internacional en Paraguay
Dada la ubicación geográfica del país y la preponderancia que presenta para el comercio exterior sus relaciones con Brasil y Argentina, los principales aspectos que han obstaculizado el desarrollo del sector en materia de operaciones transfronterizas se conectan con:

· La aplicación de las normativas que en forma directa o indirecta –bilaterales- provienen del ATIT.










· Los aspectos regulatorios modales e impositivos internos de ambos países limítrofes en su impacto sobre los operadores paraguayos.








· El funcionamiento de los trámites en frontera y su infraestructura.

Como fuera expuesto en los casos anteriores, el informe final, contiene el desarrollo y conclusiones respeto de las indicadas temáticas.
IV. TRANSPORTE POR AGUA
1. Desarrollo
El transporte de mercancías por agua tiene para los países objeto del presente estudio connotaciones diferentes fundadas en sus respectivos posicionamientos geográficos.

Mientras para Ecuador su litoral marítimo es, a través de sus instalaciones portuarias, el principal nodo de accesibilidad al comercio internacional de bienes,  en el caso de Bolivia y Paraguay, la carencia de una salida oceánica directa de carácter soberano genera diversos efectos negativos de índole económico y operativo a sus exportaciones e importaciones.

Esta disímil situación ha llevado a diversificar el tratamiento que del modo acuático se efectúa en el informe final, ya que con apego al objeto del trabajo, la regulación subregional del transporte marítimo de la CAN es el basamento normativo modal esencial para Ecuador, mientras que las directivas del transporte fluvial son preponderantes para Bolivia y Paraguay.

En este último aspecto, se advierte que el tratamiento del transporte fluvial se ha circunscripto a aquella vía de comunicación cuyo impacto en la movilidad de cargas, nivel de actividad y regulación autónoma, amerita un desarrollo sobre sus necesidades actuales de carácter operativo, sin que ello signifique desconocer los importantes proyectos que respecto a la navegación por ríos interiores o internacionales han sido priorizados por los PMDER y se encuentran en diversas etapas de análisis, formulación, desarrollo o ejecución.

2. Aspectos generales de la Hidrovía Paraguay –  Paraná
El transporte fluvial a través de la Hidrovía Paraguay – Paraná se presenta como un factor preponderante para la competitividad de Bolivia y Paraguay en el transporte de su producción primaria.

El Proyecto destinado a convertir a la Hidrovía en un curso de navegación con niveles de adecuados de seguridad operativa, garantizando el balizamiento y calado previsto para toda su extensión requiere acelerar los procedimientos de decisión, sobre la base de los estudios y análisis ya realizados, a fin de determinar el planteo definitivo de las obras, las pautas institucionales vinculadas al foco de contratación y régimen de ejecución,  el cronograma de los trabajos, y su financiamiento, permitiendo su concreción total.

La situación actual de utilización de la Hidrovía Paraguay – Paraná presenta distintas restricciones a la navegabilidad a lo largo de los 3.442 Km. de su recorrido.

Estas limitaciones se conectan principalmente con:
· Los niveles estacionales o cíclicos de ambos ríos, principalmente del Paraguay, obligan al dragado de muchas zonas del curso fluvial, así como a requerir su balizamiento y mantenimiento. 








· A lo expuesto se suma la existencia de diversos pasos críticos que dificultan la navegación y obligan al fraccionamiento de los convoyes. Estas operaciones insumen diversos tiempos de maniobra que impactan en los costos e inciden en la rotación de las embarcaciones, desprendiéndose de ello una reducción de la oferta de bodega.

Desde la óptica regulatoria, el informe final detalla las necesidades que se visualizan en la faz institucional así como en la adopción de los reglamentos de utilización de la vía, los que resultan complementarios al Acuerdo de Transporte Fluvial por la Hidrovía Paraguay – Paraná.

3. Principales necesidades para las operaciones en la Hidrovía. Bolivia.
La Hidrovía Paraguay – Paraná es actualmente la principal vía de exportación de las exportaciones agrícolas de Bolivia.
La primera y primordial restricción que enfrenta Bolivia a efectos de potenciar la utilización de la Hidrovía  es su limitación de acceso.

El país solo cuenta con alrededor de 50 km. de litoral sobre el Río Paraguay que carece de accesos convenientes desde el corredor ferroviario y vial que une Santa Cruz de la Sierra con el área limítrofe de Puerto Suárez – Corumbá.

Precisamente en esta última área, que vincula en forma indirecta el territorio boliviano con el Río Paraguay a la altura del Km. 2.770, confluencia con el Canal Tamengo, se ubican las instalaciones portuarias y zona franca de Puerto Aguirre, en inmediaciones de la ciudad de Puerto Guijarro, y el puerto que opera el consorcio exportador Gravetal.
El Canal Tamengo es un curso de agua natural de aproximadamente 19 Km. que une la Laguna de Cáceres con el Río Paraguay frente a la ciudad brasileña de Corumbá. Sus principales problemas de navegación están constituidos por las diferencias estacionales de sus niveles, la imposibilidad de realizar un dragado completo y la existencia de diferentes obstáculos que obligan a fraccionar los convoyes haciendo extremadamente lenta y costosa las operaciones de ingreso a puerto.

En el sector donde Bolivia es ribereña del río Paraguay, se encuentra Puerto Busch. En la actualidad no presenta facilidades como puerto comercial y se halla  desvinculado de accesos operables.

La segunda cuestión que acota operativamente la utilización de la hidrovía para el comercio exterior de Bolivia, está vinculada con las limitantes de navegabilidad que fundamentalmente presentan las secciones Corumbá / Puerto Guijarro / Puerto Aguirre – Río Apa; Río Apa  - Asunción y Asunción  - Confluencia Paraguay / Paraná.
Las principales conclusiones extraídas del informe final indican que:
· En forma prioritaria, y mientras se concreten las obras de mejoramiento de la hidrovía, Bolivia debe priorizar su nudo logístico Puerto Guijarro / Puerto Aguirre, encarar el proyecto Puerto Busch y ejecutar el sistema conectivo de este con la red vial  Santa Cruz - Pailón – San José – Puerto Suárez y el ferrocarril oriental.











· Asimismo se deben remover las falencias operativas que se denotan en su actual conexión con la hidrovía y en las interfases ferroviaria y carretera.














· Para ello, el dragado del Canal Tamengo sería una solución a las dificultades actuales relativas a la configuración de los trenes de barcazas, su capacidad portante y los tiempos que insumen las maniobras de segregación. Dicha obra debe ser objeto de una nueva etapa de negociación con Brasil.















· Finalmente, Bolivia debería adoptar una participación más dinámica en el ámbito institucional de la hidrovía. Si bien ha concluido casi íntegramente con la internalización de los Reglamentos complementarios al Acuerdo de Transporte Fluvial por dicha vía, deberían intensificarse las acciones destinadas a su puesta en ejecución efectiva y control de los parámetros en ellos contenidos.

4. Principales necesidades para las operaciones en la Hidrovía. Paraguay.
Paraguay por su posición  geográfica en el corazón de la cuenca hidrográfica de los ríos Paraguay y Paraná, se ha constituido en el principal usuario de la vía, tanto en función del volumen de sus exportaciones que la utilizan, como de la magnitud de los tráficos fluviales que lo vinculan con los puertos fluviales y marítimos de Argentina y el Uruguay, y la preponderante participación que las embarcaciones de su bandera tienen en la oferta global de servicios.

La incorporación de alrededor de cuarenta puertos privados ha permitido optimizar las operaciones de transferencia modal, acopio y servicios a las cargas. La especialización y mejora de calidad de los servicios prestados por estas infraestructuras, han resultado vitales para viabilizar el incremento de participación del modo fluvial. 

Las actuales necesidades portuarias y de oferta de bodega se encuentran suficientemente atendidas gracias a las transformaciones realizadas, primordialmente por el sector privado, en pos de constituir al transporte fluvial en el eje de las vinculaciones físicas para el comercio exterior del país 

Las principales limitantes de funcionamiento se encuentran en las intervenciones que deben realizarse en el curso fluvial del Río Paraguay.
En este sentido, mientras se pone en marcha la ejecución completa del Programa, las conclusiones del informe final alientan a continuar las tareas que ha venido realizando la Comisión Nacional de la Hidrovía, compuesta por representantes de la Dirección de Marina Mercante, la Administración Nacional de Puertos, la Prefectura, la Cámara de Armadores, la Cámara de Terminales y Puertos Privados y los Sindicatos de las actividades de la navegación, a fin de mantener en un grado de operación aceptable el sistema fluvial, intensificando a dichos efectos la participación del sector privado que ha sido muy fructífera en el pasado reciente
Desde el punto de la oferta de servicios, los armadores del Paraguay se han constituido en el núcleo preponderante de la actividad navegatoria por la Hidrovía.
Este grado de participación predominante se ha logrado a través de fuertes estímulos al abanderamiento en el país. Estos pueden sintetizarse en:

· Existencia del régimen de reserva de cargas.








· El régimen laboral, del que resulta un costo menor al que asumen los armadores del resto de los países miembros.








· Incentivos fiscales a la adquisición de buques.











· Facilidades y rapidez de trámite para incorporación y registro de los buques adquiridos.
El informe final analiza estos aspectos, así como los relativos al funcionamiento institucional y a la demorada internalización de varios de los reglamentos operativos de la Hidrovía.

5.  El transporte marítimo en el Mercosur. Inserción de Paraguay.
El principal aspecto reseñado en el informe final vinculado al transporte marítimo en el ámbito del MERCOSUR con incidencia sobre Paraguay es el referente a las negociaciones sobre la adopción de un Acuerdo de Transporte Marítimo para ese esquema de integración.

El tópico fundamental que no ha permitido llegar a un consenso final respecto del indicado acuerdo es la determinación de las cargas que se hallarían alcanzadas por los principios y regulación del acuerdo, habiéndose propuesto la identificación de las mercancías  de transbordo, las empresas transportistas, los puertos de operación y la incidencia respecto del transporte marítimo total intramercosur.

En este contexto, Paraguay mantiene una posición en pro de la culminación del acuerdo. Este temperamento se fundamenta en que ese marco regulatorio permitiría a los armadores paraguayos participar en los tráficos marítimos sub regionales.
Sin perjuicio de ello, hay temáticas en el proyecto que no pueden ser abordadas sin la eliminación de las asimetrías actualmente existentes respecto a las políticas seguidas por los países miembros en materia marítima.

El informe final remarca cuales son los aspectos que deberían ser reanalizados para la continuidad de las indicadas negociaciones.

6. Ecuador en las actuales negociaciones marítimas de la CAN
En el ámbito de la CAN se han dado directivas expresas respecto a la liberalización de los servicios marítimos de transporte a través de la confección y conclusión de una normativa sobre apertura del cabotaje marítimo andino de cargas.
Las pautas a las que se endereza la encomienda tratada son:
· La generación un marco jurídico que establezca con arreglo a que pautas y requisitos se habilitará a los armadores de cada país miembro a realizar operaciones de transporte marítimo transportando cargas que se movilicen entre puertos de otro de los países integrantes de la CAN.









· Fijar los parámetros a través de los cuales se garantice la pertenencia a cada uno de los estados de la Comunidad de aquellas empresas navieras que pretendan ingresar en el mercado interno de cabotaje nacional de otro de los países miembros.










· Eliminación de cualquier norma interna que obstaculice el acceso de los armadores CAN a las carbas internas en tráficos de cabotaje.

El informe final desarrolla una serie de premisas que insertan a Ecuador en el tratamiento de la liberalización del cabotaje andino, así como las acciones imprescindibles que debería ejecutar a fin de acompañar ese proceso compatibilizando su carácter de PMDER con las ventajas que podrían recabarse de la nueva conformación del mercado marítimo subregional.

En cuanto a la concreción reciente de las transformaciones que el país ha ejecutado en el sector portuario, el informe efectúa una reseña de las mismas, concluyendo que  siguiendo la experiencia regional en la materia, puede esperarse que la participación del sector privado, se correlacione con una mayor eficiencia, tanto para el propio puerto, como para el acceso de las empresas navieras, repercutiendo en una baja del costo del flete por aumento de la oferta.

Se menciona asimismo que tanto su reforma portuaria, como la intensificación de la oferta regional, podrían ser instrumentos directos para revertir las limitantes de acceso a servicios marítimos que se han presentado en el pasado cercano.
7. Bolivia y la accesibilidad a los puertos del Pacífico.
La falta de acceso directo al océano pacífico, constituye una de las principales limitantes físicas que Bolivia tiene en la movilidad de bienes destinados al comercio internacional. Como se advierte en el Capítulo VII del informe final, desde el plano estrictamente operativo, las complejidades que emergen del posicionamiento geográfico residen primordialmente en una serie de cuestiones vinculadas a la necesidad de duplicar operaciones fronterizas.

Conforme al objeto del informe final, las necesidades de Bolivia respecto a su acceso a los puertos del pacífico contienen diversas problemáticas  vinculadas a la operación de los modos terrestres que permiten la vinculación con aquellos.

En los capítulos modales referentes al transporte ferroviario y carretero, se analizan dichas cuestiones.
El informe final realiza un racconto de los actuales niveles de utilización por parte de Bolivia de las principales instalaciones portuarias del pacífico con las cuales interactúa en sus operaciones de comercio internacional de bienes.

V. TRANSPORTE AÉREO

El informe final, en su Capítulo II a) aborda la situación regulatoria del transporte aerocomercial, respecto de los países del Cono Sur de América, así como de la CAN. 

En el primer caso, el Acuerdo sobre Servicios Aéreos Subregionales en el Cono Sur (Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay), solo tiene implicancias respecto de aquellas rutas calificadas como subregionales, es decir las que se extienden  desde el último aeropuerto en el territorio de un estado parte, hasta puntos en los territorios de los otros estados partes, siempre que estos servicios no se superpongan con rutas preestablecidas en acuerdos bilaterales, es decir que las operaciones se circunscriben a tramos que unan dos aeropuertos no vinculados por servicios efectivamente operados en el marco de dichos acuerdos.

En tanto, la Comunidad Andina tiene como principal fuente normativa a la Decisión 582.

Como elemento central de la regulación los países de la CAN se han concedido los derechos de tráfico de quinta libertad, tanto para vuelos regulares y no regulares, de pasajeros, carga y correo, separadamente o en combinación, en operaciones intracomunitarias o con terceros países, sujeto distintos requerimientos según sea el caso. La Decisión 582 se aplica a los servicios de cualquier especie que se realicen entre los estados miembros, y entre el territorio de éstos y terceros países.

VI.  MEDITERRANEIDAD Y TRANSPORTE

El informe final considera que las limitantes generadas por la carencia de una salida soberana a puertos de ultramar que se encuentren situados en el propio territorio, se encuentran fundamentalmente en la necesidad de duplicar operaciones fronterizas, con las consecuencias que en materia de costos se desprenden de ello.

De esta situación también se desprende una dependencia significativa respecto de los países transitados en materia de servicios de infraestructura y sujeción a la institucionalidad extranjera que los rige, situación que incide en la movilidad de las mercancías.

En ese sentido, los capítulos modales del informe remarcan la incidencia que tiene para el transporte terrestre las falencias de funcionamiento de los transcursos fronterizos, que agravan la posición mediterránea de Bolivia y Paraguay por la necesidad de duplicar operaciones de frontera y las consiguientes limitaciones que todos los países de la región sufren en la materia.

Asimismo, las restricciones en la infraestructura vial y ferroviaria de los países mediterráneos tratados reducen la capacidad y conectividad de la de los países que deben transitarse para arribar a las estaciones marítimas. Esta realidad impide en la práctica desarrollar exitosamente soluciones multimodales que neutralicen en parte los efectos del posicionamiento interior.

Finalmente, la falta de una salida soberana al mar y consiguiente necesidad de transitar el territorio de otro país en procura de la misma, repercute en una serie de erogaciones que se incorporan al costo de transporte, como las referidas a servicios necesarios para su consecución, el pago de tasas u otros gravámenes, tarifas de peajes, componentes impositivos a los combustibles, etc., que deben ser canceladas en moneda local, lo que por lo general revierte en diferencias de cambio que encarecen el transporte. 

Los procesos de integración, al reconocer la especial situación de aquellos países que presentan un menor desarrollo respecto a otros miembros, deben plasmar herramientas efectivas para la superación de estas consecuencias. Si el proceso de integración llegará a un estadio óptimo respecto a la facilitación de los servicios de transporte, seguramente las principales causas de las desventajas apuntadas se removerían.

Hasta que esto ocurra, tanto Bolivia como Paraguay deben optimizar y ampliar los acuerdos alcanzados a fin de hacer más eficiente su tránsito por otros países en procura de los puertos oceánicos, constituirse respectivamente en principales impulsores de las soluciones a los problemas generados por los transcursos de frontera y hacer más eficientes las facilidades que en materia portuaria, de zonas francas y depósitos de la misma índole han obtenido, ampliándolas de ser posible.

VI. INTERMODALIDAD Y APLICACIÓN DE NOCIONES LOGÍSTICAS
1. El sistema de transporte
En informe final reseña en el Capítulo II literal 6, los plexos que regulan regional y subregionalmente el transporte multimodal.

La movilidad multimodal aparece como una respuesta a la aceleración de modificaciones en la demanda de los mercados consumidores que ha consagrado una tendencia vigorosa de reducción de inventarios en los procesos de venta, lo que implica la reducción de magnitud física de los embarques y el consiguiente aumento de frecuencias de envíos, nociones de innegable contenido logístico.
En esta inteligencia, el transporte multimodal de la región sudamericana y sus manifestaciones sub regionales (MERCOSUR y CAN) se encuentran reglados –hasta exageradamente- por los acuerdos de facilitación concluidos en esos ámbitos.

Pero el grado de compatibilidad de esas regulaciones, o su situación de adopción efectiva por cada instancia integrativa o por los países que las conforman, deviene en una cuestión de interés jurídico muy alejada de las posibilidades prácticas de aplicar el multimodalismo en sentido pleno como un factor preponderante en la eficiencia de los servicios de transporte regionales.

Fundamentalmente es la falta de una visión sistémica respecto de la cadena de transporte que se encarne en el marco de plan estratégico, que sea susceptible de una aplicación sostenida en el tiempo, la principal falencia que se constata regionalmente.

Este diagnóstico, resulta aún más evidente en aquellos países que como los PMDER suman a esta carencia otras dificultades en su inserción al comercio internacional de bienes como consecuencia de diversos factores económicos, financieros, sociales, de posicionamiento geográfico, etc.

2. Propuesta de lineamientos para la integración del transporte en los PMDER
Como punto de inicio de la visión integrada, se debe conceptualizar al sistema de transporte como una red de redes que incorporan tanto los servicios como la infraestructura.

Esta visión eminentemente multimodal, padece como dato general en los países objeto de estudio una primera dificultad de orden institucional resultado de no articular la planificación y ejecución de la infraestructura de la gestión de los servicios.

No se aprecia en mayor grado la existencia de una política de transporte diseñada en forma consustanciada entre el sector público y el privado, que más allá de constituir un inventario programático, establezca un cuadro concreto de objetivos para desarrollar el sistema, integrando acciones específicas para cada modo insertas en las de carácter multimodal.

La mencionada inserción debería constituir un pilar estratégico de la movilidad, informando una directriz prioritaria a la hora de determinar la conveniencia de proyectos y meritar la eficiencia de las inversiones necesarias para su concreción.

Se aprecia también un desajuste en cuanto a los mecanismos de gestión de cada modo de transporte, ya sea por estar asignados gubernamentalmente a organismos que no responden a los mismos departamentos ejecutivos, o por tener distintas jerarquías funcionales, o estar conformados con disímiles grados de posicionamiento en las estructuras estatales, sea por su pertenencia directa a éstas, o por su carácter autónomo o autárquico.

Este escenario, que no articula adecuadamente los aspectos de la infra e infoestructura de transporte de los correspondientes a la operación de los servicios, y desvincula luego a cada modo, atomizando la gestión a pautas específicamente modales, debe ser revertido a fin de obtener una vívida aplicación de las pautas de interoperabilidad, tanto de las redes como de los modos.

Además de la desconexión intrínseca de la gestión administrativa estatal de los distintos modos, se presentan problemas de coordinación jurisdiccional con otras áreas de gobierno que resulta necesario superar. Las relaciones intergubernamentales de los departamentos encargados de las aduanas nacionales, de la salubridad de los productos de exportación e importación, de la gestión de las infraestructuras que vinculan las redes con los centros de transferencia intermodales y con los puntos de frontera, en su interacción con los gestores de la operación de transporte, deben adecuarse a las necesidades de fluidez y celeridad que requiere el comercio internacional de bienes. Los procedimientos de estas relaciones deben hallarse expresamente establecidos y responder a efectivas y eficientes pautas de colaboración. 

Algo similar ocurre en la gestión de los acuerdos internacionales de transporte vigentes en cada sub región. La solución de las dificultades operativas que se experimentan, tanto en lo referido a las autorizaciones internacionales para prestar servicios, como al cumplimiento de las pautas y principios emergentes de cada regulación y, fundamentalmente, en el transcurso fronterizo, requieren, más allá del menor o mayor éxito que presente su tratamiento bilateral, producir modificaciones de carácter institucional conformando instancias permanentes para la gestión de dichos acuerdos, que cuenten con atribuciones efectivas tendientes a posibilitar una interpretación auténtica de los plexos regulatorios, resolver mandatoriamente los conflictos presentados y aplicar los regimenes de sanciones por infracción a sus disposiciones.

Por otra parte, las autoridades nacionales encargadas de aplicar los marcos internacionales, sería conveniente que no sean designadas sobre el presupuesto de su competencia meramente modal, adicionando esa tarea como un accesorio de las facultades que ostenten respecto del transporte interno, sino ser caracterizadas conforme la especialidad que la materia requiere, con dedicación exclusiva a la misma y jerarquía de similar nivel a la de los encargados de la gestión modal.       

La heterogeneidad que se presenta respecto de la regulación y gestión pública de los modos, alcanza también a los operadores privados, que salvo puntuales casos, omiten desarrollar iniciativas de colaboración o integración empresaria de los servicios, conformando mercados exclusivamente modales, que desarticulan las necesidades de los dadores de carga, erigiéndose como limitantes a la oferta de transporte.

Esta circunstancia también implica un marcado grado de desnivel modal en cuanto a la calidad y seguridad de las prestaciones de transporte, ya que las regulaciones compartimentadas que presentan, responden muchas veces, a circunstancias  coyunturales o de impacto social, y no a la funcionalidad de cada modo en su articulación con la movilidad en general.

Las disimilitudes entre los mercados modales y la disfuncionalidad de algunos de éstos con las prácticas más reconocidas de la logística comercial internacional, aventan la posibilidad cumplir pautas de seguridad, calidad y eficiencia que resultan    imprescindibles para insertarse exitosamente en la mecánica del comercio exterior.
Sin perjuicio de ello, en los PMDER se evidencia que las entidades privadas que nuclean a los actores del comercio en general, y del comercio exterior en particular, han asumido un activo rol en la formación de recursos humanos, tanto a nivel gerencial como operativo, detección y avalúo de los extracostos que repercuten en su comercio por las deficiencias institucionales, fiscales y operativas que se presentan, a la vez que han realizado múltiples propuestas para la superación de estas restricciones.

La integración del sistema de transporte requiere acciones directas y sostenidas de las autoridades nacionales, para eliminar las deficiencias apuntadas.

El ordenamiento de los mercados de servicios de transporte, sobre pautas regulatorias claras y de posible cumplimiento, dotándolos de la debida transparencia, tanto en la condiciones de acceso como de contratación, permitirá paulatinamente mejorar su calidad.

Otro elemento fundamental es poner a disposición de los cargadores información estadística completa y actualizada sobre el desempeño de los operadores de transporte, la oferta de los servicios y los parámetros que llevan a determinar el nivel de los fletes.

En este sentido, la evolución del costo de transporte, la estructura ponderada para la fijación del precio de los servicios y la adecuación de estos últimos con la calidad ofrecida, requiere una labor permanente por parte de las autoridades gubernamentales así como de los dadores de carga.

Los PMDER se ven afectados por restricciones notables en su infraestructura e infoestructura de transporte, éstas se desarrollan en los capítulos  sobre los procesos sectoriales modales. Ciertamente la iniciativa IIRSA, ha efectuado un detalle preciso de los corredores que conforman la redes de transporte regionales, priorizando un inventario de obras que de concretarse generarán un salto cuantitativo y cualitativo de las disponibilidades para el sistema.

Mientras esto ocurra, la mejora de la accesibilidad real a sus territorios deberá optimizar los planteos operativos a través una regulación efectiva y aplicable de los operadores, el ordenamiento de las facilidades existentes, optimizando el funcionamiento de los principales centros de transferencia y buscar por conductos eficientes, remover las limitantes de los puntos de vinculación internacional de las redes.

__________
I. CUESTIONES INTRODUCTORIAS

1. OBJETIVO DEL DOCUMENTO
El Tratado de Montevideo de 1980,  categoriza a los países miembros de la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI) en tres diferentes niveles, con el propósito, entre otros,  de aplicar los tratamientos diferenciales previstos en su seno.

El Departamento de Apoyo a los Países de Menor Desarrollo Relativo (PMDER), contempla dentro de sus desempeños funcionales, la elaboración de informes, estudios y propuestas a fin de ampliar y fortalecer la inserción de estos países en la economía regional y mundial, así como, apoyar y desarrollar acciones de cooperación en áreas específicas del comercio intraregional y otras que contribuyan a superar los obstáculos que inciden negativamente en la participación de los PMDER en el proceso de integración regional.

En el marco del sistema de apoyo a las Repúblicas de Bolivia, del Ecuador y del Paraguay, el Consejo de Ministro de la ALADI,  instruyó a la Secretaría General, para que en su ámbito de actuación, estableciera cursos de acción tendientes a facilitar el acceso de los PMDER al mercado de los países miembros, a la vez que encomendó al Comité de Representantes que apoye los proyectos e iniciativas regionales y subregionales de integración física que los favorezcan, en especial aquellos vinculados al transporte, que permitan a Bolivia y Paraguay, dada su condición de países mediterráneos, acceder a los mercados de la región en condiciones competitivas. En tal sentido, se determinó privilegiar el perfeccionamiento de los mecanismos vigentes en la región o el desarrollo de nuevos acuerdos de transporte orientados a facilitar el libre tránsito, así como acciones y convenios en materia de telecomunicaciones y energía, y la profundización de los mismos.

En este contexto, las normas que rigen los procesos de integración, tienen en el caso del sector transporte una complejidad que se vincula con la relevancia que cabe asignar a la actividad transportadora en dichas instancias.

Por un lado, los acuerdos y facilidades que los países en vías de integración han concluido sobre la temática, impactan en otros sectores económicos de la región, ya que las operaciones de transporte, y los núcleos de la industria y el comercio que se encuentran relacionados a ella constituyen un relevante factor de las economías vinculadas.

Asimismo, no puede obviarse el hecho innegable de que mediante la ejecución de los servicios de transporte se plasma uno de los principios primigenios y elementales de las acciones tendientes a obtener resultados integrativos. La libre circulación de personas y mercaderías -así como en algunos casos la de los servicios-, es posibilitada materialmente por los servicios de transporte, en sus distintas modalidades y de acuerdo a las característica de estas.

Abordar la problemática del transporte en los procesos de integración, aún en los aspectos fundamentalmente operativos que asume este documento, implica sortear del marco estricto consideraciones que se relacionan con el proceso económico, núcleo central de las iniciativas regionales.
Si con razón se ha expuesto que los servicios de transporte se erigen como uno de los efectivos posibilitadores del las acciones de integración, tal afirmación resulta de mayor relevancia cuando los países involucrados reconocen restricciones en la competitividad del comercio internacional, sea por su ubicación geográfica, sea por  su estructura productiva, por sus limitaciones en materia de infraestructura de comunicaciones o por otros factores diversos que adquieren relevancia a la hora de medir su participación en el intercambio global de bienes o servicios.

El objetivo del presente documento se circunscribe al relevamiento, respecto de los países objeto de estudio,  de aquellos aspectos puntuales referidos a la operación de sus sistemas de transporte de mercaderías, que se erigen como factores primordiales para aumentar sus estándares de eficiencia y eficacia en la dinámica del traslado de bienes alcanzado por la regulación regional y subregional de transporte internacional, con preponderancia de aquellos aspectos que permitan mejoras relevantes en su desempeño.

2. ENUNCIACIÓN TEMÁTICA
A los fines de desentrañar aquellas cuestiones centrales que focalizan el objeto de estudio, se considera prelimar remarcar que más allá de la existencia de regulaciones  de índole “jurídico – operativas” adoptadas sobre transporte internacional de mercaderías, tanto de alcance regional como subregional, se constata respecto de ellos, agudos problemas vinculados a su aplicación efectiva.

Esta dualidad entre acuerdos, decisiones u otras formas de denominación, y la realidad cotidiana que  experimentan los usuarios y operadores de los servicios y de la infraestructura de transporte, llevan a considerar en forma inicial el alcance y grado de vigencia efectiva de estos acuerdos.

La problemática apuntada se verifica tanto respecto de aquellos alcanzados conforme las previsiones del Capítulo II, Sección Tercera de la norma fundacional de la ALADI,
 como de los surgidos al amparo de la Comunidad Andina de Naciones (CAN), o en ámbito del Mercado Común del Sur (MERCOSUR), extendida a los de carácter bilateral o multilateral derivados de esos acuerdos.
Allí se evidencia como temática insoslayable el tratamiento de los problemas pendientes de solución para la adopción definitiva e internalización de las normativas nacidas gracias a los esfuerzos de los esquemas institucionales de integración.

En consecuencia, el presente documento debe abordar en pos de los objetivos asumidos, la consideración, respecto de los países involucrados, de un tema de especial relevancia, el que por otra parte ya ha sido puesto en resalto con anterioridad. 

Desde otra óptica, el transporte internacional presupone por definición el traslado de bienes entre distintas naciones, lo que implica las operaciones de carácter aduanero. Uno de los principales escollos verificados en este punto se manifiesta en las diversas trabas de carácter operativo, documental y de infraestructura que se han verificado para el transcurso de frontera en los distintos marcos de integración subregional. Ello así, a pesar de haberse acordado múltiples mecanismos de facilitación e integración de los controles fronterizos.

También en la faz de contratación pura de servicios regionales de transporte internacional se manifiestan inconvenientes relativos al acceso por los dadores de carga a la información de las empresas habilitadas, pautas de profesionalización y responsabilidad de los transportistas y régimen de seguros.

Finalmente, esta breve sinopsis de los temas relevantes a ser encarados como focos de análisis, no puede desconocer las restricciones en la infraestructura disponible, así como las cuestiones referentes a las dificultades para conceptuar dicha infraestructura en función de los modernos conceptos de la logística internacional del comercio de mercancías, denotándose en muchos casos una ineficiente determinación de prioridades y afectación de los recursos disponibles.

Las restricciones a la operación de los servicios de transporte que se derivan de la enunciación temática precedente, repercuten en toda el área sudamericana. La superación de estos aspectos negativos se hace aún más necesaria respecto de aquellos países que como los PMDER deben vigorizar  su inserción en el comercio internacional debido a  su posición relativa respecto de los mercados internacionales o a otras limitantes que surgen de las variables que los sitúan en tal carácter.
3. ASPECTOS METODOLÓGICOS
El presente documento asienta su desarrollo en un orden expositivo que tiene como premisa inicial el análisis de los numerosos antecedentes de observación que se colectan respecto al comportamiento de las operaciones de transporte regional y subregional.

A tal fin se detallan inicialmente las regulaciones vigentes que dan marco al funcionamiento del sistema y sus principales tratamientos respecto de la facilitación de la movilidad de mercancías.
En este punto resulta sensible dejar en claro que los PMDER participan de iniciativas comunes en materia de tratamiento del transporte internacional, pero que operacionalmente, según el caso,  comparten o no regulaciones modales de distinto origen, de acuerdo a las instancias de integración subregional a las que pertenecen.

La descripción del marco regulatorio es presupuesto esencial para identificar los requerimientos puntuales que son objeto del documento. Sin el anclaje de la observación a los acuerdos y decisiones vigentes en la materia no podrán obtenerse conclusiones sistémicas y recomendaciones concretas.

La enunciación temática desarrollada en el literal precedente presupone el detalle de las cuestiones centrales sobre las que se desarrolla el trabajo de campo en el marco de este estudio, concebido como la toma de aportes por informantes calificados del sector público y privado de cada uno de los PMDER.

Allí se realizaron las constataciones acerca de si las temáticas predeterminadas debían conformar o no el foco medular del trabajo. Su resultado ha sido que el enriquecimiento que esta fase ha generado confirmó las materias identificadas en  los Términos de Referencia (TR), permitiendo acerca de ellas una reflexión actualizada  sobre el comportamiento operativo de los servicios involucrados.

En cuanto al alcance y naturaleza de las conclusiones que se extraen en cada uno de los capítulos modales, éstas se circunscriben al transporte internacional regional cuyo origen o destino se desarrolla en los PMDER, específicamente en su faz operativa, entendiéndose por tal la gestión de los procesos básicos que permiten la normal ejecución de las necesidades del sistema de transporte conforme los acuerdos vigentes en la materia.

Finalmente, las recomendaciones se estructuran en forma puntual sobre los requerimientos detectados, aconsejando acciones de carácter concreto que se encuentran en el ámbito de quienes resultan gestores del sistema de transporte internacional, describiendo su diseño, objetivo perseguido, el foco de gestión de la acción a desarrollarse y el efecto que se espera de su materialización.
4. TÓPICOS ABORDADOS EN EL TRABAJO DE CAMPO

En el capítulo referido a la Identificación de las bases normativas regionales y subregionales que regulan la operación internacional de los distintos modos de transporte en los PMDER,  se han desarrollado fundamentalmente los aspectos de carácter operativo que puntualizan diversas temáticas que van desde los ámbitos de aplicación, la forma de acceso de operadores de los distintos modos al mercado de servicios, los requerimientos para mantener tal carácter, el tratamiento de las pautas de reciprocidad y admisión de los equipos de transporte, los temperamentos de carácter documentales, aduaneros, de seguros, etc.

Por cierto que uno de los elementos vitales para evaluar la aplicación efectiva de  estas regulaciones, y ponderar eventualmente medidas concretas respecto de los desvíos que se verifican o de la necesidad de introducir cambios en sus textos, es el cotejo de las impresiones de quienes desde el ámbito público o privado resultan ser los gestores del sistema.

La enumeración de  las temáticas de consulta se ha limitado al objeto del trabajo, es decir, obtener las visiones calificadas de estos actores acerca de requerimientos puntuales respecto de cada uno de los modos de transporte.

Con carácter previo se delimitó el área de actuación de cada informante. En este sentido, las entrevistas realizadas al sector público se vieron en algunos casos afectadas por modificaciones recientes de las estructuras administrativas, funcionarios designados con muy poco antelación a la consulta con limitada experiencia y la dificultad en obtener de los interlocutores pareceres que superaran la descripción meramente formal de los aspectos abordados.

El abordaje del trabajo de campo desarrollado fue fundamentalmente modal.

Las cuestiones primordiales que enmarcaron las entrevistas realizadas fueron las siguientes:  

i. Alcance y Grado de aplicación de los acuerdos regionales y subregionales de transporte vigentes para cada uno de los modos.












ii. Problemas pendientes de solución para la internalización de las normativas indicadas en el literal anterior.















iii. Grado y marco de adopción de las soluciones multimodales.










iv. Aspectos referentes al transcurso de fronteras.












v. Descripción de la incidencia de la infraestructura disponible y proyectada.












vi. Otros temas que quisieran incluir los informantes.
5. PROBLEMAS QUE PLANTEA EL CARÁCTER HETEROGÉNEO DE LAS REGULACIONES MODALES
El objeto del trabajo aborda el tratamiento de los modos carretero, ferroviario, acuático y aéreo, así como su integración desde la óptica multimodal del traslado de mercaderías.

El desarrollo presupone entonces la complejidad de análisis que refieren marcos de regulación diversos en atención a la naturaleza y carácter diferencial de cada modalidad.

A ello se suma, que respecto a cada modo, los PMDER no se vinculan necesariamente por las mismas normas de aplicación, sino que los universos de observación son diversos.

En el caso de Ecuador, la regulación del transporte internacional regional, en cada uno de sus modos, responde a su encuadramiento subregional en la Comunidad Andina de Naciones. Esta pertenencia exclusiva a las determinaciones sectoriales de la CAN resulta consistente con su posicionamiento geográfico y el ámbito espacial del mercado de comercio en que principalmente se inserta.

Bolivia, también suscriptor del Acuerdo de Cartagena y por ende integrante de la CAN, por su ubicación geográfica se constituye en un agente articulador de la normativa andina de transportes con la del Cono Sur de América, de la cual también es suscriptora. Ejemplo de lo expuesto es su carácter de miembro del Acuerdo de Transporte Internacional Terrestre (ATIT)
, como del  Acuerdo de Transporte Fluvial por la Hidrovía Paraguay – Paraná (Puerto de Cáceres – Puerto de Nueva Palmira) 
  y del Acuerdo sobre Servicios Aéreos Subregionales
 entre la Argentina, Brasil,  Uruguay, Paraguay, Chile y obviamente Bolivia.
En ese aspecto, resulta sumamente interesante el seguimiento de la práctica que la República de Bolivia ha adquirido respecto de la gestión de marcos normativas referentes a distintos esquemas de integración respecto de un mismo modo de transporte.
Paraguay,  miembro pleno del Mercosur y suscriptor de los acuerdos del Cono Sur de América, aplica como normas de regulación, modales e intermodales, los plexos resultantes de dichas instancias e integración.

Por cierto que en todos los casos, cada ámbito de aplicación de los acuerdos alcanzados se encuentra específicamente determinado. Sin perjuicio de ello, en áreas como la del transporte terrestre, oportunamente se proyectó la generación de un marco específico para la articulación de la normativa ATIT con la de la CAN
.
La segunda percepción que se extrae de la cuestión tratada es de orden institucional, ya que los PMDER –como ocurre invariablemente con el resto de los países miembros de la ALADI-, han adoptado para la gestión de los aspectos regulatorios del transporte internacional diversos diseños jerárquicos y funcionales de las estructuras gubernamentales con incumbencia específica en la materia.
Obviamente, las decisiones de cómo conformar sus departamentos o agencias de gobierno son de absoluto resorte interno de cada uno de los Estados, sin perjuicio de lo cual esta heterogeneidad suele generar desequilibrios tanto en los tiempos de adopción de acciones comprometidas por los acuerdos como en la intensidad y calidad de la gestión de los mismos.
Por último, el tratamiento del modo aéreo ha sido desarrollado en el Capítulo II, respecto de los marcos de integración a los que pertenecen cada uno de los PMDER, dando un panorama general de su situación actual.

II.  IDENTIFICACIÓN Y DESARROLLO DE LAS BASES NORMATIVAS REGIONALES Y SUBREGIONALES QUE REGULAN LA OPERACIÓN INTERNACIONAL DE LOS DISTINTOS MODOS DE TRANSPORTE EN LOS PMDER

1. EL TRANSPORTE CARRETERO
1.1.  Acuerdo de Transporte Internacional Terrestre del Cono Sur de América, suscripto como Acuerdo de Alcance Parcial en el marco de la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI
), de aplicación para Bolivia y Paraguay.
El Acuerdo de Transporte Internacional Terrestre del Cono Sur de América, suscripto como Acuerdo de Alcance Parcial en el marco de la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI), fue concluido el 1° de septiembre de 1989 en la ciudad de Santiago de Chile.

El tratamiento acerca del transporte automotor y ferroviario que realiza el mismo, involucra las operaciones cumplidas mediante dichos modos entre los territorios de la República Argentina, la República de Bolivia, la República Federativa del Brasil, la República de Chile, la República del Perú y la República Oriental del Uruguay.

Su antecedente inmediato fue el Convenio de Transporte Internacional Terrestre, suscripto entre las mismas partes en la ciudad de Mar del Plata el 11 de noviembre de 1977. Asimismo son precedentes el Convenio sobre Transporte Terrestre Internacional de 1966 del que formaron parte Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay; y los Acuerdos obtenidos durante las Reuniones de Ministros de Obras Públicas y de Transporte, y de los Organismos Nacionales Competentes de los países del Cono Sur. Los temperamentos adoptados conforme las reuniones mencionadas, continúan siendo aplicables siempre que no resulten incompatibles con el Acuerdo de Transporte Internacional vigente.

La estructura del Acuerdo prevé:

· Capítulo I:
Una serie de disposiciones generales.






· Capítulo II: 
El tratamiento específico del transporte internacional por carretera.
















· Capítulo III:
Lo atinente al transporte internacional de mercancías por ferrocarril (T.I.F.).

· Capítulo IV:
Disposiciones de carácter operativo que se califican como "finales".

Asimismo, se aprobaron como integrantes del Acuerdo una serie de "Apéndices" constituidos por "documentos tipo" y procedimientos normalizados de orden operativo, y "Anexos" que comprenden los siguientes tópicos:

· Anexo I:
Aspectos aduaneros.












· Anexo II:
Aspectos migratorios.













· Anexo III: 
Aspectos de seguros.

El Acuerdo es de aplicación a la totalidad del transporte internacional terrestre cumplido entre los territorios de los Estados parte, ya sea mediante su ejecución directa del país de origen al país de destino, como a la circulación por uno o más terceros países miembros, en tránsito hacia el lugar de destino.

La base o título jurídico para la prestación de los servicios de transporte internacional en la región es la "autorización" otorgada conforme al convenio e instrumentada mediante el denominado "documento de idoneidad".

· Reconocimiento de Operadores

Cada Estado parte, fija las pautas necesarias para acceder al pedido de autorización que formulen los operadores de su bandera. A tales efectos, las empresas transportistas serán consideradas bajo jurisdicción del Estado en el que se encuentren legalmente constituidas, es decir donde tengan radicados y matriculados los vehículos que afecten a las prestaciones y se domicilien, con apego a las disposiciones legales que a efectos de considerar dicho domicilio, rijan en el país respectivo.

· Reciprocidad

Es principio rector del Acuerdo de Transporte Internacional Terrestre que las empresas autorizadas en su marco, reciban en cuanto a su personal, vehículos y servicios que presten, el tratamiento que corresponde de acuerdo a las leyes y reglamentos vigentes en el país de origen, cualquiera sea el lugar donde se encuentren efectuando los servicios.

Consecuentemente los aspectos vinculados al régimen laboral (en sentido amplio), incorporando el tratamiento de las exigencias sobre habilitación de conductores y formación profesional de los mismos, y toda norma relativa a la fijación de la jornada laboral, seguridad y salubridad en el trabajo, se rigen por el plexo jurídico correspondiente del país de la bandera del operador autorizado. Son expresiones de este principio los Artículos 9, 12 y 18 del Acuerdo.

El mismo régimen se aplica a los vehículos. Conforme a ello, las exigencias sobre habilitación e inspección técnicas de las unidades, sean del modo automotor o ferroviario, los requerimientos de seguridad activa y pasiva de las mismas, las características de pesos y dimensiones, así como los resortes atinentes al régimen dominial y de registro, serán los vigentes en el país del transportista.

El Acuerdo deja a salvo, mediante una cláusula de aplicación prioritaria de la normativa interna, que no serán invocables las leyes y reglamentos relativos a los tópicos aludidos, cuando contradigan sus propias prescripciones.

Asimismo, es obligación de toda empresa transportista terrestre dar cumplimiento a las disposiciones vigentes sobre tasas e impuestos establecidas por cada Estado parte. En este aspecto, se han venido concluyendo acuerdos bilaterales tendientes a evitar imposiciones dobles, como suele ser el caso de la aplicación del denominado "impuesto a los ingresos brutos" o sobre "actividades lucrativas". Dichas soluciones se encuentran habilitadas por el propio Tratado (Artículo 5°, segundo párrafo) y son una excepción aparente al principio de reciprocidad.

El Artículo 5° del Acuerdo consagra expresamente el principio de reciprocidad al establecer que: "Cada parte asegurará a las empresas autorizadas de las demás partes, sobre la base de la reciprocidad, un tratamiento equivalente al de sus propias empresas ...".
Esta alusión programática ha requerido durante los años en que el Acuerdo de Transporte Internacional Terrestre se viene aplicando, asumir el tratamiento de una serie de asimetrías y coordinar aspectos económicos y jurídicos mediante los acuerdos bilaterales que se han celebrado.

· Reserva del Cabotaje

Así como los aspectos que traducen la habilitación de empresas extranjeras en territorio de los Estados parte quedan comprendidos en el concepto "reciprocidad", tanto para el transporte automotor como para el ferroviario, rige otra regla liminar que se expone a nivel teórico como "principio de reserva del cabotaje" y que implica que "los vehículos de transporte por carretera habilitados por una de las Partes no podrán realizar transporte local en el territorio de las otras" (Artículo 7°). La hermenéutica que debe otorgarse al vocablo local es la de "interno".

En este aspecto conviene anticipar conclusiones. En principio la adopción del sistema de reserva de cabotaje obedece al tiempo de formulación del Acuerdo. Sin perjuicio de ello, en el estado actual de los procesos de integración, como el que se viene desarrollando en el marco del Tratado de Asunción -MERCOSUR-, no se ha avanzado sustancialmente en definir acciones en pos de la liberalización de los servicios de transporte terrestre. Sí puede afirmarse que con la redacción provisoria del Protocolo de Montevideo sobre el Comercio de Servicios en el MERCOSUR (diciembre de 1997), se ha iniciado a nivel general, el camino de negociación sobre dicho sector.

Por cierto que la fijación de etapas y establecimiento de cronogramas tendientes a unificar el mercado de transporte regional requerirá de negociaciones de gran complejidad jurídica y técnica, siendo conveniente tener presente las "políticas de transporte" seguidas por la Unión Europea a efectos de lograr dicho objetivo.

· Prevención de Riesgos y Seguridad Ambiental

El Acuerdo de Transporte Internacional Terrestre ha dejado a cargo de cada una de las partes la adopción de aquellas medidas de carácter especial aplicables al transporte ferroviario o carretero de cargas o productos que dadas sus características puedan, en forma actual o potencial, tornarse peligrosos o representen riesgos para la salud de las personas, la seguridad pública o el medio ambiente.

El texto deja a cargo de cada país el establecimiento de estas medidas, procedimientos o acciones. En realidad la existencia de un plexo normativo de carácter internacional sobre esta materia impide la adopción de soluciones extremadamente locales que por su atomización no responderían a los criterios integrativos que se persiguen mediante el establecimiento de acuerdos como el comentado.

En efecto, la Organización de Naciones Unidas ha efectuado las denominadas "Recomendaciones Especiales Relativas al Transporte de Mercancías Peligrosas". En dicho marco deben hallarse las soluciones técnicas vinculadas con el manipuleo, carga, descarga, transbordo y transporte de este tipo de materiales.

Dentro de los Acuerdos alcanzados en el MERCOSUR, como veremos oportunamente, se ha consagrado un régimen completo para las operaciones consignadas que, además de contener una serie de normas de carácter directrices para el manejo de accidentes o incidentes vinculados a estos transportes, recoge las listas de sustancias peligrosas correspondientes a la Novena Edición de las Recomendaciones ONU.

· Principio de Prelación e irretroactividad de las mejores        condiciones

El Acuerdo consagra el principio, usual en convenciones de índole multilateral, que prevé que los acuerdos que en forma bilateral o en forma ampliada se alcancen sobre temáticas consideradas en su propio texto, serán válidos y aplicables entre quienes los concluyan, e invocables a los Estados parte que no participen.

El único límite que presenta la cláusula (Artículo 14°) es que los sindicados acuerdos no contraríen o impliquen retroceso sobre los principios, soluciones y facilitaciones alcanzados mediante el Acuerdo.

Congruente con lo antedicho, el Artículo 15° garantiza la inalterabilidad de las facilidades que sobre la operación de transporte terrestre y libertad de tránsito se hubiesen concedido las partes antes de la celebración del acuerdo, o con posterioridad a él, conforme la pauta del Artículo 14°.

Ejemplo específico de este principio es el vinculado a las acciones que se han llevado bilateralmente adelante para eliminar las reservas y cupos de carga que históricamente se habían establecido a fin de garantizar la ocupación de las unidades de transporte propias, generando actividad a los transportistas del país de origen de la carga.

En efecto, estas reservas de carga, expuestas como cupos estáticos y/o dinámicos, referentes a cantidad o tipo de mercaderías reservadas, o a modos o número de contingentes, han sido prácticamente eliminadas del transporte terrestre del Cono Sur de América mediante acuerdos bilaterales arribados en las reuniones de las Autoridades de Aplicación del Acuerdo.

Asimismo, merece destacarse que una de las actividades iniciales encaradas en las negociaciones dentro del MERCOSUR consistió en proveer los instrumentos necesarios para la eliminación efectiva de las reservas ya citadas.

· Sistema de Permisos

La gestión de las empresas de transporte automotor que pretendan realizar operaciones internacionales se halla supeditada a la obtención y mantenimiento del permiso correspondiente.

El Acuerdo de Transporte Internacional Terrestre ha establecido un sistema de otorgamiento de permisos para los transportistas de carga de carácter complejo y bilateral.

Complejo, porque la mera inscripción como transportista nacional no basta a efectos de convertirse en transportista internacional, ya que deberá obtener el documento previsto por el Acuerdo - Certificado de Idoneidad - que como permiso originario le expedirá la autoridad de aplicación de su país.

Bilateral, porque con dicha atestación que acredita el carácter de transportista establecido en el país de origen, quién pretenda realizar operaciones internacionales deberá requerir al país, o a los países, sobre los cuales desee ejecutar prestaciones, sean de destino o tránsito de las cargas, el permiso complementario que cerrará la tramitación y perfeccionará su condición de transportador internacional.

· Permiso Originario

Como se ha visto, el país de la empresa que lo solicite, otorgará el "permiso originario", siempre que la constitución jurídica de la persona requirente sea la adecuada conforme su propia legislación, y el domicilio real se sitúe en el territorio del Estado emisor. La mayoría absoluta del capital social de la empresa solicitante, debe ser de propiedad de ciudadanos del país que otorgue el permiso.

Asimismo, y sin perjuicio del requisito precedente, el control efectivo de la sociedad transportista debe estar a cargo de personas con ciudadanía local.

Cumplidos y constatados estos requerimientos, la autoridad extenderá una certificación bajo la denominación de "Documento de Idoneidad" que implica el otorgamiento del permiso originario, autorizando en forma tácita por el hecho de su expedición, a que el beneficiario lo presente a la autoridad del otro Estado parte a efectos de obtener el "permiso complementario".

El documento de idoneidad será extendido en español y portugués cuando deba ser presentado ante autoridades de distinto idioma oficial.

Las constancias que debe contener el documento tratado son las siguientes:

· Número del documento
















· Designación del beneficiario

















· Indicación de que se ha otorgado permiso originario para efectuar transporte internacional
















· Nombre y domicilio legal de la empresa en el país de origen









· Nombre del Representante Legal de la empresa en el país de origen











· Naturaleza del transporte (cargas o pasajeros)










· Modalidad del tráfico a efectuar (bilateral o multilateral, indicando  países)

















· Origen y destino del viaje














· Vigencia del permiso












· Descripción de la flota habilitada 

· Permiso Complementario

Los permisos originarios emitidos por una de las partes, serán aceptados por la otra parte requerida a través del otorgamiento del denominado "permiso complementario", que instrumenta la acreditación de que la empresa presentada por el país de origen cumple íntegramente los requisitos para realizar transporte internacional de conformidad a las pautas informadas por el Acuerdo de Transporte Internacional Terrestre.

El documento de idoneidad, que conforme se detalló en el título precedente, expide el país de origen de la empresa transportista, debe ser presentado dentro de los sesenta días de su emisión ante la autoridad de transporte del país requerido.

Los requisitos para la obtención del permiso complementario son los siguientes:

· Documento de Idoneidad (acredita el permiso originario)









· Designación en el país ante el que se solicita el permiso complementario de un mandatario legal de la empresa solicitante, con poderes suficientes para representar en cualquier acto de orden administrativo o judicial que requiera la intervención del titular del permiso (este requisito no se exige para permisos de mero tránsito).
La decisión acerca del otorgamiento de los permisos complementarios debe ser adoptada conforme las prescripciones del Acuerdo Internacional, dentro de los ciento ochenta días de presentada su solicitud. Sin perjuicio de ello, el sólo requerimiento, con la documentación aludida, implica la concesión de un "permiso provisorio", que deberá ser expedido dentro de los cinco días hábiles de solicitado. Este permiso provisorio caducará en forma automática al otorgarse o denegarse el permiso complementario definitivo.

La extensión del permiso complementario no tiene formalidades específicas. Por el contrario, el propio Acuerdo en su Artículo 26° punto 3°, prevé que sea otorgado mediante atestación en fotocopia del documento de idoneidad oportunamente presentado por el solicitante.

· Permiso Ocasional

Esta categoría de permisos tiende a posibilitar las operaciones de empresas de transporte por automotor, cuya actividad internacional entre los países que lo emiten no justifica el cumplimiento de los pasos y acreditación de requisitos previamente analizados.

En principio, cada Estado bilateralmente con otro, establece las pautas mediante las cuales admitirá este tipo de prestaciones. De hecho, la experiencia colectada indica que la autoridad de aplicación del Acuerdo correspondiente al país de origen del solicitante, comunica por medio idóneo previamente acordado, el permiso ocasional con su plazo de vigencia y el parque móvil autorizado para cumplir con las prestaciones.

La base normativa de este otorgamiento se encuentra en el principio de reciprocidad ya aludido- Artículos 4° y 5° del ATIT-, pero el propio Acuerdo - Artículo 27°- prohíbe que mediante el mecanismo descripto se establezcan servicios permanentes, porque ello implicaría lisa y llanamente la abrogación de las cautelas que, en el sistema vigente, buscan la acreditación fehaciente de la constitución regular e idoneidad profesional de los transportistas internacionales.

Lo que sí es cierto, es que el otorgamiento de permisos ocasionales ha posibilitado superar exitosamente demandas específicas o estacionales sobre tipos de servicios u orígenes y destinos que no ameritan oferta sostenida y consecuentemente carecen de empresas autorizadas en cantidad suficiente para asistir dichos picos.

·    Vigencia de los permisos de transporte internacional terrestre por carretera

El Acuerdo de Transporte Internacional Terrestre no establece el término por el cual deben ser otorgados por permisos, pero fija el criterio de que tendrán "una vigencia prorrogable por períodos iguales" (Artículo 25°), lo que indicaría la necesidad de fijar su vencimiento.

En términos generales la duración de los permisos se ha venido fijando en cinco o diez años, debiéndose atender al plazo de duración de las sociedades beneficiarias a efectos de que éste no sea más breve que el que se fija en el permiso.

Sin perjuicio de ello, nada obstaría a que bilateralmente se convenga su expedición indefinida ya que ello estaría enmarcado en el principio de mayores facilidades del Artículo 15°. Esta solución parece más acorde a la realidad operativa y grado de desarrollo que ha adquirido el modo carretero, sumado a la necesidad de avanzar sobre criterios para desburocratizar la acreditación de la calidad de transportista internacional.

Congruentemente con lo establecido para la duración del plazo del permiso originario, el de carácter complementario se otorgará por igual término. 

Las renovaciones no requieren la emisión de un nuevo documento de idoneidad. Esta directiva va en refuerzo de la viabilidad y conveniencia de expedir los permisos internacionales sin limitación de vigencia.

· Tipos de operaciones de transporte terrestre por carretera

Conforme las distintas posibilidades en que las prestaciones del transporte internacional pueden ejecutarse en el territorio de un Estado, el ATIT las ha sistematizado de la siguiente forma:

· Transporte terrestre con tráfico bilateral a través de la frontera común: es el efectuado entre dos países miembros limítrofes.








· Transporte terrestre con tráfico bilateral, con tránsito por terceros países signatarios: el realizado entre dos países parte con tránsito por terceros países signatarios, sin efectuar en éstos tráfico local alguno, permitiéndose solamente operaciones de transbordo en estaciones de transferencia, expresamente autorizadas por las partes.
















· Transporte terrestre con tráfico en tránsito hacia terceros países no signatarios: es el realizado por un país signatario con destino a otro que no es signatario del convenio, con tránsito por terceros países signatarios con las restricciones indicadas en el punto precedente.

· Aplicaciones del principio de reciprocidad al transporte de cargas por   automotor

El Artículo 29° del Acuerdo de Transporte Internacional Terrestre fija el criterio de distribución de tráficos mediante acuerdos bilaterales que se concluyan en base al principio de reciprocidad.

Como ya fuera expuesto, el establecimiento y mantenimiento de cupos estáticos o dinámicos para el transporte de carga terrestre en los países suscriptores del ATIT, se ha convertido en poco menos que una categoría histórica.

En lo referente al transporte internacional de pasajeros por automotor, prestaciones sobre las que también rige el ATIT, el principio de distribución de tráficos sigue teniendo vigencia ya que las frecuencias de servicios se asignan conforme pautas de coparticipación recíproca de las empresas seleccionadas por cada país conforme sus criterios internos.

· Justa compensación por el uso de la infraestructura del país      transitado

El enunciado se refiere a la previsión del Artículo 29° y corresponde a los casos en que se ejecutan operaciones de transporte en tránsito por el territorio de países que no son, precisamente, ni el de origen ni el de destino de las cargas, cuyos transportistas son los habilitados para realizar esos tráficos.

En estas circunstancias el país transitado no interviene de un modo directo sobre la actividad transportadora que sí impacta sobre distintos aspectos de su territorio, lugar que se ve alcanzado por algunas de las externalidades negativas vinculadas con las operaciones.

A efectos de revertir esa situación el Acuerdo ha previsto dos alternativas de composición:

· Una, la celebración de acuerdos que aseguren una justa compensación por el uso de la infraestructura del país transitado.











· Otra, no excluyente de la primera, la celebración de acuerdos que bilateral o tripartitamente permitan al país transitado la participación por los transportistas locales en los tráficos internacionales, a pesar de no constituir país de origen o destino.

Con relación a esta forma de "composición" es del caso realizar algunas consideraciones:

· En primer lugar debe actualizarse la visión negativa de la condición de país transitado. Si bien es cierto que dicha posición geográfica puede generar un aumento de la utilización de su red vial, consecuente deterioro de la misma, saturación de algunos corredores de carácter troncal, o fenómenos similares, la perspectiva de colectar positivamente esas operaciones mediante la especialización en actividades logísticas, establecimiento de terminales interiores de carga, prestación de los innumerables servicios vinculados al transporte, pueden tornar en positivo lo que el Acuerdo parece considerar como una desventaja.















· La complementación modal, mediante la utilización del sistema de transporte del país transitado puede llevar a generar sistemas de "land bridges", dinamizando todo el sector transporte local, y aportando soluciones a las redes logísticas regionales e internacionales.














· Por otra parte, la compensación por el uso de la infraestructura, ha quedado virtualmente desplazada en aquellos países que han concesionado sus redes viales y aplican al transporte internacional sus tarifas en forma de peajes.












· Finalmente, los territorios que son transitados para constituir vinculaciones de carácter bioceánico, se encuentran en condiciones de aportar su propia actividad económica al flujo comercial que recorre sus redes ferroviarias y carreteras.

1.2. La Decisión 399 de la Comunidad Andina de Naciones (CAN) 
El marco regulatorio del transporte internacional carretero de la Comunidad Andina de Naciones tiene como principal objetivo ser un instrumento de facilitación de dichas operaciones, apoyándose en una serie de principios orientadores y de aplicación consagrados universalmente para los procesos de integración regional.

Estas pautas son las correspondientes a: libertad de operación, acceso al mercado, trato nacional, transparencia, no discriminación, Igualdad de tratamiento legal, libre competencia, y nación más favorecida.
Los criterios de habilitación del transportista internacional, su instrumentación, las pautas contractuales a las que se sujetan y los efectos de éstas, sumado a otras temáticas, desarrollan aspectos de índole operativos.

Conviene destacar que si bien la Decisión 399 como el ATIT, son normativas autónomas y presentan diferencias, la filosofía de facilitación que las anima, sus principios directrices y muchas de sus soluciones operativas  son coincidentes.

Sin perjuicio de ello, el ATIT, en tanto y cuanto no es expresión de una actividad legislativa comunitaria, no contiene pautas relativas a la celebración, efectos y alcances del contrato de transporte, como si lo hace la decisión ahora tratada.

Asimismo, debe consignarse que en la actualidad la Decisión 399 se encuentra en vías de modificación.

En efecto, en ámbito del Comité de Autoridades Andinas de Transporte Terrestre (CAATT) se encuentra en proceso de análisis el proyecto de decisión sustitutoria por el cual se introducen varias modificaciones a distintos aspectos del régimen. Al respecto nos remitimos al Capítulo IV de este trabajo relativo al transporte terrestre.

Como lo expusimos más arriba, la Decisión 399 expresa los principios y desarrolla los principios a los que se sujeta su aplicación e interpretación, estos son
:

· Libertad de operación












· Acceso al mercado










· Trato nacional


















· Transparencia



















· No discriminación















· Igualdad de tratamiento legal



















· Libre competencia















· Nación más favorecida
·  Libertad de Operación

Este principio orienta la determinación de “eliminar toda medida restrictiva que afecte o pueda afectar las operaciones de transporte internacional” (artículo 4º).

Por cierto que en su hermenéutica contextual no puede ser interpretado sin el resto de sus prescripciones, entre ellas la que establece que la operación de transporte internacional es el conjunto de servicios que el transportista “autorizado” realiza para cumplimentar el traslado de las mercancías, desde el momento en que las recibe hasta que las entrega al destinatario. 
· Acceso al Mercado

Dicho principio alude a la obligación que asumen los países signatarios para permitir que prestadores de servicios de transporte de mercancías por carretera de otro País Miembro, realicen operaciones de transporte internacional en el mercado propio, sin medidas que limiten el desarrollo de esos negocios.
La Decisión 399, establece muy pocas limitaciones respecto del acceso al mercado de cada uno de los países miembros por parte del transportista internacional autorizado.

Entre ellas, se excluyen los derechos para la prestación de servicios de transporte local o cabotaje fuera del país de su bandera, restricción obrante en el artículo 11.

Otra limitante es la contenida en el artículo 207 relativa a prestar servicios de carácter postal, sea correspondencia, valores o encomiendas.

Son  expresiones de este principio los tratamientos que realiza la Decisión respecto a el derecho a ofertar y prestar servicios, estableciendo oficinas o sucursales, siempre y cuando se halle constituido como empresa en alguno de los países signatarios del Acuerdo de Cartagena (Art. 20) y la concesión de libre tránsito a los vehículos y unidades de carga habilitados y registradas (Art. 14).

· Trato Nacional 

Este principio se traduce universalmente como que cada uno de los miembros de la Decisión,  otorgue a los servicios y a los prestadores de servicios de los demás miembros, un trato no menos favorable que el concedido a sus propios servicios o prestadores de servicios similares.
El artículo 15 de la Decisión 399 expresa en este sentido que “el transportista autorizado que haya obtenido Permiso de Prestación de Servicios gozará, en el País Miembro que le hubiere otorgado dicho Permiso, de un tratamiento no menos favorable que el concedido a los transportistas autorizados de ese país”.

No existen disposiciones específicas que limiten el alcance de este principio. 

·  Transparencia 

Este principio se encuentra abordado por el articulo 17 de la Decisión 399, que lo sintetiza en términos prácticos como la necesidad de comunicación a todos los miembros y a la Junta del Acuerdo de Cartagena, respecto de cualquier medida que incida en el transporte internacional, en lo referente a la circulación de vehículos habilitados y las unidades de carga, así como a la tripulación, o referente a la suscripción, adhesión o ratificación de acuerdos o convenios bilaterales o multilaterales suscritos con otro País Miembro o terceros países, o de denuncia de los mismos, relacionados con el transporte internacional de mercancías por carretera.
· No Discriminación

Este principio conecta la noción de no aplicar un trato distinto entre los integrantes de la Decisión, y por ello se encuentra íntimamente ligado al ya expuesto de trato nacional y al de nación más favorecida.

· Igualdad de Tratamiento Legal

La igualdad de tratamiento legal es un principio universal que se fortalece con la adopción de normas comunes previstas en la Decisión y el acuerdo de los Países Miembros de armonizar sus legislaciones internas. Por otra parte, reconocidos los principios generales de acceso al mercado y trato nacional, no hay posibilidad de establecer un tratamiento legal diferente entre nacionales de distintos Países Miembros, ni entre prestadores de servicios de transporte terrestre de mercancías en general.
· Libre Competencia 

El Artículo 85 señala que “el servicio de transporte internacional será prestado bajo condiciones de libre competencia y de libertad contractual y de contratación.” Este principio compromete a los Países Miembros a aplicar sus normas y procedimientos en materia de competencia, para promover que ésta se desarrolle libre de prácticas distorsionantes o que dichas prácticas sean debidamente sancionadas.

La Decisión 399 no contiene ninguna norma que limite este principio.
· Nación más favorecida

En virtud de lo dispuesto por el artículo 16, los Países Miembros otorgarán al transportista autorizado, un tratamiento no menos favorable que el que en circunstancias similares, concedan a los transportistas de un tercer país.

Este principio, que obliga a un País Miembro a reconocer a los demás Países Miembros el mejor tratamiento ofrecido en materia de transporte internacional a otro País Miembro o a un tercero, se concibe como un principio de aplicación inmediata e incondicional y en razón de ello, podría afectarse con el desarrollo de acuerdos bilaterales y con la introducción de elementos condicionantes como la reciprocidad. 

En la normativa andina, no existe ninguna norma que limite el Trato de Nación Más Favorecida, salvo el tratamiento favorable que se dé entre zonas contiguas de países fronterizos. Esta excepción responde al hecho de que las condiciones sociales y económicas hacen que el vínculo entre los residentes de ambas zonas sea mas estrecho que entre los nacionales de ambos países en general y por lo tanto sus relaciones sea más dinámicas y fluidas.
· Sistema de Autorizaciones

La Decisión 399 prevé la forma material e instrumental mediante la cual se concederán y extenderán las autorizaciones para ejecutar operaciones de transporte internacional por carretera entre los países miembros.

Esta autorización es siempre de carácter previo al inicio de la actividad, y se materializa mediante la extensión del denominado Certificado de Idoneidad y el Permiso de Prestación de Servicio, respecto del transportista, así como el certificado  para los vehículos y unidades de carga presentados por el transportista.

· El Certificado de Idoneidad

Es el instrumento otorgado por el organismo nacional competente del país de origen del transportista solicitante, con el fin probatorio de su idoneidad para realizar transporte internacional.

· El Permiso para la Prestación de los Servicios

Es el documento que emite el organismo nacional competente de cada uno de los países en los cuales se pretende operar, determinado el ámbito de la operación. Conjuntamente con el Certificado de Idoneidad comportan el permiso internacional de transporte de cargas al amparo de la Decisión 399.

· El Certificado de Habilitación

Es el que se otorga a cada uno de los camiones o tracto camiones, propios o vinculados, que integran la flota, como requisito indispensable para que estos puedan operar formando parte del parque móvil del permisionario.

· Efecto de la Autorización

De acuerdo a las directivas contenidas en la Decisión, las autorizaciones consistentes en el Certificado de Idoneidad, Permiso de Prestación de Servicios y Certificado de Habilitación de Vehículos, se rigen por la normativa interna de cada país, a fin de establecer quiénes son los que acreditan la capacidad de transporte. Pero la propia normativa fija la obligación de avanzar en el proceso de armonización de las regulaciones internas de cada uno de los miembros, específicamente respecto a las indicadas autorizaciones.
Asimismo, las habilitaciones de los vehículos y unidades de transporte matriculados en un país miembro serán reconocidas por las autoridades de los países donde el transportista preste los servicios de carácter internacional.
Igual criterio se sigue en lo referente a las licencias de conductores emitidas por uno de los países miembros, que deben ser reconocidas por las autoridades de los demás países por los cuales transite.

La Decisión 399 desarrolla el concepto de libre circulación de la tripulación de los vehículos habilitados, a través de la norma contenida en el artículo 180 que señala que “para su ingreso, circulación, permanencia y salida de los Países Miembros, sólo se requiere la presentación de la Libreta de Tripulante Terrestre y el documento nacional de identidad. Además los tripulantes deben portar siempre su licencia de conducción.

La Decisión 399 limita tal circulación en cuanto sólo establece que los tripulantes no pueden ejercer en el País Miembro distinto del de su nacionalidad otra actividad remunerada, diferente a la del transporte

· Contrato de Transporte Internacional de Cargas

El transporte internacional de mercancías por carretera constituye uno de los instrumentos de ayuda eficaz para la consolidación del espacio económico subregional y el logro de los objetivos de la Comunidad Andina. Asimismo, es una herramienta valiosa de integración que brinda un apoyo determinante al intercambio comercial, a la expansión competitiva de la base productiva y a la dinamización del comercio exterior.

Por otro lado, el mercado internacional cada día más exigente requiere de normas que aseguren la eficiencia del servicio, determinando en forma clara y precisa las condiciones del contrato y la responsabilidad que debe tener tanto el transportista como el usuario y el destinatario.
· Definiciones Contenidas en Decisión  399

El marco normativo incorpora una serie de definiciones necesarias para interpretar el alcance y funcionamiento del Transporte Internacional de cargas por Carretera:
· Transporte Internacional de Mercancías por Carretera, el porte de mercancías que, amparadas en una Carta de Porte Internacional por Carretera y un Manifiesto de Carga Internacional, realiza el transportista autorizado en vehículos habilitados y en unidades de carga, debidamente registrados, desde un lugar en el cual las toma o recibe bajo su responsabilidad hasta otro designado para su entrega, ubicados en diferentes Países Miembros.












· Carta de Porte Internacional por Carretera (CPIC), el documento que prueba que el transportista autorizado ha tomado las mercancías bajo su responsabilidad y se ha obligado a transportarlas y entregarlas de conformidad con las condiciones establecidas en ella o en el contrato correspondiente.





· Contrato de Transporte Internacional de Mercancías por Carretera,  el acto o negocio jurídico por medio del cual el transportista autorizado se obliga para con el remitente, y por el pago de un flete, a ejecutar el transporte de mercancías por carretera, desde un lugar en que las toma o recibe hasta otro de destino señalado para su entrega, ubicados en diferentes Países Miembros.










· Transportista Autorizado, la persona jurídica cuyo objeto social es el transporte de mercancías por carretera, constituida en uno de los Países Miembros conforme a sus normas de sociedades mercantiles o de cooperativas, que cuenta con Certificado de Idoneidad y uno o más Permisos de Prestación de Servicios.
La  interrelación entre las mencionadas definiciones se encuentra en el Artículo 75  y 76 de la Decisión 399, cuando se establece que el transporte internacional de mercancías por carretera debe estar amparado por una Carta de Porte Internacional por Carretera (CPIC), la cual será suscrita por el remitente y el transportista autorizado o por sus representantes o agentes, y acredita la existencia de un contrato de transporte, tiene mérito ejecutivo y es negociable. Asimismo, la CPIC prueba que el transportista autorizado ha recibido las mercancías bajo su responsabilidad y se ha obligado, contra el pago de un flete, a transportarlas dentro de un plazo preestablecido, desde un lugar determinado hasta otro designado para su entrega.

De manera general, mencionamos que el Contrato de Transporte se encuentra regulado por el Capítulo VIII de la Decisión 399, desde el Artículo 75 hasta el Artículo 90, abarcando además de los temas  ya mencionados, normas sobre la información que debe contener,  requisitos, forma y medios  de expedición, así como negociación  de la CPIC; respecto a su falta,  pérdida o error en la consignación de la información y validez jurídica de este documento contractual; las estipulaciones que son nulas. 

Se precisa además que el servicio de transporte internacional será prestado bajo condiciones de libre competencia y de libertad contractual y de contratación (Artículo 85);  el  flete por el transporte internacional será pagado al momento de suscribirse la CPIC o el contrato de transporte, salvo que las partes convengan otra forma de pago (Artículo 86); la responsabilidad solidaria del remitente y el destinatario de la carga, por el pago del flete y los gastos suplementarios, cuando este último reciba las mercancías transportadas (Artículo 87); la aplicación al contrato de transporte de las disposiciones establecidas en la citada Decisión y sus normas complementarias, y en lo no previsto por éstas, las disposiciones nacionales del País Miembro respectivo (Artículo 89); y que las normas establecidas en los Capítulos VIII y IX de la acotada  Decisión se aplicarán, asimismo, a todas las reclamaciones que se dirijan contra el transportista autorizado, en relación con el cumplimiento del contrato de transporte, así como a las reclamaciones relacionadas con el cumplimiento del contrato que se dirijan contra cualquier empleado o agente del transportista autorizado, o contra cualquier otra persona a cuyos servicios éste recurra para su cumplimiento (Artículo 90).

En cuanto se refiere al tema del Contrato de Transporte, se tiene que  las autoridades sectoriales competentes han manifestado reiteradamente que éste se encuentra amplia y suficientemente regulado a nivel comunitario por la Decisión  399, tanto es así que su Reglamento aprobado por Resolución 300 de la Secretaría General de la Comunidad Andina, de fecha 07 de octubre de 1999, no consigna normas reglamentarias sobre esta materia, limitándose en cumplimiento del Artículo 210 de la Decisión 399, a la aprobación en su Apéndice VII, del formato de  la Carta de Porte Internacional por Carretera (CPIC).
· Responsabilidad del Transportista Autorizado

El Capítulo IX de la Decisión 399, desarrolla los derechos, obligaciones y responsabilidad del Transportista Autorizado (Sección Primera, Artículos 91 al 121), Remitente (Sección Segunda, Artículos 122 al 134), y  Destinatario (Sección Tercera, Artículos 135 al 139); así  como los Límites de Responsabilidad (Sección Cuarta, Artículos 140 al 151).    

En cuanto se refiere al Transportista Autorizado, éste será responsable de la ejecución del contrato de transporte, aunque para su realización utilice los servicios de terceros (Artículo 91). Su responsabilidad se inicia desde el momento en que recibe las mercancías de parte del remitente o de un tercero que actúa en su nombre, o inclusive de una autoridad en cuya custodia o control se encuentren, y concluye cuando las entrega o las pone a disposición del destinatario; asimismo, la concluye cuando entrega las mercancías a una autoridad o a un tercero a quien deba hacer dicha entrega, de conformidad con las leyes y reglamentos aplicables en el lugar de la entrega  (Artículo 92).

Los numerales siguientes precisan cuando se entiende que el transportista autorizado ha hecho entrega de las mercancías; las revisiones que debe realizar al momento de hacerse cargo de las mercancías; constancias  de hechos en la CPIC o en documento anexo,  la presunción de la no existencia de esas reservas y sus efectos; consecuencias por una operación de embarque defectuosa; aviso al destinatario o consignatario, según corresponda, de la llegada de las mercancías y que las mismas se encuentran a su disposición; la entrega de las mercancías en el tiempo y en el lugar convenidos.  

A partir del Artículo 100 de la Decisión 399, se consignan normas sobre la responsabilidad del Transportista Autorizado, determinándose que éste será responsable de los daños y perjuicios resultantes de la pérdida o el deterioro de las mercancías, así como de la falta o el retraso en la entrega, si el hecho que ha causado la pérdida, el deterioro,  la falta o el retraso, se produjo cuando las mercancías estaban bajo su custodia, a menos que pruebe que él adoptó todas las medidas que razonablemente podían exigirse para evitar el hecho y sus consecuencias.

También se norma sobre la responsabilidad por el deterioro que pudieran sufrir las mercancías durante el tiempo que éstas se encuentran bajo custodia  del transportista autorizado y las excepciones; los casos en que, sin asumir responsabilidad, puede negarse a recibir mercancías con embalajes en mal estado; así como los casos de retraso, incumplimiento, pérdida de las mercancías cuando éstas no hayan sido entregadas dentro de los posteriores treinta días calendario, contados a partir de la fecha prevista en la CPIC para la entrega, o diez días calendario, a partir del vencimiento del nuevo plazo convenido expresamente por las partes.

Por otra parte, se considera que el Transportista Autorizado es responsable de la pérdida y de la correcta utilización de los documentos entregados para el transporte internacional  (Artículo 106). También de los daños y perjuicios ocasionados al remitente, consignatario, destinatario o a un tercero, por información inexacta que haga constar dolosamente en la CPIC, sobre las mercancías que le han sido entregadas para su transporte, no pudiendo, en este caso, ampararse en las disposiciones que limitan su responsabilidad (Artículo 107).

En todo caso, el transportista autorizado será responsable de las acciones u omisiones de sus agentes, empleados y dependientes, así como de las de terceros cuyos servicios utilice para la ejecución del transporte (Artículo 108)

En la Sección Cuarta de la Decisión 399, se prevén los límites de responsabilidad  del Transportista Autorizado, fijando los montos de indemnización que deba pagar en los casos de pérdida o deterioro total o parcial de las mercancías. 

Asimismo, se establece que el límite de responsabilidad por la demora en la entrega, no podrá exceder del valor del flete de las mercancías transportadas, salvo que se hubiera convenido uno mayor, y los casos en los cuales no habrá lugar a dicha indemnización. También se señala que la responsabilidad total o acumulada no podrá exceder del límite de responsabilidad establecido para la pérdida total de las mercancías, salvo pacto distinto.

Los Artículos 148 al 151, tratan sobre los casos o causales de exención de responsabilidad del Transportista Autorizado, sin perjuicio de la responsabilidad penal y administrativa a que hubiere lugar.

2. EL TRANSPORTE FERROVIARIO

Acuerdo de Transporte Internacional Terrestre del Cono Sur de América, suscripto como Acuerdo de Alcance Parcial en el marco de la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI)
, de aplicación para Bolivia y Paraguay
Como fuera expuesto al tratar el ATIT para el modo carretero (II.- a) 1.-), este acuerdo es fundamentalmente un mecanismo de facilitación. Una herramienta imprescindible para regular el acceso de los operadores, en este caso ferroviarios, a las redes de los signatarios del acuerdo, apoyados en el principio de reciprocidad. En ese sentido los principios generales del Acuerdo desarrollados precedentemente, son  de por sí demostrativos del carácter apuntado.

El régimen bajo análisis aborda los aspectos concernientes al transporte internacional de mercancías por ferrocarril con técnica disímil a la empleada para el transporte carretero.

Los motivos que explican esta circunstancia se vinculan a las diferencias esenciales que tradicionalmente han mantenido las normas referentes a uno y otro modo terrestre.

Preliminarmente, se define al transporte internacional de mercancías por ferrocarril como la actividad en virtud de la cual éstas son trasladadas por el modo ferroviario, de un lugar a otro, ambos situados en distintos países, considerándose incluidas en la actividad las operaciones de manipulación o almacenamiento de mercancías, cuando ellas formen parte del citado traslado.

Asimismo, se conceptualiza al ferrocarril como la empresa o empresas ferroviarias de los países firmantes del ATIT, que participan de un determinado transporte internacional.

Relacionado con la actividad ferroviaria, se ha detallado una serie de componentes de su infraestructura, así como actividades que se consideran indispensables para la prestación de los servicios, por ejemplo:

· Estación: las estaciones ferroviarias incluyendo sus desvíos particulares, los puertos de los servicios de navegación y todos los demás establecimientos, abiertos al público para la ejecución del transporte.









· Almacenamiento: la custodia de las cercanías en un almacén, depósito o área a cielo abierto, cuando aquélla sea realizada por el ferrocarril, ya sea por sus agentes o por otros pero bajo la responsabilidad de aquél.










· Manipulación: la realización de cualquier operación de carga, descarga o transbordo de mercancías, así como las operaciones eventuales efectuadas para formar o hacer los lotes, siempre que las mismas sean realizadas por el ferrocarril, ya sea por sus agentes o por otros pero bajo la responsabilidad de aquél.

· Características de la Operación Ferroviaria Internacional

La ejecución de una operación ferroviaria internacional al amparo del ATIT, consiste en transportar mercaderías consignadas en la carta de porte internacional, denominada en el Acuerdo "Conocimiento- Carta de Porte Internacional- TIF", expresión del Manifiesto Internacional de Cargas/Transporte Internacional Ferroviario (MIC/TIF), establecida para recorridos que incluyan los territorios de, al menos, dos países y que comprendan exclusivamente líneas y estaciones inscriptas en las listas acordadas por las empresas ferroviarias.

Es del caso resaltar que también se considera transporte internacional de mercancías por ferrocarril, aquel en que estando comprometidos al menos dos países, parte del transporte se efectúe por otros modos, siempre que las manipulaciones y movimientos no ferroviarios sean de responsabilidad y se realicen por cuenta de las empresas ferroviarias en cuyos países se lleven a cabo estas operaciones.

La inteligencia precedentemente expuesta, requiere que los tramos no ferroviarios puedan considerarse como prestaciones accesorias a esta modalidad, sin perjuicio de lo cual se ingresa por éste concepto a un tratamiento de carácter multimodal afincado en que, concentrada la responsabilidad y dirección de las operaciones en la empresa ferroviaria, las normas que rigen este modo se expanden hacia los tramos no ferroviarios.

Otro de los elementos de vinculación con el multi o intermodalismo se halla patente en la prescripción del tercer ítem del Artículo 37 del ATIT ya que, se circunscribe la aplicación del régimen a los transportes de mercancías efectuados según la modalidad de vagón completo. Como se advierte, este principio de unitarización ideal de las cargas se vincula con la gestión ágil y segura que requiere el transporte internacional, tanto en sus aspectos operativos como en los de índole jurídico.

Se refuerza lo previamente expuesto, cuando al aceptarse remesas de carga menores a la unidad "vagón completo", éstas deberán adecuarse a las condiciones y tarifas del transporte de la indicada unidad.

Contrariamente a lo previsto para el transporte por carretera, los tránsitos por país extranjero que vinculen estaciones de origen y destino situadas en un mismo país, no serán considerados como transporte internacional, si los países involucrados convienen no asignar esas características a la operación.

·  Régimen de las Cargas 

En principio, cualquier carga es admitida para el transporte ferroviario internacional. Las excepciones se encuentran previstas en el Artículo 38 del ATIT bajo la caracterización de mercancías excluidas y mercancías admitidas en determinadas condiciones.

Las denominadas mercancías excluidas son las que se encuentran alcanzadas por prohibiciones de carácter general- es decir las que no pueden ser transportadas en ningún caso- o de carácter modal- no pueden ser transportadas por ferrocarril -. Basta que exista prohibición total o modal en uno solo de los países cuyo territorio se encuentra involucrado en el recorrido para que la operación se halle impedida.

También se prevé la prohibición cuando las características de la carga- dimensiones, peso, acondicionamiento, etc.- no se presten a las condiciones o diseño de la infraestructura ferroviaria o a su material. También en este caso, la exclusión en uno de los territorios de su recorrido conlleva a la imposibilidad total.

El tercer supuesto normado de exclusión de cargas tiene vinculación con la manipulación de las mismas. En efecto, cuando las operaciones de carga, descarga o transbordo requieren el empleo de medios especiales y ellos no se disponen ni pueden obtenerse de los cargadores o destinatarios.

En cuanto a las cargas que se admiten sólo en determinadas condiciones, cabe señalar que el caso principal lo constituye el de las mercancías peligrosas que cuentan con un régimen particular para su acondicionamiento, manipuleo y transporte. Si bien la norma continúa aplicando el estándar de la exclusión por el sólo hecho de que en uno de los territorios vinculados por la operación se califique a la carga como de carácter peligroso, conviene destacar que la mayoría de las normativas sobre mercancías de esas características provienen de las Recomendaciones que acerca de ellas ha efectuado la Organización de Naciones Unidas. Asimismo, los países del MERCOSUR han dictado un acuerdo específico que recoge las pautas de la ONU.
Conviene destacar que si bien el transporte de piezas postales obviamente no se encuentra interdicto, no es aplicable a su respecto el ATIT ya que expresamente lo ha excluido el Artículo 37, punto 6.

·  Régimen Tarifario

Primordialmente el Acuerdo persigue con relación al establecimiento del valor de los fletes lograr una coordinación entre las distintas empresas ferroviarias involucradas en las operaciones con características internacionales.

A tal efecto, se fijan directivas tendientes a impedir la dispersión de condiciones precisas para la conformación del tarifario. Entre ellas merecen destacarse las siguientes:

·       El precio del transporte y los gastos accesorios se calcularán conforme a las tarifas que tengan validez a la fecha de la formalización del transporte, incluso cuando el precio del transporte sea calculado por separado para diferentes secciones del recorrido.















·        Las tarifas deberán contener las condiciones aplicables al transporte y, cuando corresponda, las condiciones de conversión de las monedas.












·        Los ferrocarriles podrán establecer tarifas especiales.










·        Los ferrocarriles sólo podrán percibir, el precio del transporte previsto en  las tarifas y las sumas correspondientes a los gastos de transporte que hubieren realizado, los que deberán ser comprobados debidamente y registrados en el conocimiento - carta de porte. Cuando parte o la totalidad de dichos gastos sean por cuenta del remitente le serán liquidados para su cancelación, acompañándose todos los comprobantes que debieran emitirse.

·  Sistema Cambiario

Con criterios no adoptados para el transporte internacional de mercaderías por automotor, el régimen ferroviario ha desarrollado el sistema de cancelación tarifaria de los fletes.

Así, conforme el Artículo 40, los fletes serán abonados en dólares estadounidenses o su equivalente en la moneda del país donde se hace el pago, salvo que, bajo su responsabilidad, la empresa ferroviaria en la cual se efectúa el pago acepte otra moneda.

A tal efecto, se pone a cargo de las empresas operadoras ferroviarias el deber de información sobre las cotizaciones con arreglo a las cuales:

· Efectúen el cambio de su moneda nacional a dólares (cotización de la  conversión).













· Acepten el pago en monedas extranjeras (cotización de la aceptación). 


En lo referente al tiempo y lugar en que debe cumplimentarse el pago, se ha previsto una amplia gama de posibilidades tendientes a permitir que las empresas diagramen, de acuerdo a las características del tipo de operación y vinculación con el cargador, sus políticas de cobranza.

Sin perjuicio de lo antedicho y conectado con la coordinación tarifaria ya analizada, se pauta que las mercancías perecederas y aquellas cuyo valor no cubran el monto de los respectivos fletes, deberán ser despachadas con fletes pagados en origen. 

En igual sentido, el Artículo 45 establece que el precio de transporte, gastos accesorios y otros que se originen a partir de la aceptación al transporte hasta la entrega, se abonarán, por el remitente o por el destinatario, de conformidad con las disposiciones complementarias que se acuerden. No obstante lo anterior, el ferrocarril de origen podrá exigir del remitente el anticipo de los gastos cuando se trate de mercancías que, según su apreciación sean susceptibles de deterioro rápido o que, a causa de su exiguo valor o de su naturaleza, no le garanticen suficientemente su pago.

· Documentación del Transporte

Toda operación de transporte internacional de mercaderías por ferrocarril deberá hacerse constar en un documento único que el ATIT denomina "Conocimiento- Carta de Porte- TIF", con igual consideración que el denominado "Manifiesto Internacional de Cargas/Despacho de Tránsito Aduanero" (MIC/DTA).

El Conocimiento se expedirá en los términos del Artículo 43 en tres ejemplares originales, firmados por el remitente y el porteador.

El primer ejemplar será de naturaleza negociable, a cuyos efectos se entregará al remitente de las cargas. Los restantes seguirán el siguiente régimen:

· El segundo acompañará a las mercancías







· El tercero será retenido por el porteador

Sin perjuicio de lo precedentemente expuesto, se podrán expedir más ejemplares para cumplir con las disposiciones legales del país del origen.

A su vez, los Conocimientos harán referencia expresa al vagón mediante el cual viaja la carga, debiendo emitir, en caso de que a misma ocupe más de un vehículo, tantas cartas de porte como vehículos, clases o lotes de mercancías hayan de ser utilizados.

El remitente podrá solicitar en el conocimiento - carta de porte  el recorrido a seguir, indicando los puntos fronterizos o estaciones de frontera o las estaciones de tránsito entre ferrocarriles.

A pesar de ello, el cargador no podrá indicar más que puntos fronterizos y estaciones fronterizas abiertas al tráfico, como así también podrá designar aquellas estaciones en las que deban efectuarse las formalidades exigidas por las aduanas o por las demás autoridades administrativas, así como aquellas en que deban prestarse cuidados especiales a las cargas.

La empresa ferroviaria, conforme la prescripción recién comentada, no podrá efectuar el transporte por un recorrido distinto del indicado por el remitente.

El principio cede si se presentan en forma conjunta  las siguientes circunstancias: 

· Que las formalidades exigidas por las aduanas o por las demás autoridades administrativas, así como los cuidados especiales que deban prestarse a la expedición, tengan siempre lugar en las estaciones designadas por el remitente.



· Que los gastos y plazos de entregas no sean superiores a los gastos y plazos calculados según el recorrido indicado por el remitente.

Corresponde también a las indicaciones que deben hacerse constar en el conocimiento- carta de porte las circunstancias vinculadas al estado de la carga, cuando ésta, recepcionada por la empresa ferroviaria, ostenta señales manifiestas de avería o embalaje inadecuado.

·  Recepción de las Cargas por el Transportista Ferroviario

El ATIT prescribe en el Artículo 46 una serie de soluciones vinculadas con las operaciones concernientes a la entrega de las cargas, por parte del remitente, para su transporte.

En primer lugar se ha determinado, siguiendo principios universales en la materia, que es de aplicación en estos casos, la normativa vigente en la estación de inicio del recorrido.

Asimismo, queda a cargo del remitente la operación de carga, salvo que exista algún acuerdo especial entre él y el ferrocarril, de lo que se dejará constancia en el conocimiento - carta de porte.

De no existir acuerdo específico conforme lo expuesto en el párrafo precedente, serán de cargo del remitente los gastos y todas las consecuencias de la operación de carga defectuosa y especialmente deberá reparar el perjuicio que el ferrocarril haya experimentado por dicha causa. Corresponderá al transportador la prueba del defecto que se indique como agente causal del daño y la consiguiente responsabilidad.

La aplicación de precintos en los vagones estará regulada por las prescripciones vigentes en la estación de partida. El remitente deberá inscribir en el conocimiento - carta de porte el número y la designación  de los precintos que ponga en los vagones.

Asimismo, en cuanto a la operación de carga, el transportador  ferroviario deberá indicar al remitente el límite de carga que debe observar respecto de cada vagón, a cuyo efecto deberá realizar los cálculos pertinentes conforme el menor peso por eje autorizado en la normativa más restrictiva de los estados por cuyo territorio tendrá lugar el recorrido.

Cuando se verifique un exceso de peso sobre la carga máxima autorizada del vagón, se aplicarán las normas que rijan en el país donde se constante dicho exceso.

· Plazo para la Ejecución del Transporte

El ATIT ha definido el plazo de entrega como el tiempo fijado en el conocimiento - carta de porte, dentro de cuyo término el ferrocarril debe transportar las cargas desde la estación de partida hasta la estación de destino y proceder, además, al cumplimiento de operaciones que hubieren sido previstas en el contrato de transporte.

Conforme la costumbre ferroviaria vigente con carácter general en los países suscriptores del Acuerdo, el plazo de entrega, que se computará a partir de la 0 hora del día siguiente a la aceptación del transporte, ha sido descompuesto en una serie de tramos que deberán verificarse para arribar al cómputo total del tiempo previsto para la operación completa, a saber:

· Plazo de expedición: se fija de manera uniforme para cada transporte, independientemente de la longitud del recorrido y del número de redes particulares.

· Plazo de transporte: se fija de acuerdo a la longitud del recorrido, que a su vez se subdividen en fijos o eventuales.










· Plazos suplementarios fijos o eventuales.

De acuerdo a su naturaleza, el plazo de expedición se contará una sola vez ya que, se vincula exclusivamente con las operaciones de carga y emisión de la documentación respaldatoria.

El plazo de transporte se establecerá conforme por la distancia total recorrida entre la estación de partida y la de destino.

Los plazos suplementarios se adecuarán a la siguiente casuística:

· Operaciones de intercambio de vagones o transbordo de mercancías entre estaciones fronterizas y entre estaciones de distintas empresas ferroviarias de un mismo país.












· Utilización de líneas que por su naturaleza determinen un desarrollo anormal del tráfico o dificultades anormales para la explotación.






· Utilización de vías navegables interiores o carreteras.

A efectos de posibilitar el acabado conocimiento por parte del cargador sobre los plazos recién indicados, estos deberán hacerse constar en el tarifario vigente en cada uno de los países.

Se considera cumplido el plazo de entrega si, antes de que expire, la carga es puesta a disposición del destinatario, según las prestaciones contenidas en las tarifas internacionales aplicables, o en su defecto, en las vigentes en la estación de destino.

· Entrega de las Cargas

Una vez arribadas las mercaderías transportadas a la estación de destino, quien haga las veces de consignatario procederá a la presentación del original o copia convalidada del conocimiento - carta de porte y previo pago de los créditos devengados a favor del ferrocarril, podrá exigirle la entrega de la carga, haciendo el respectivo ejemplar del conocimiento- carta de porte las veces de suficiente recibo para la empresa transportista ferroviaria (Artículo 49).

Si se comprobara la pérdida o avería de la mercancía, el consignatario podrá hacer valer los derechos que resulten a su favor, según surja del conocimiento- carta de porte. Asimismo podrá rehusar la aceptación de la mercancía, incluso después del pago de los gastos y hasta tanto no se proceda a las verificaciones que haya solicitado para comprobar el daño alegado.

Consecuencia directa del contrato de transporte, el ferrocarril que haya aceptado la carga para su transporte se constituye en responsable por la ejecución del traslado desde que las mercaderías son puestas bajo su custodia, y hasta el momento de perfeccionar su entrega al destinatario o consignatario de las mismas.

En caso de producirse operaciones de transporte internacional por ferrocarril de carácter sucesivo, mediante las cuales dos o más empresas ferroviarias se constituyan como transportistas parciales efectivos de las cargas, el mero hecho de encargarse de la mercancía con el conocimiento- carta de porte primitivo, participará del transporte a todas ellas, de acuerdo con las estipulaciones de este documento, y asumirán las obligaciones que de él se deriven. Por aplicación de esta regla, el ferrocarril de destino tendrá, asimismo, responsabilidades por las consecuencias del transporte aún cuando no hubiera recibido ni la mercancía ni el conocimiento- carta de porte.

·   Régimen indemnizatorio por pérdida o daños

El Artículo 54 del ATIT prevé el régimen al que habrán de adecuarse las acciones de reintegro entre empresas ferroviarias que hayan debido solventar indemnizaciones por daños y perjuicios derivados de la pérdida total o parcial, daño o merma de los objetos transportados.

Se ha estatuido el principio de solidaridad frente al destinatario o consignatario de las cargas, y el del "transportador efectivo" en el momento del daño para la atribución de la responsabilidad entre los distintos transportistas involucrados en la operación.

La empresa ferroviaria que se haya hecho cargo de indemnizaciones como las comentadas, tendrá derecho a recurrir contra los ferrocarriles que hayan participado en el transporte, de acuerdo a las siguientes reglas:

· Será único responsable el ferrocarril que revista el carácter de transportador efectivo en el momento de causación del daño.











· Si la culpa debiera repartirse entre varios ferrocarriles, cada uno de ellos responderá del daño causado por él, si la atribución pudiera determinarse.









· Si la culpa debiera repartirse entre varios ferrocarriles, pero la distribución de la responsabilidad y consecuentes efectos resulta imposible, se repartirá la carga de la indemnización entre los ferrocarriles que intervinieron en el transporte, exceptuando aquellos que puedan probar que el daño no se produjo en sus líneas; cargando con las indemnizaciones en forma proporcional a las distancias kilométricas de aplicación de las tarifas.

En caso de indemnización pagada por demora, el cargo será soportado por el ferrocarril que la causó. Si dicha demora ha sido causada por varios ferrocarriles, éstos responderán proporcionalmente a la duración del retraso en sus redes respectivas.

·  Carácter de la Prestación Ferroviaria Internacional

En forma diferenciada a lo convenido para el transporte carretero, impera sobre las prestaciones ferroviarias tratadas el carácter de servicio público. Dicha interpretación se obtiene del Artículo 56 ya que allí se establece que el ferrocarril estará obligado, cuando se den las condiciones previstas en este capítulo, a efectuar cualquier transporte de mercancías, con las excepciones que brinda la propia norma.

Esta conceptualización parece apartarse de las modernas tendencias que consideran al transporte de cargas, cualquiera sea el modo utilizado, como un contrato de carácter comercial, es decir, de naturaleza eminentemente consensual.

Sin perjuicio de lo expuesto, conviene destacar que la transparencia del mercado de transporte y la regulación del mismo conforme a pautas que garanticen el libre acceso y la prevención de maniobras monopólicas u oligopólicas por parte de los prestadores, son elementos esenciales para la eficacia y eficiencia del servicio.

Por ello, el Acuerdo fija que cuando un servicio sea suprimido o suspendido total o parcialmente o que ciertas remesas sean excluidas o admitidas bajo condición, tales restricciones deberán ser puestas sin demora en conocimiento  de los usuarios por los ferrocarriles. Asimismo, las infracciones a este principio podrán dar lugar a una acción de reparación del daño causado contra la empresa ferroviaria.

3. EL TRANSPORTE FLUVIAL
El Acuerdo de Transporte Fluvial por la Hidrovía Paraguay – Paraná (Puerto de Cáceres – Puerto de Nueva Palmira)
 de aplicación para Bolivia y Paraguay.
El 23 de junio de 1992, la República Argentina, la República de Bolivia, la República Federativa del Brasil, la República del Paraguay y la República Oriental del Uruguay, suscribieron el acuerdo destinado a reglar el transporte fluvial por la Hidrovía Paraguay- Paraná. 

Este convenio fue concluido como de Alcance Parcial en el marco de la Asociación Latinoamericana de Integración- ALADI-. Consecuentemente han regido a su respecto las mismas reglas de incorporación al derecho interno de cada uno de los suscriptores, que las de aplicación del Acuerdo de Transporte Internacional Terrestre.

Los principios rectores de este acuerdo pueden circunscribirse a los siguientes:

· Libertad de Navegación











· Igualdad de Tratamiento









· Libertad de tránsito










· Eliminación de las reservas de carga







· Facilitación del transporte y del comercio

El Acuerdo tiene por objeto "facilitar la navegación y el transporte comercial, fluvial longitudinal en la hidrovía Paraguay- Paraná, mediante el establecimiento de un marco normativo común que favorezca el desarrollo, modernización y eficiencia de dichas operaciones, y que facilite y permita el acceso en condiciones competitivas a los mercados de ultramar".

Consecuentemente se encuentran fuera del alcance de la norma las operaciones fluviales de vinculación transversal o fronteriza.

La delimitación de la Hidrovía sobre la que se aplica el Acuerdo ha quedado pautada en su Artículo 2°, expresándose que comprende los Ríos Paraguay y Paraná, desde Cáceres en la República Federativa del Brasil hasta Nueva Palmira en la República Oriental del Uruguay y el Canal Tamengo, afluente del Río Paraguay.

Las disposiciones del Acuerdo son aplicables a la navegación, el comercio y el transporte de bienes y personas que comprendan la utilización de la Hidrovía.

·  Libertad de Navegación.

Todos los países signatarios se reconocen recíprocamente la libertad de navegación en toda la Hidrovía de las embarcaciones de sus respectivas banderas, así como la navegación de embarcaciones de terceras banderas.

Asimismo, se fija la necesidad de acuerdos generales para el establecimiento de impuestos, gravámenes, tributos o derechos sobre el transporte, las embarcaciones o sus cargamentos, basado únicamente en el hecho de la navegación.

· Igualdad de tratamiento.

Por aplicación del principio universal de igualdad de trato recíproco, los Estados parte se conceden recíprocamente el mismo trato que otorgan a las embarcaciones propias a aquellas de los demás países signatarios. Esta directiva debe ser plasmada mediante la armonización de las legislaciones internas si en ellas existiera algún impedimento relativo a la creación de condiciones de igualdad de oportunidad, de forma tal que permitan simultáneamente la liberalización del mercado, la reducción de costos y la mayor competitividad.

Asimismo, el Artículo 8 del Acuerdo extiende todas las ventajas, favores, franquicias, inmunidades y privilegios que los países signatarios apliquen a las embarcaciones en todas las operaciones reguladas por el acuerdo, en forma automática al resto de las partes.

· Libertad de tránsito. 

Se reconoce la libertad de tránsito por la Hidrovía de las embarcaciones, bienes o personas de los países signatarios y sólo podrá cobrarse la tasa retributiva de los servicios efectivamente prestados a los mismos.

En cuanto a la aplicación del principio a los aspectos operativos de transporte como la transferencia de cargas, el alije, transbordo y depósito de mercancías, se concede la más amplia libertad a las embarcaciones y cargas de los países miembros.

· Reserva de carga.

Se establece el principio de reserva de carga regional mediante el cual el transporte entre los países miembros del Acuerdo, que tenga por origen y destino puertos situados en la Hidrovía, queda reservado en forma absoluta a los transportistas de los signatarios.

No se ha establecido criterio para la distribución de los derechos de carga regionales reservados, ya que el propio acuerdo prevé que el ejercicio de los mismos tendrá como base la reciprocidad multilateral.

En lo referente a la reservas de cargas nacionales, fijadas oportunamente para el transporte fluvial por los países miembros, quedan eliminadas por la entrada en vigencia del Acuerdo. Consecuentemente, el transporte internacional por la Hidrovía de buques de bandera de los signatarios ha quedado liberalizado.

Es del caso destacar que conforme lo aclara el 2° párrafo del Artículo 11, la liberalización de servicios no alcanza a las prestaciones de cabotaje nacional, las que quedan reservadas a las embarcaciones de cada uno de los estados.

· Carácter de Armador de la Hidrovía.

Se ha establecido la consideración de armador de la Hidrovía a todos aquellos que cumpliendo tales funciones se encuentren reconocidos por las autoridades de cada uno de los Estados signatarios, conforme sus respectivas legislaciones.

· Promoción del Transporte Fluvial

Con carácter programático pero orientando las acciones futuras que deberán tomar las autoridades nacionales de aplicación, se detalla la promoción de las siguientes acciones:

· Incremento de la eficiencia de los servicios portuarios prestados a embarcaciones y a las cargas.

















· Desarrollo de la cooperación en materia portuaria.











· Coordinación del transporte intermodal.












· Optimización de practicaje y pilotaje fluvial.












· Readecuación de la estructura de los costos de los servicios indicados en el punto precedente.

· Facilitación del Transporte y el Comercio

A efectos de lograr estos objetivos, se adopta el procedimiento de eliminación gradual de las trabas y restricciones que con origen en las normativas internas de cada uno de los países obstaculizan las operaciones de transporte fluvial previstas en el Acuerdo.


Fundamentalmente la actividad de armonización y desregulación escalonada deben orientarse hacia los siguientes tópicos:

· Asuntos aduaneros










· Navegación y seguridad









· Seguros











· Condiciones de igualdad de oportunidades para una mayor competitividad.

















· Solución de controversias.















· Cese provisorio de bandera.

·  Aspectos Aduaneros
Con carácter adicional al Acuerdo, se han convenido las pautas tendientes a obtener la facilitación de circulación y de control de aduanas.

Al respecto se han fijado los alcances del tránsito aduanero internacional, a efectos de establecer las oficinas aduaneras que deben intervenir en partida y destino, como así también las que verificarán el tramo fluvial del transporte, caracterizadas como aduanas de embarque y desembarque fluvial.

Asimismo, han quedado incluidos en el concepto de "medio o unidad de transporte", las embarcaciones, barcazas, convoyes, remolcadores, vagón ferroviario, camión, contenedor o cualquier otro vehículo utilizado para el transporte de mercaderías.

En lo referente a la documentación por la cual se indica el régimen aduanero que debe darse a las mercaderías, así como las informaciones necesarias para su aplicación, se ha adoptado el Manifiesto Internacional de Carga/Declaración de Tránsito Aduanero, con las mismas constancias, efectos y alcance del utilizado para el transporte terrestre. 

El Protocolo Aduanero prevé la figura del operador de transporte multimodal, que en este marco deberá ser persona jurídica habilitada específicamente para efectuar operaciones de transporte de cargas por más de un modo.

Las mercancías que serán sometidas al régimen de tránsito aduanero internacional deben ser presentadas a las autoridades aduaneras de la aduana de partida, acompañadas por un MIC/DTA y de los documentos comerciales y de transporte necesarios.

El control a efectuar recaerá sobre los siguientes extremos:

· Que el MIC/DTA esté debidamente completado.











· Que la unidad de transporte a utilizarse ofrezca la seguridad necesaria conforme la verificación que se sus condiciones técnicas efectúe la autoridad de aplicación.


















· Que las mercancías transportadas correspondan en naturaleza y número a las especificadas en la declaración.












· Que se hayan adjuntado todos los documentos necesarios para la operación.

Realizadas las comprobaciones de rigor, las autoridades de la aduana de partida colocarán sus precintos y refrendarán el MIC/DTA.

Este documento se registrará y se devolverá al declarante. Las autoridades de la aduana de partida conservarán un ejemplar del mismo.

En la aduana de embarque y de desembarque fluvial, cuando no coincida con la aduana de partida o de destino respectivamente, las autoridades de la misma donde se transbordan las mercaderías, controlarán los siguientes aspectos:

· Que la unidad de transporte ofrezca las condiciones mínimas requeridas.











 

· Que se cumpla correctamente la operación de trasbordo.











· Que, cuando se trate de contenedores, los precintos y marcas de identificación estén intactos.

















· Que cuando se trate de otro tipo de envase o de carga a granel, se adopten las medidas de seguridad aduanera que correspondan.

Una vez realizadas estas comprobaciones, la aduana de embarque fluvial refrendará el documento MIC/DTA y conservará un ejemplar para constancia de la operación.

En la aduana de destino, sus autoridades se asegurarán que los sellos o precintos o las marcas de identificación estén intactos y verificarán que la unidad de transporte ofrezca suficiente seguridad, efectuando asimismo los controles que juzguen necesarios para asegurarse de que todas las obligaciones del declarante hayan sido cumplidas. Las autoridades aduaneras certificarán sobre el MIC/DTA.

· Normas que integran el esquema de regulación de la navegación    fluvial. 

La normativa central del acuerdo acerca de la cual venimos exponiendo se complementa con sus reglamentos de aplicación, también adoptados bajo el sistema de alcance parcial de la ALADI. Entre ellos merecen ser destacados, el Reglamento sobre la Adopción de Requisitos Exigibles Comunes para la Matriculación de Embarcaciones, Inscripción de Contratos de Utilización e Intercambio de Información sobre Matriculación de Embarcaciones, Altas, Bajas y Modificaciones
, Reglamento de Reconocimientos, Inspecciones y Certificado de Seguridad para Embarcaciones en la Hidrovía
, el Régimen Único de Dimensiones Máximas de Convoyes de la Hidrovía
, el Régimen Único de Infracciones y Sanciones de la Hidrovía Paraguay - Paraná
.
4 EL TRANSPORTE MARÍTIMO
4.1  El transporte marítimo en el MERCOSUR

A pesar de las innumerables iniciativas desarrolladas en este ámbito subregional, no se ha llegado hasta el presente a concretar una política común en la materia, ni la coordinación eficiente de esas actividades.  

Desde el inicio de las negociaciones atinentes al transporte marítimo en el Mercado Común del Sur se plantearon distintas acciones destinadas a concretar una serie de objetivos que permitieran plasmar un marco regulatorio homogéneo destinado a potenciar un sector vital para el comercio del área.

Las tareas se centraron fundamentalmente en:

i. La creación de un Registro Regional de Buques.











ii. La adopción de un Acuerdo Multilateral de Transporte Marítimo subregional.

i.- La iniciativa para generar un Registro Regional de Buques se inició tomando como base la identificación de las condiciones registrales que debían establecerse, los aspectos laborales vinculados a la sede de registro y temas atinentes a seguridad de la navegación.

Los cronogramas de trabajo oportunamente establecidos
 fijaron como primera fecha límite para la elevación del proyecto a ser aprobado por el Grupo Mercado Común el mes de Octubre de 1994.

Las pautas que debían orientar el funcionamiento del registro fijaban su funcionamiento en sede de uno de los países miembros, viabilizando el registro de todos los buques y artefactos navales de propiedad de los armadores de la subregión, así como los de otras banderas, fletados o arrendados a casco desnudo, cesando en ese acto su vinculación con el registro originario.

El registro MERCOSUR sería de carácter voluntario, no generando, originariamente, efectos sobre el acceso a los tráficos regionales.

Si bien se consideró inicialmente que la creación de un registro común sería un pilar para fijar condiciones con apego a las cuales se viabilizaría una reducción de costos para los armadores de la región, las diversas marchas y contramarchas en las negociaciones han impedido hasta el presente que la iniciativa sobre registro de buques se haya concretado.

Finalmente, se destaca que un registro de buques de la subregión puede ser conveniente de hallarse complementado con beneficios de tipo fiscal que sirvan de incentivo para la radicación de empresas armadoras en la región. Este objetivo no parece que pueda cumplirse si en su funcionamiento se requiere la baja de la bandera de origen de las embarcaciones de los armadores de extra zona.

Por otra parte, si su creación se dirige exclusivamente a permitir el acceso a los fletes de la región a los armadores registrados, excluyendo de esos tráficos a todo otro transportista  marítimo, los efectos sobre la contratación, precio y disponibilidad de servicios pueden tener resultados perniciosos respecto del comercio internacional de la región.

ii.- En lo referente al Acuerdo Multilateral de Transporte Marítimo, la versión del anteproyecto inicial que data de 1992, incluía diversos tópicos centrales:

· Establecer condiciones igualitarias de operación para los buques de bandera MERCOSUR.











· Fijar la preferencia de los armadores nacionales en los tráficos generados entre los países miembros. Esta preferencia encontraría como límite circunstancias que vinculadas con ella generaran un incremento en el nivel de los fletes o que la reserva de las cargas intrazona se tradujera en mayores costos de transporte.





· Conciliar mecanismos para neutralizar de manera concertada prácticas desleales por operadores de terceras banderas.










· Acceder por parte de los armadores del MERCOSUR a todo rubro de carga en cada uno de los países miembros, eliminado las reservas de carácter estático o dinámico  existentes respecto de determinadas mercancías o productos reservados al transporte nacional.

Estas líneas directrices fueron materia de agudas críticas por parte de los dadores de cargas, quienes consideraron desde el inicio de las tratativas que la conformación de un mercado subregional de carácter cerrado a los armadores locales tenía la virtualidad de posibilitar una fuerte cartelización por parte de éstos.

La posición sustentada en defensa de los principios fijados en el proyecto de Acuerdo y las críticas recibidas, condensan las posiciones que históricamente se han asumido en las sucesivos procesos de limitación y apertura de las operaciones de cabotaje marítimo. Así, determinadas naciones han aplicado fuertes restricciones al acceso de operadores de otras banderas a sus tráficos marítimos internos y también al transporte internacional
, mientras en otros países o espacios integrados han aplicado regulaciones que en la actualidad han abierto en forma multilateral el cabotaje
, e incluso el transporte internacional, suprimiendo en forma progresiva las restricciones, reservas y cuotificaciones respecto de las cargas, tanto las establecidas en forma unilateral, como por acuerdos bilaterales entre países comunitarios o de extra zona.

Si bien es cierto que en el marco del MERCOSUR se han removido en forma parcial las reservas de cargas, existen países que sustentan estas restricciones, las que se suman a las limitaciones de tráfico provenientes de los acuerdos bilaterales.

No puede omitirse en el análisis de la razón de ser de estas restricciones las asimetrías que se constatan de carácter jurídico regulatorio respecto del tratamiento legislativo –incluso constitucional- de la actividad navegatoria.

La discusión acerca de la generación de un mercado regional del MERCOSUR mediante la apertura del cabotaje de cada uno de los países a los demás miembros, cuestión central del Acuerdo de Transporte Marítimo aún inconcluso, se ha replanteado a partir del año 2004 dentro del Subgrupo de Trabajo Nº 5, a través de la participación en su seno de la “Comisión de Especialistas de Transporte Marítimo”.

Las actuales pautas centrales mantienen en alguna medida los planteos originales, precisando que los temas que tienen un avanzado grado de consenso son
:

· El ámbito de aplicación geográfico que se daría al acuerdo, que alcanzaría a los puertos del litoral marítimo de los Estados Parte, y los puertos argentinos y uruguayos del Río de La Plata.













· Las cargas comprendidas, que incluirían aquellas de intercambio comercial entre los países del Mercado Común del Sur y las que tengan origen o destino en terceros Estados pero que realicen transbordos en el ámbito de aplicación mencionado en el ítem anterior. 












· La generación de incentivos para el desarrollo de las marinas mercantes del MERCOSUR y la industria naval de los Estados Parte, en un contexto de libre competencia entre los armadores y una ágil liberación de las cargas a terceras banderas, ante la indisponibilidad de bodega de las empresas de navegación de los Estados Parte.
Respecto del ámbito de aplicación del acuerdo, se ha expuesto
 que mediante esta determinación se contemplan las previsiones del Protocolo de Montevideo sobre Comercio de Servicios
, que establece en su artículo 2º, inciso 2 la definición de comercio de servicios como la prestación de un servicio: a) del territorio de un Estado Parte al territorio de cualquier otro Estado Parte", noción que involucraría el transporte de todas las cargas que se trasladen por medio marítimo de un puerto de un Estado Parte a otro puerto de otro Estado Parte, independientemente del origen y destino de las mercaderías.

Al respecto conviene recordar que la entrada en vigencia del indicado Protocolo de Comercio de Servicios obedece al dictado de los actos previstos en el derecho interno de cada uno de los países, a los cuales se encuentra supeditada su aplicación. En este aspecto, el Protocolo en su Anexo sobre Servicios de Transporte Terrestre y por Agua, detalló tratamientos especiales para estos sectores
.
Los principales temas que se encuentran aún pendientes de definición y acuerdo de carácter unánime son
:   

· La definición del concepto y alcances del transporte intramercosur.





 







· Las características de la reserva de las cargas para las empresas prestadoras de los servicios de los países miembros del Mercado Común del Sur.





· El alcance de la reserva del cabotaje nacional para las respectivas empresas nacionales de navegación.











· Las limitaciones a ser fijadas para el acceso a los mercados de transporte generados en convenios bilaterales con terceros países por países miembros.

A estas complejas cuestiones obedecen las reiteradas postergaciones
 y pocos avances en la búsqueda de consenso sobre la adopción de un acuerdo de transporte marítimo subregional.

Puede decirse que la apertura del cabotaje interno a los transportistas de la región constituiría un primer paso hacia una mayor eficiencia y calidad en el transporte regional, pero que esta medida no agotaría las diversas acciones que deben emprenderse para la reforma y modernización del sector, tanto a cargo de los propios gobiernos como del sector privado.

4.2 El transporte marítimo en la CAN
Siguiendo algunos de los conceptos generales abordados respecto del transporte marítimo del MERCOSUR, fundamentalmente en la dicotomía allí aludida sobre los grados de apertura de estos servicios, puede decirse que la Comunidad Andina viene consolidando un proceso sectorial en la materia del cual se extrae principalmente que la eliminación de la reserva de carga a nivel de esa subregión ha permitido ampliar la oferta de servicios con la consiguiente reducción del nivel de los fletes.

La base regulatoria que permitió la liberalización de los servicios fue la Decisión 288
, que puntualmente determinó:    

· El acceso de la carga de origen o destino en cualquier país de la Comunidad por parte de buques de propiedad, fletados u operados por empresas navieras de los países miembros y de terceros países.













· A tal fin se asumió el compromiso de adecuar las normativas internas a fin de remover las restricciones que existían para el fletamento de buques por parte de los armadores locales, eliminar la asignación de rutas dentro de la subregión, dejar sin efecto los sistemas de fijación o autorización de fletes en los tráficos comunitarios.









· La facultad de la Junta de Cartagena de autorizar restricciones, exclusiones de los tráficos o fijación de reserva de carga respecto de empresas navieras de terceras banderas que apliquen normas restrictivas o discriminatorias a las naves de propiedad, fletadas u operadas por empresas navieras de los países de la Comunidad.

El alcance de las operaciones que se encuentran precedentemente referidas fue objeto de mayor precisión a través de la Decisión 314
, a través de la cual se fijó que la Decisión 288 no comprendía el tráfico nacional de cabotaje de cada país miembro
.

También, la Decisión 314 definió el carácter y alcance del principio de reciprocidad para el acceso a las cargas marítimas. En este sentido su artículo 3º la categorizó como la mutua concesión que países o comunidades de países se otorgan entre sí a tal fin, comprendiendo tanto las cargas originadas entre ellos, como las provenientes desde o hacia terceros países o comunidades de países. 

Mediante la Resolución 422 de la Junta del Acuerdo de Cartagena
, se reglamentó el principio de reciprocidad en materia de transporte marítimo a fin de aplicar las medidas restrictivas respecto de aquellos terceros países que no brinden un trato similar a las empresas navieras comunitarias prevenidas por el artículo 4º de la Decisión 314, estableciendo los procedimientos destinados a tal fin.

A su vez, la Decisión 487
 estableció el régimen de Garantías Marítimas y Embargo Preventivo de Buques, que fuera modificado por su similar 532
.

La Decisión 609
 aprobó el reconocimiento comunitario de títulos para la gente de mar emitidos por las autoridades nacionales competentes en la materia mediante refrendo y normas internacionales.

En este contexto, el plexo de regulación de las operaciones intra y extra comunitarias respecto del transporte marítimo había alcanzado un avance sostenido.

En el año 1998, la Comunidad fijó el “Marco General de Principios y Normas para la Liberalización del Comercio de Servicios”
, dentro de cuyas actividades se determinó la confección de un inventario que reflejara aquellas medidas que restringían el libre acceso por parte de los prestadores de servicios de cualquier país de la subregión en el resto de ellos.

La Decisión 510
, aprobó los listados relativos a estas medidas para cada uno de los integrantes de la Comunidad, incorporándose en cada caso los aspectos referentes al transporte marítimo.

En forma general se indicó en esta materia que las restricciones constatadas se referían primordialmente a:

· La reserva del cabotaje nacional para los buques de bandera local.




· La determinación de líneas para la realización de ese cabotaje, asignadas a uno o más operadoras.

La 16ª Reunión del Consejo de Presidentes Andinos
, exhortó al Comité de Autoridades Andinas de Transporte Acuático (CAATA) a elaborar para su posterior adopción una normativa sobre cabotaje marítimo andino de cargas
.

En virtud de ello, se elaboró un anteproyecto sobre Cabotaje Marítimo Andino de Cargas, que presentado en la XIV Reunión Ordinaria del CAATA
, mereció el desacuerdo de las delegaciones de Colombia, Venezuela y Ecuador, en razón de la reserva existente al respecto en sus respectivos países, acordándose finalmente redactar un proyecto de decisión sobre Transporte Marítimo Andino de Carga, en sustitución del Anteproyecto de Decisión sobre Cabotaje Marítimo de Carga
.

Con Posterioridad
, se discutió sobre el alcance de la Directriz 42 del Consejo de Presidentes Andinos, precisándose que la encomienda allí efectuada se refería expresamente a elaborar una norma comunitaria sobre cabotaje marítimo andino y no acerca del transporte marítimo intracomunitario. Las delegaciones de Colombia, Ecuador y Venezuela manifestaron su desacuerdo en abordar la discusión del Anteproyecto de Decisión sobre Cabotaje Marítimo Andino de Carga, ratificando que el Cabotaje era un tema sensible en sus respectivos países, debido a que éste se encuentra reservado para ser realizado con buques de sus respectivas banderas y por ser privativo de cada país; razón por la cual el cabotaje nacional no debería ser materia de discusión, pues debería ser materia de una etapa superior en el proceso de integración andino. Manifestándose además, que cualquiera fuere el Proyecto de Decisión que se elabore, éste no debería incluir las cargas de los Países Miembros, que se movilicen entre puertos de un mismo país, pues esas cargas deberían mantenerse reservadas para los buques o naves de bandera del País Miembro correspondiente
.
La ratificación del proceso de apertura del cabotaje nacional a operadores marítimos de cualquier país de la subregión se encuentra consagrada en la Decisión 659
, que en su artículo 4º establece que las medidas listadas en la ya referida y sintetizada Decisión 510 contemplan al transporte acuático – marítimo de cabotaje –incluido también el lacustre – fluvial-, debiendo quedar este liberalizado a más tardar el 30 de octubre de 2007, habilitando al CAATA a reunirse a fin de presentar sus recomendaciones para lograr una implementación eficiente de lo resuelto.

La norma prevé puntualmente un trato especial para Ecuador admitiendo que conforme a lo fijado en el artículo 1º párrafo 2do. de la Decisión 314
, mantenga la reserva de cargas relativa a sus hidrocarburos, fijando que el resto de los países miembros se comprometen a revisar dicha reserva a más tardar 3 años después de la expedición de la Decisión comentada, conformando un Grupo Ad-hoc. 
Como consecuencia de la Decisión 659, el CAATA se reunió en su XV reunión ordinaria
, donde se encausaron recomendaciones destinadas a la puesta en ejecución de la liberalización del cabotaje nacional a los países miembros.

Estas recomendaciones son fundamentalmente de carácter formal y se refieren a los parámetros que acrediten la pertenencia a cada uno de los estados de la Comunidad por parte de aquellas empresas navieras que pretendan ingresar en el mercado.

En este sentido se preconiza que:

La autoridad nacional competente de transporte acuático del respectivo País Miembro, exija a las empresas navieras nacionales, tengan su sede real y efectiva en el mismo, debiendo verificarse para tal fin que concurran las siguientes condiciones:
· Que administración, operación y su domicilio principal se encuentren  localizados en su territorio;














· Que sus buques se hallen abanderados en su país y







· Que las tripulaciones de los buques cuenten con títulos expedidos o refrendados, conforme a la Decisión 609 y su reglamentación.
Asimismo, se sugiere que el régimen de apertura fije la necesidad de contar con una autorización previa destinada a acreditar las condiciones antes indicadas. Este permiso, sería emitido por el país receptor, requiriéndose a tal fin justificación de los certificados vigentes respecto de los buques a ser utilizados y las pólizas de seguro, de acuerdo a las exigencias internacionalmente aceptadas en materia de transporte marítimo.

En lo concerniente a la previsión de la Decisión 659 sobre el mantenimiento por parte de Ecuador de su reserva de carga sobre el traslado marítimo de hidrocarburos
, dentro de las recomendaciones tratadas se encaminó a la Secretaría General de la Comunidad Andina el pedido de conformación de un grupo Ad-hoc a fin de revisar dicha reserva y proponer recomendaciones que consagren un trato preferencial a los países miembros.

Se desataca que la Decisión 659 fijó el plazo inicial del mantenimiento de la indicada reserva en tres años, computados a partir de diciembre de 2006.    

5 EL TRANSPORTE AÉREO

5.1 El Acuerdo sobre Servicios Aéreos Subregionales en el Cono Sur (Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay)

El Acuerdo tiene por objetivo principal el establecimiento de nuevos servicios de transporte aéreo de carácter regular, distintos de los determinados y efectivamente operados en el marco de los acuerdos bilaterales suscriptos entre los estados partes, en miras de promover y desarrollar nuevos mercados y atender debidamente la demanda de los usuarios.
La  definición de servicios subregionales hace alusión a servicios aéreos regulares de pasajeros, carga y correo, separadamente o en combinación, realizados dentro de la Subregión que comprende los territorios de los Estados Partes, conforme a los criterios establecidos específicamente para ello, en rutas diferentes a las regionales efectivamente operadas en el marco de los Acuerdos Bilaterales.

Respecto de las usualmente denominadas “libertades del aire”, el acuerdo previene el siguiente tratamiento respecto de las rutas consideradas en su marco como de carácter subregional:

· El derecho de sobrevolar los territorios de los Estados Partes;





· El derecho de aterrizar en los referidos territorios, para fines no comerciales;














· El derecho de embarcar y desembarcar en los territorios de los Estados Partes, pasajeros, carga y correo, separadamente o en combinación, en vuelos regulares que se realicen exclusivamente dentro de la Subregión.

El derecho de embarcar y desembarcar pasajeros, carga y correo destinados o provenientes de territorios de terceros Estados Partes dependerá de autorización de los Estados Partes involucrados, sean estos tráficos de quinta o sexta libertad.


· Designación de Operadores

Cada Estado Parte tiene el derecho de designar una o más empresas para operar los Servicios Subregionales. Al recibir la comunicación de la designación, las Autoridades Aeronáuticas de cada miembro, otorgarán al operador las autorizaciones necesarias para la explotación de los servicios acordados.

· Principios Rectores

El acuerdo previene la aplicación supletoria de la totalidad de los acuerdos bilaterales vigentes entre los signatarios, y por el principio de irretroactividad de las mejores condiciones, no puede ser interpretado a fin de restringir lo establecido en acuerdos anteriores.

De igual modo, se impide que cualquier signatario otorgue a las empresas de su bandera un tratamiento más favorable que a las de los demás Estados Partes.

· Esquema tarifario 

Las tarifas a ser aplicadas para el transporte en los Servicios Subregionales quedarán sometidas a las normas del País de Origen.
· Facilitación  y  Seguridad

Se previene respecto a estos tópicos que cada estado parte impulse todos los esfuerzos con miras a la máxima simplificación y compatibilización de sus normas y procedimientos relativos a la facilitación del Transporte Aéreo Internacional (Migratorios, Aduaneros, Vigilancia Sanitaria y Fitosanitaria), en las operaciones subregionales, sin perjuicio del cumplimiento de las Normas de Seguridad de la Aviación Civil, en armonía con los Anexos 9 y 17 del Convenio de Aviación Civil Internacional. 

· Aeronavegabilidad, Operaciones y Licencias al Personal

Compromiso para compatibilizar con los demás miembros sus normas y procedimientos relativos a Aeronavegabilidad, Operaciones y Licencias al Personal de acuerdo con las normas y recomendaciones de la Organización de Aviación Civil Internacional.

· Aspectos Comerciales

Cada estado parte debe adoptar las medidas apropiadas dentro de su jurisdicción para eliminar todas las formas de discriminación y prácticas de competencia desleal, en el ejercicio de las oportunidades comerciales.

Específicamente, si las regulaciones locales lo permiten, adoptarán las medidas apropiadas para que las líneas aéreas puedan adquirir combustible en el territorio de cualquier suscriptor, en moneda local o en moneda libremente convertible;
convertir y remesar a su país de origen los excedentes sobre sus ventas, con prontitud y sin restricciones o gravámenes fiscales, al tipo de cambio vigente; y realizar sus propios servicios en tierra, o seleccionar entre agentes competentes de tales servicios, o en caso de usar los únicos servicios existentes, éstos deberán ser prestados sobre una base de igualdad y con cargos basados en los costos. 

· Operación de los Servicios

A los fines de determinar el alcance del acuerdo desde el punto de vista operativo, se considera a todo el territorio de cada miembro como  apto para la realización de los servicios como áreas subregionales, bajo el principio de no desviación de tráfico a puntos que excedan los límites de la subregión.

De esta manera las rutas calificadas como subregionales son aquellas que se extienden,  desde el último aeropuerto en el territorio de un estado parte, hasta puntos en los territorios de los otros estados partes. Las rutas subregionales sólo pueden operarse con vuelos originados en el territorio del país de la empresa.

A fin de evitar la superposición con rutas preestablecidas en acuerdos bilaterales, las operaciones se circunscriben a tramos que unan dos aeropuertos no vinculados por servicios efectivamente operados en el marco de dichos acuerdos

De tal modo, ningún tramo de una ruta subregional podrá superponerse con tramos efectivamente operados bajo las disposiciones de los referidos acuerdos bilaterales. Así, se pueden establecer vinculaciones desde o hacia un
punto establecido en los acuerdos bilaterales, hacia o desde otros puntos de la Subregión, no incluidos en los referidos Acuerdos.

Las empresas propondrán libremente equipos y frecuencias, lo que será considerado por las Autoridades Aeronáuticas de cada estado para evitar todo exceso de capacidad que no concuerde con el potencial de tráfico y que caracterice una práctica anticomercial, tomando en consideración además las limitaciones técnicas aeroportuarias.

5.2. Transporte aéreo en la CAN
El marco central de regulación de las operaciones de transporte aéreo internacional para vuelos regulares o no regulares, de pasajeros, carga y correo, dentro de la Comunidad Andina de Naciones es la Decisión 582
.

Esta norma ha ordenado, concentrado, modificado y sustituido
, distintas decisiones anteriores vinculadas a la política de transporte para el modo aéreo subregional y a las condiciones de realización de los servicios, dando tratamiento a la totalidad de los aspectos relevantes referentes a su funcionamiento.

Como elemento central de la regulación los países de la CAN se han concedido los derechos de tráfico de quinta libertad
, tanto para vuelos regulares y no regulares, de pasajeros, carga y correo, separadamente o en combinación, en operaciones intracomunitarias o con terceros países, sujeto distintos requerimientos según sea el caso. 

La Decisión 582 se aplica a los servicios de cualquier especie que se realicen entre los estados miembros, y entre el territorio de éstos y terceros países.

Siendo un mecanismo de facilitación, sus normas no implican restringir las facilidades que respecto de la operación aérea se hubiesen otorgado en forma bilateral o multilateral, sean de carácter previo, o incluso posterior a la entrada en vigencia de la norma.

Asimismo, todos los integrantes de la comunidad se conceden recíprocamente los derechos de primera y segunda libertad aérea
 -libertades básicas de la aeronavegación, sin perjuicio de otras que surgen de la propia norma y se detallarán a continuación.

· Alcance y Condiciones de la Operación Subregional

La Decisión 582 concede recíprocamente a todos los integrantes de la CAN los derechos operativos que surgen de las cinco libertades áreas, tanto en vuelos regulares como no regulares ejecutados dentro de la CAN.

En este marco, los operadores designados por cada país miembro, sujetos a la propia normativa no tiene limitaciones en cuanto a la realización de servicios regulares, sean estos de pasajeros, cargas y correo, separadamente o en combinación, así como en lo referente a los servicios de carga y correo.

Respecto de los vuelos no regulares de pasajeros, el ejercicio de las libertades consignadas se encuentran supeditado a su autorización por  cada organismo nacional de aplicación y a su falta de competencia con los vuelos regulares, meritada sobre la inexistencia de servicios sobre la ruta solicitada o por no generar perjuicio a la sustentabilidad económica de los operadores regulares establecidos en la misma.

· Condiciones y requerimientos en los vuelos extra subregionales

La Decisión 582 sujeta a negociaciones bilaterales o multilaterales la concesión de los derechos de quinta libertad para los vuelos regulares de pasajeros, carga y correo, realizados entre los países miembros y terceros países.

Esas negociaciones son orientadas por la propia norma sobre pautas de equidad y adecuada compensación.

Sin perjuicio de ello, en el caso de transporte no regular de cargas, se conceden los derechos de tráfico de quinta libertad sin restricciones de ningún orden en operaciones extra subregionales
.

· Designación de Operadores

La designación de los operadores presupone que la empresa debe tener vigente un permiso en el país de su nacionalidad que lo habilite para realizar transporte aéreo.

La norma fija el principio de múltiple designación, es decir que la autoridad de aplicación de cada uno de los miembros puede designar una o más empresas para la realización de los servicios.

En estas condiciones se garantiza el libre acceso al mercado por parte de los operadores autorizados, sin ningún tipo de discriminación.

A efectos de establecer el carácter nacional de la empresa aérea, que habilita su designación en el marco de la Decisión, se adoptan los criterios de constitución legal, domicilio principal y sede real y efectiva, todos los cuales deben coincidir en el mismo país miembro.

El criterio de sede real y efectiva es determinado por la autoridad nacional competente de cada país, sobre la base de las siguientes indagaciones:

· Que la administración y base principal de operaciones se encuentre localizada en su territorio.











· Que las tripulaciones de las aeronaves cuenten con licencias otorgadas o convalidadas por el país que lo designa.
















· Que la empresa aérea que solicita su designación en el marco de la Decisión, tenga a su cargo la dirección operacional y el control técnico de sus equipos, es decir no resulte ser solo fletadora de las aeronaves con que realiza la actividad.

Así como la normativa garantiza el principio de no discriminación de acceso, también consagra el de trato nacional, a través del cual cada país miembro se compromete al otorgamiento de las empresas aéreas designadas por los otros y a los servicios que en ella se comprenden, de un trato no menos favorable que el que concede a las empresas de su propio país y a los servicios prestados por ellas.

· Otorgamiento de Permisos y Autorizaciones

De acuerdo a las pautas de libre acceso prevenidas por la Decisión 582, el otorgamiento de los permisos para la explotación de los servicios requiere la acreditación de los extremos consignados básicamente en la norma.

Para vuelos regulares:

· El permiso de operación vigente otorgado por el país designante.









· La constatación de que la constitución y domicilio del operador designado se encuentra en el país que lo designa.













· La contratación de los seguros de práctica internacional. 

Para vuelos no regulares:

· El permiso de operación















· Constancia de verificación de los documentos suscriptos por el país miembro de nacionalidad de la empresa.
















· Seguros.











·    Aspectos Comerciales y Tributarios

El régimen tarifario a ser aplicado en los servicios que se habilitan por la Decisión será aquel que se encuentre vigente en el país de designación.

Se prevé la extensión facultativa de las variaciones de tarifas que autorice cada país al resto de los operadores subregionales en las operaciones realizadas al amparo de la normativa.

Asimismo, se habilita la concertación de acuerdos de cooperación y complementación entre las empresas operadoras
. 

Desde el plano tributario, la Decisión establece la aplicación de la normativa andina destinada a evitar la doble imposición.

Finalmente corresponde destacar que alguno de los integrantes de la Comunidad Andina, entre ellos Ecuador, han analizado su posible adhesión al Acuerdo sobre Servicios Aéreos Subregionales en el Cono Sur (Acuerdo de Fortaleza)
, el que más allá de su conveniencia para emprender las operaciones que en el se prevén y se desarrollan en el presente capítulo, literal 5.1.-, no contempla la asignación de los derechos de quinta libertad que prevé la normativa CAN.   
6. SUPERACIÓN DE LA VISIÓN MODAL

Contar con un sistema de transporte eficiente es un requisito para lograr una adecuada inserción de los PMDER en el comercio regional y subregional. En este marco es vital que para lograr una baja de los costos del transporte de cada nación, a nivel regional e internacional, se viabilice la interacción entre los distintos modos de transporte para aprovechar las ventajas competitivas que posee cada uno de ellos.

Lo apuntado adquiere una relevancia mayor cuando, como en el caso de estudio, las naciones afectadas se encuentran situadas en planos de mediterraneidad o de relevantes limitaciones topográficas, para cuya superación se requiere la aplicación efectiva de los principios, jurídicos y operativos  del multimodalismo.

El establecimiento de esta noción, o su incremento a niveles que permitan una perceptible disminución de los costos de transporte, requiere asumir distintas facetas:

· El desarrollo de la infraestructura necesaria.

· La armonización legal, regulatoria y de las reglas de la competencia










· La introducción de tecnologías en infoestructura

La existencia de una regulación previsible y de fluida aplicación permitiría la eliminación parcial de riesgos potenciales en el transporte y el comercio internacional dado que resulta siempre una ventaja para todas las partes involucradas en el mismo, por cuanto los distintos agentes económicos intervinientes minimizan en un escenario cierto la agregación de márgenes  para cubrir imprevistos, juicios, mayores costos, etc.       

En este espíritu se han llevado adelante diversas iniciativas regionales y subregionales, que sin perjuicio de haber obtenido como logro la redacción de normativas de ese alcance, a la hora de su puesta en vigencia efectiva adolecen de la decisión necesaria para su generalización y aplicación. 

6.1 Acuerdo sobre Transporte Multimodal Internacional de América del Sur
La Conferencia de Ministros de Transportes, Comunicaciones y Obras Públicas de América del Sur (CMTCOPAS) se encuentra constituida como un foro de carácter no permanente destinado a encausar la definición de aspectos de índole político estratégico en el ámbito de las incumbencias que le son propias.

El carácter no permanente mencionado, ha llevado a que la ALADI funcione como Secretaría Permanente de la Conferencia.

Fundamentalmente en su seno se ha logrado compartir las experiencias de los países miembros, que con distintos tiempos o intensidades, transitan por experiencias muy similares, tanto en materia de integración económica subregional, como en las de  rediseño de los marcos jurídico económicos nacionales que hacen a las profundas transformaciones acaecidas desde la instalación de la CMTCOPAS en el campo de los servicios de transporte y su infraestructura.

En ese marco, considerando la importancia que reviste el transporte multimodal para el desarrollo del comercio exterior del área, la Resolución 10 de la Primera Conferencia, de fecha 13 de noviembre de 1992, dispuso crear un grupo de trabajo para el análisis de su problemática y la elevación de propuestas de acción apropiadas para el fomento del multimodalismo.

Luego de los informes que presentara este grupo, la Segunda Conferencia de Ministros, en Julio de 1994 dispuso (Resolución 16) la convocatoria a una reunión extraordinaria del cuerpo con el objeto de estudiar la propuesta de normativa común sobre transporte multimodal que fuera elaborada por el grupo Ad-hoc. Los lineamientos esbozados a tal fin se enderezaban a obtener un marco jurídico compatible con los acuerdos ya adoptados en la materia por los esquemas subregionales de integración. Por otra parte se solicitó a la CEPAL,  la JUNAC, la Secretaría del MERCOSUR y a la UNCTAD, apoyo para realizar la tarea.

En ocasión de la Tercera Conferencia de Ministros llevada a cabo en la ciudad de Montevideo durante el mes de noviembre de 1996, mediante Resolución 23 (III), se aprobó el acuerdo regional de transporte multimodal, a la vez que sus integrantes asumieron el compromiso de  realizar las gestiones pertinentes ante sus respectivos gobiernos, para que éstos lo suscriban en el marco del Tratado de Montevideo de 1980 (ALADI), conforme las prescripciones de su artículo 7º, es decir como acuerdo de alcance parcial al amparo de la Asociación Latinoamericana de Integración.

Siendo los suscriptores del acuerdo, Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Chile, Ecuador, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela, hasta la fecha solo Brasil, Bolivia, Perú y Venezuela, han efectuado su suscripción ante la ALADI. Necesitándose que dicha formalidad sea cumplida por seis de los países integrantes, restan dos comunicaciones para su entrada en vigencia.

· Ámbito de Aplicación.
El Acuerdo de América del Sur extiende su aplicación a todos los contratos de transporte multimodal que hayan fijado como lugar estipulado para la toma bajo custodia de las mercaderías a transportar o para la entrega de la carga, alguna localización dentro de cualquiera de los países signatarios. También se prevé su aplicación a contratos de transporte unimodal internacional cuando en los mismos se hiciera expresa remisión al acuerdo.

La aplicación del acuerdo se encuentra supeditada a que no existan disposiciones que contraríen cláusulas imperativas de los convenios internacionales sobre transporte multimodal o, en su caso, de transporte unimodal.

· Contrato de Transporte Multimodal.

En forma obligatoria, al tomar bajo su custodia las mercaderías objeto del transporte, el OTM deberá emitir un documento de transporte multimodal. Su forma y contenido ha quedado remitido a los usos y costumbres internacionales.

Siguiendo las Reglas UNCTAD/CCI, se previene que los datos contenidos en el documento implican la presunción de que, salvo prueba en contrario,  el OTM ha tomado las mercaderías en la forma allí consignada, a no ser que existan atestaciones en el sentido contrario, o que se haga constar que la naturaleza o cantidad de la carga son declaradas por el expedidor, o que el contenedor ha sido llenado por éste, u otras expresiones análogas.

En cuanto a las formas de emisión del documento, se admite su carácter negociable o no negociable, a elección del expedidor. 

· Régimen de Responsabilidad.

La responsabilidad del OTM se extiende por el período comprendido desde que toma las mercaderías bajo su custodia hasta el momento de su entrega.

En consecuencia, si el hecho que ha causado la pérdida, el daño o la demora se produjo entre dichos actos, deberá responder por los efectos dañosos de dichos eventos.

Para exonerarse de dicha responsabilidad deberá probar que él o sus dependientes adoptaron las medidas que razonablemente se podían exigir para evitar el hecho y sus consecuencias y que no hubo dolo o culpa de su parte, es decir que el hecho generador del daño le es material y jurídicamente ajeno.

En cuanto al caso de demora, siguiendo la tendencia universal, se fija que el OTM solo resultara responsable del retraso en la entrega, si el tiempo de la misma fue objeto de una declaración de interés por parte del expedidor y el OTM la aceptó.   

Las causales específicas de exoneración de responsabilidad del OTM se sintetizan a continuación: (i) acto u omisión del expedidor, consignatario o propietario de las mercaderías, o de los dependientes de éstos; (ii) insuficiencia o condición defectuosa del embalaje, marcas o números de las mercaderías; (iii) manipuleo, estiba o desestiba ejecutadas por el expedidor, consignatario o propietario de las mercaderías, o de los dependientes de éstos; (iv) vicio propio u oculto de la carga; y (v) huelga, lock out, paro o trabas impuestas total o parcialmente al trabajo u otros actos fuera de la esfera de control del OTM debidamente comprobados.

· Limitación de la responsabilidad.

Siguiendo las Reglas UNCTAD/CCI, el Acuerdo fija como principio general que en defecto de una declaración expresa del expedidor antes que el OTM haya tomado las mercaderías bajo su custodia, mediante la cual se  establezca la naturaleza y valor de la carga, el OTM no podrá ser tenido por responsable en caso de pérdida o daño por una suma que exceda del equivalente a 666,67 DEG por bulto o unidad de carga, o a 2 DEG por Kilogramo de peso bruto de las mercaderías dañadas o perdidas, si esta cantidad es mayor.

No obstante lo recién indicado, cuando la pérdida o daño de las mercaderías se produzca en medio de transporte distinto al marítimo, la responsabilidad de OTM estará limitada a una suma que no exceda de 8.33 DEG por Kilogramo de peso bruto (ídem Reglas UNCTAD/CCI).

A su vez, el acuerdo fija que si la pérdida o daño se encuentran localizados en una fase con relación a la cual existiese un convenio internacional aplicable o una ley nacional imperativa, que establezca otro límite de responsabilidad que hubiese sido aplicado si en lugar del contrato multimodal de transporte se hubiese concluido un contrato aislado para este tramo, el limite de responsabilidad del OTM se establecerá sobre las pautas de este último.

El caso de responsabilidad por demora se resuelve por la limitación de la responsabilidad emergente de los daños indirectos producidos exclusivamente por el retraso hasta la concurrencia del monto del flete convenido.

El OTM pierde el derecho de limitar su responsabilidad de comprobarse que la pérdida, el daño o el retraso provienen de acciones u omisiones propias atribuibles a título de dolo o culpa grave.

6.2   Acuerdo de la Comunidad Andina de Naciones (CAN). Aplicación Ecuador y Bolivia.

En el ámbito del denominado Pacto Andino o Acuerdo de Cartagena, la Comunidad Andina de Naciones consagró, durante el año 1993,  a través de la Decisión 331, el régimen jurídico comunitario de transporte multimodal de mercancías.

Su texto mereció una serie de intensas modificaciones en 1996, materializadas mediante la Decisión 393.

Por otra parte, en el mismo año 1996, la Resolución 425 de la Junta del Acuerdo de Cartagena estableció los requisitos y aspectos instrumentales para la registración de los Operadores de Transporte Multimodal de ese acuerdo subregional.

En concordancia con las normas comunitarias que regulan el transporte multimodal, mediante Decisión 477 se ha actualizado el régimen de Tránsito Aduanero Internacional, para facilitar la libre circulación de mercancías, de tal manera que contribuya a la supresión progresiva de los obstáculos al intercambio comercial, mediante la adopción de procedimientos aduaneros que agilicen el comercio entre los Países Miembros y de estos con terceros, que incluye el uso de documentos de tránsito aduanero internacional que facilitan el uso del transporte multimodal, así como, sistemas de intercambio de información y el establecimiento de controles posteriores.

Con carácter introductorio debe expresarse que la Decisión 331, con las modificaciones impuestas a través de la Decisión 393, conforma un cuerpo normativo ordenado, y así se lo comenta a continuación. Por otra parte, resultando un elemento indispensable de la conceptualización jurídica del multimodalismo, la Resolución 425 regula el registro de operadores de transporte multimodal, al que también se hace referencia.

· Ámbito de Aplicación.

El acuerdo comunitario andino prevé que sus reglas serán aplicables a aquellos contratos de transporte multimodal en los que el lugar de expedición o de entrega de las mercaderías se encuentre localizado en alguno de los países miembros.

Por otra parte, también quedan comprendidos dentro del ámbito regulatorio del acuerdo, la participación y funcionamiento de los OTM de terceros países, en tanto y cuanto el transporte tenga por origen o destino uno de los países suscriptores.

· Documento de Transporte.

El documento de transporte multimodal admite su emisión tanto en forma negociable como no negociable.

En cuanto a las manifestaciones contenidas en el documento, relativas al valor y estado de las mercaderías, están dotadas de la virtualidad de hacer presunción de certeza sobre dichas atestaciones, salvo las reservas que formule el OTM o quien resulte su agente para la recepción de las cargas, efectivizadas al tomar bajo su custodia las mismas.

· Responsabilidad del OTM.
En este temática es donde las reformas introducidas al régimen por la Decisión 393 resultan más significativas.

Así esta última norma ha modificado la extensión temporal de responsabilidad, fijando que la misma corre desde que el OTM se hace cargo de las mercaderías hasta su entrega.

Asimismo, la Decisión 393 pone en cabeza del OTM la responsabilidad por pérdida, daño o demora, si dichos eventos tienen lugar en el período antes indicado, salvo que, con carga de la prueba a su cargo, demostrare que tanto él cómo sus dependientes, incluidos los transportistas efectivos, ejecutaron las obligaciones a su cargo tomando todas las medidas que razonablemente eran necesarias para evitar la pérdida, daño o demora. El criterio de razonabilidad no se encuentra supeditado en cuanto a su apreciación a ningún patrón de conducta de carácter concreto, es decir que será materia de amplia interpretación.

También se exonera de responsabilidad el OTM cuando pruebe que la pérdida, daño o demora ha tenido como causa la culpa del expedidor o del consignatario, o sus dependientes; han existido defectos no aparentes de embalaje o rotulado; el daño ha sido consecuencia directa del manipuleo, estiba, desestiba o almacenamiento a cargo del expedidor o del consignatario o los dependientes de éstos; cuando hubiese existido vicios ocultos o defectos no aparentes en la propia mercadería, y finalmente, cuando se hubiesen presentado circunstancias comprendidas dentro de los conceptos de caso fortuito o fuerza mayor.

En lo referente al carácter del daño, el régimen formula la distinción universalmente adoptada entre aquel que se encuentra localizado y el no localizado, dicotomía que se asienta en la posibilidad de determinar la fase de transporte en la que aquel se produjo.

En el primer caso, siguiendo el sistema de responsabilidad principal y solidaria a cargo del OTM, si la pérdida o daño se ha producido en una fase determinada de la ejecución del contrato, respecto a la cual resulta aplicable un limite de responsabilidad superior al determinado por propio acuerdo que surja de una norma de carácter internacional o nacional aplicable, el limite de responsabilidad del OTM será el proveniente de estas últimas normas. Es decir que este agravamiento de responsabilidad funciona como un beneficio o privilegio a las cargas.

En caso de que el daño no sea localizado, operarán los propios límites que establece el acuerdo comentado.
En lo que hace a la demora, la solución seguida resulta en consonancia con la normativa internacional en la materia, el OTM solo responde por ésta cuando el expedidor ha realizado una declaración de interés en cuanto a la fecha y plazo para la entrega, y la misma ha sido aceptada por el OTM.

La demora tiene lugar cuando la entrega no se ha producido dentro del plazo contractualmente fijado, o en ausencia de éste, cuando ha transcurrido el lapso en que razonablemente un OTM diligente debería haber producido la entrega, tomando en consideración las circunstancias particulares del caso. Se advierte entonces que ante la falta de plazo convencional, la norma implementa para la consideración de la demora un patrón de orden concreto y objetivo, en razón de que deberá estarse a la conducta que genéricamente sería esperable de quién ejerce responsablemente la actividad en cuestión.

A fin de limitar toda incertidumbre vinculada a la consideración final del destino de la carga, se fija un plazo máximo de noventa (90) días corridos contados a partir de la fecha de entrega contractualmente fijada, o a falta de ésta, de la expiración del plazo en que razonablemente debió entregarse, transcurrido el cual, salvo prueba en contrario, las mercaderías han de considerarse como perdidas.

· Régimen de Limitación de la Responsabilidad.

La normativa andina adopta para la fijación del régimen de limitación de responsabilidad del OTM idénticas soluciones a las contenidas en la Reglas UNCTAD/CCI. Así, cuando no se hubiese realizado declaración de naturaleza y valor de la carga mediante la correspondiente declaración antes de que el OTM la tome a su cargo, y la misma se hubiese insertado en el correspondiente documento, la responsabilidad de éste quedará circunscripta a un valor que no exceda los 666,67 DEG por bulto o unidad de carga, o de 2 DEG por kilogramo de peso en cargas a granel, cualquiera de ambos límites resulte el mayor. Asimismo, en caso de que el contrato no contemple el uso del modo marítimo, la responsabilidad del OTM quedará limitada a una suma que no exceda los 8,33 DEG por Kilogramo de peso de la carga.

Para el caso de demora, cuando esta sea atribuible al OTM, sus efectos quedarán limitados en cuanto a indemnización de daños, al valor del flete, conforme el contrato.

Las causales de pérdida del beneficio de la limitación de responsabilidad, siguen en forma lineal a las previstas por la Convención de Ginebra de 1980 y sus similares de las Reglas UNCTAD/CCI.

También se ha seguido la solución de las normativas indicadas en lo referente a la valuación de las mercaderías objeto de pérdida o daño, fijando que dicha operación se efectuará conforme el precio de las mismas en el lugar y al tiempo en que se efectuó la entrega, o donde ésta debió tener lugar, sobre la base de su cotización en las bolsas específicas, si ésta existiera, o en defecto de ellas, conforme su valor normal de mercado, o del de mercaderías del mismo tipo y calidad.

También el régimen de la CAN ha basado las soluciones atinentes a la responsabilidad del expedidor  sobre los mismos cánones de la Convención de Ginebra de 1980 y sus similares de las Reglas UNCTAD/CCI.

Este temperamento también se extiende a la prescripción de las acciones emergentes del contrato, ya que siguiendo la Regla 10 de la UNCTAD/CCI, se fija a tal fin el plazo de nueve (9) meses contados a partir de la entrega de la carga, o de la fecha en que la entrega tendría que haber tenido lugar, o de aquella en que definitivamente se la hubiese considerado perdida.

· Adopción por los países miembros

Ecuador ha impulsado la implementación en el derecho interno, tanto de las Resoluciones Nros. 331 y 339 de la normativa comunitaria internalizando a su propio marco normativo,  así como respecto de la Resolución Nº 425, en lo atinente al registro de operadores de transporte multimodal.

6.3. Acuerdo del Mercosur. Aplicación Paraguay 
El marco de aplicación, contenido y soluciones del Acuerdo de Transporte Multimodal del MERCOSUR, aprobado por decisión del Consejo Mercado Común Nº 15/94, no varía sustancialmente de otras normativas en la materia, ya que puede expresarse que, a raíz del crecimiento  de las operaciones intermodales, su recepción jurídica ha ido adquiriendo un carácter global.

El Acuerdo MERCOSUR recepta una definición del transporte multimodal de mercancías que sigue la adoptada por la convención de transporte multimodal de la ONU de 1980. En efecto, a la acción efectiva del porte de mercancías por dos modos diferentes de transporte, por lo menos, ha anexado toda la gama de servicios que se vinculan directamente con la actividad transportadora. De tal manera, dentro de la significación del multimodalismo, quedan comprendidos la recolección, unitarización o desunitarización de carga por destino, almacenaje, manipulación y entrega al destinatario, más cualquier otro servicio contratado entre el origen y el destino del transporte, incluidos los de consolidación y desconsolidación de las cargas

Respecto a la instrumentación del contrato de transporte multimodal, se establece la diferencia entre el consenso mediante el cual se concerta dicho servicio, y el documento que hace a la prueba de su celebración, a la vez que acredita el principio de ejecución de la prestación consensuada. En éste último caso, ingresamos en el terreno del denominado “Documento o Conocimiento de Transporte Multimodal”.

El Acuerdo circunscribe a las personas jurídicas la posibilidad de actuar como operador multimodal, no modificando la caracterización de este sujeto, por lo que, como es regla universal,  éste asume la responsabilidad por el cumplimiento del contrato, absorbiendo todos los efectos que genera la prestación, incluidos los que provienen del accionar de los portadores que efectivamente ejecutan el transporte o parte de él, y el de aquellas personas que se encuentran a cargo de la unitarización de cargas, consolidación o desconsolidación de mercaderías y demás actividades accesorias a la operación multimodal.

· Ámbito de Aplicación.

Las cuestiones conectadas con la aplicación espacial del acuerdo, tendrán su solución siguiendo el criterio dual establecido por la Convención de Ginebra de 1980.

Será de aplicación la norma en cuestión a aquellos contratos en los cuales el operador multimodal tome a su cargo las mercaderías en territorio de un Estado del MERCOSUR, o cuando el lugar fijado contractualmente y hecho relevante a través del conocimiento de transporte multimodal para la entrega de las mercaderías, esté situado también en un país miembro. 

Obviamente también será de aplicación esta normativa, en el caso de que el origen y destino se encuentren en dos países del MERCOSUR.

Cabe destacar que el acuerdo es de carácter internacional, por lo que obviamente no alcanza a las operaciones internas.

· Documento o Conocimiento de Transporte Multimodal

Tal como es de práctica y ya fuera expuesto, el operador de transporte multimodal deberá emitir un documento o conocimiento que acredite no sólo la celebración del contrato de transporte multimodal, sino que también pruebe que el expedidor o dador de las cargas ha hecho entrega de ellas, quedando su custodia a cargo del operador.

El acuerdo analizado prevé que para regir sobre las operaciones de transporte vinculadas, el conocimiento deberá hacer expresa mención de que se emite bajo la vigencia de la citada norma.

En efecto, el Artículo 4 expone que: “Las disposiciones.....serán aplicables siempre que existiere en el Documento o Conocimiento de Transporte Multimodal expresa mención al mismo, indicándose específicamente “Acuerdo de Transporte Multimodal Internacional - MERCOSUR”.

De este modo, dándose cumplimiento al requisito apuntado, las previsiones de la norma prevalecerán sobre toda cláusula adicional del contrato que las contraríe. Como única excepción a lo comentado, se destacan aquellas cláusulas que se pacten para ampliar la responsabilidad del operador multimodal.

Asimismo, conforme lo ha fijado la Convención de la ONU, el cargador conserva la libertad de contratar la operación de transporte bajo las condiciones y efectos atribuidos por el régimen  multimodal, o hacerlo en forma de servicios segmentados o sucesivos, opción ésta última que hace inaplicable el régimen que analizamos.

En su Artículo 25, el Acuerdo  requiere que el operador de transporte multimodal se inscriba en el registro respectivo que deberá llevar el organismo nacional de transporte de cada uno de los países. Sin tal inscripción, el operador no podrá invocar a su favor el Acuerdo MERCOSUR, ni ser alcanzado por los  beneficios de limitación de responsabilidad y presunciones establecidas en su defensa.

El Artículo 8 del Acuerdo prevé las distintas formas de emisión del documento o conocimiento de transporte multimodal. Dicha clasificación está vinculada a la “ley de circulación del instrumento”, es decir, bajo que recaudos podrá ser negociado y transmitido a otra persona del beneficiario inicial o consignatario. Así pueden establecerse determinarse los siguientes casos:

· Documento emitido en forma negociable al portador. En éste caso las mercaderías serán entregadas a quién presente uno de los originales del documento.

· Documento emitido en forma negociable a la orden. La entrega se efectúa válidamente a la persona que presenta uno de los originales del instrumento debidamente endosado.


















· Documento negociable nominativo. Se cumplimenta eficazmente la entrega de la carga a aquél que comprueba que su identidad coincide con el nombre previsto y presenta uno de los originales del documento. Si éste fuese endosado a la orden o en blanco, deberá seguirse el procedimiento de los documentos emitidos a la orden.

· Documento emitido en forma no negociable. En éste último caso la carga debe ponerse a disposición de la persona designada expresamente en el conocimiento.

· Régimen de Reservas

Del Acuerdo se desprende como principio general relacionado con la recepción de las mercaderías por parte del operador multimodal que, salvo prueba en contrario, ellas fueron recepcionadas tal como se describen  en el documento de transporte multimodal.

En consecuencia, en el caso de que existan dudas razonables acerca de la exactitud de la descripción de las cargas que hace el expedidor o en cuanto a su acondicionamiento, el operador multimodal deberá dejar asentadas en el mismo documento de transporte sus reservas fundadas. Ahora bien, en el caso de que existan  circunstancias graves que evidencien  el incumplimiento de aquellos requisitos que se vinculan con exigencias legales, el operador multimodal debería rehusar hacerse cargo de las mercancías, ya que la formulación de “reservas” se vincula a la preconstitución de una prueba mediante la declaración de que las marcas, números, cantidades, pesos y otras circunstancias que manifiesta el expedidor respecto a la  condición de la carga, no parecen ser exactas, previniéndose el transportista de que al entregar la mercadería al consignatario, éste le reclame algo que por cantidad, calidad o estado no es aquello que el cargador le ha entregado.

· Responsabilidad del Operador de Transporte Multimodal.
El tratamiento de la responsabilidad del operador multimodal plasmada en el  Acuerdo no ha variado  respecto de las soluciones que en general se establecen para el tema las normativas en la materia.

Los efectos del transporte tienen lugar dentro del término comprendido entre el momento en que recibe las mercancías bajo su custodia hasta la entrega de ellas al destinatario.

La responsabilidad del operador multimodal se extiende no sólo a las acciones u omisiones de sus empleados o agentes, sino también, por el principio de concentración de efectos, a las de aquéllos que de cualquier manera hayan sido contratados para posibilitar el cumplimiento del contrato, sean éstos últimos los porteadores efectivos o prestadores de servicios complementarios o accesorios al transporte propiamente dicho.

Temáticamente la responsabilidad del operador incluye las pérdidas y daños de las mercaderías y los perjuicios vinculados a los atrasos en la entrega.

El régimen presume la culpa del operador por las pérdidas y daños que se verifiquen en las cargas. Por ello, además de las causales de exoneración de responsabilidad, que en forma taxativa detalla el Artículo 10, conforme es solución de los sistemas de atribución objetiva de culpa, la norma fija principios de limitación de los montos destinados a las indemnizaciones a su cargo.

Por otra parte, el operador queda exento de responsabilidad si éste prueba que la pérdida, el daño o el retraso han tenido lugar debido al acaecimiento de uno o varios de los siguientes hechos:

· Hecho imputable al expedidor o consignatario de la carga.







· Vicio propio u oculto de las mercaderías.












· Fuerza mayor o caso fortuito debidamente comprobado.










· Huelgas, motines o lock- outs.














· Dificultades impeditivas del transporte y otros actos ajenos al operador multimodal que imposibiliten el cumplimiento del contrato.

El operador multimodal debe ser siempre ajeno a los hechos recién expuestos, y asimismo, debe arbitrar los medios necesarios  para evitar que la actividad propia o de sus dependientes, directos o indirectos, agraven las pérdidas, daños o averías.

La normativa considera atraso en la entrega al hecho de que las cargas no sean puestas a disposición del consignatario o destinatario en la fecha o dentro del plazo que fuera expresamente acordado al concertar el contrato de transporte. En el caso de no haberse estipulado, la entrega debe producirse dentro del término que razonablemente y conforme las circunstancias del caso, pueda ser exigido al operador.

Sin perjuicio de ello, si la entrega no se hubiera completado dentro de los noventa días corridos desde la fecha en que debió cumplimentarse, el consignatario podrá considerar a las mercaderías como perdidas.

Esta solución, adoptada por la Convención de Ginebra de 1980, también es la que impera en las leyes nacionales de Argentina y Brasil.
· Limitación de Responsabilidad.
Se ha dispuesto que en el supuesto de pérdida o daño de las cargas, el monto de las indemnizaciones a cargo del operador de transporte no podrá superar  el que corresponda al valor de aquéllas, en el lugar y tiempo de la entrega al consignatario o en el determinado en el contrato a tal efecto.

En caso de que en el documento de transporte multimodal no existan constancias de la naturaleza y valor de las cargas proveniente de la declaración del cargador, la responsabilidad del operador multimodal quedará limitada al valor que cada uno de los países establece en la declaración que ha formulado al concluir el acuerdo.

En efecto, el Anexo 1 del Acuerdo MERCOSUR contiene los límites de responsabilidad que cada uno de los países miembro ha declarado de aplicación en sus respectivas jurisdicciones.

Brasil, Paraguay y Uruguay han continuado el seguimiento de las pautas oportunamente consagradas por las reglas de la UNCTAD y la CCI, es decir que el límite se determina en 666,67 Derechos Especiales de Giro por volumen o unidad de carga, o por 2,00 Derechos Especiales por kilo de peso bruto de las mercaderías perdidas o damnificadas si este valor fuera superior.

La Ley de transporte multimodal de la República Federativa del Brasil, Ley Nº 9611 del 19 de febrero de 1988, ha establecido idéntico límite de responsabilidad para el caso de que no se pueda determinar el tramo efectivo donde se produjo el daño, avería o pérdida, o cuando dichos eventos hubiesen acaecido en el modo terrestre.

La República Argentina ha adoptado otro criterio para la adopción del límite de responsabilidad del operador multimodal. Ha considerado que la evaluación internacional es exigua, prefiriendo referenciar la cuantía de indemnización máxima a una pauta interna, la moneda “peso argentino oro” cuya cotización establece el Banco Central de esa nación. Consecuentemente, en caso de falta de declaración de valor por el expedidor, el límite de las indemnizaciones se ubica en una suma que no podrá exceder de 400 pesos argentinos oro por unidad de volumen o pieza afectada o de 10 pesos argentinos oro por kilo de peso bruto de aquellas, si este valor fuera superior.

El tratamiento expuesto es congruente con idéntica solución adoptada, con posterioridad a la conclusión del Acuerdo MERCOSUR, por la Ley Nº 24921 del 9 de diciembre de 1997, que regula el transporte multimodal de la República Argentina.

Vinculado con la forma de computar los límites indemnizatorios aludidos por el Anexo 1 del Acuerdo, el Artículo 14 soluciona la consideración de los bultos o unidades de carga.

De allí se desprende que cuando un contenedor, paleta o elemento de transporte análogo, se encuentre cargado con más de un bulto o unidad, éstos serán considerados independientemente del elemento de transporte siempre y cuando se haya hecho constar su cantidad y característica en el documento de transporte multimodal. Cuando tal especificación no se haya efectuado, todas las mercaderías contenidas en el contenedor, paleta o análogo, serán tenidas como una sola unidad de carga.

Las indemnizaciones resultantes de la responsabilidad del operador multimodal en lo referente al atraso o pérdidas o daños indirectos distintos de la pérdida o daño de las mercancías, no pueden exceder de un valor equivalente al del flete que deba abonarse conforme el contrato de transporte multimodal en cuyo marco se produjo el evento indemnizable.

Cuando las circunstancias que generan la obligación de indemnizar por parte del operador multimodal hayan ocurrido en un tramo del transporte cuya identificación sea indubitada, el porteador efectivo de dicho modo será solidariamente responsable con el principal por las resultas de los eventos dañosos. Se mantiene el derecho del operador de transporte multimodal de repetir del transportista efectivo el importe abonado en razón de la responsabilidad solidaria comentada.

Sin embargo, conforme la regla clásica del Artículo 18, el límite de responsabilidad no alcanza al operador de transporte multimodal  si se comprueba que el evento que origina la obligación proviene de una acción u omisión a él atribuible, por su dolo o culpa grave, equiparándose ésta última al primero.

· Responsabilidad del Expedidor 

Esencialmente, la responsabilidad del cargador se relaciona a la veracidad de la declaración a su cargo al poner las mercaderías bajo custodia del operador multimodal. 

Consecuentemente, las falsedades  atribuibles al expedidor sobre los datos que hacen a la naturaleza, rotulado, número, peso, volumen, cantidad, o en su caso, peligrosidad de las mercaderías, generan la obligación de reparar aquellos perjuicios que se deriven de su inexactitud o reticencia.

· Del carácter de operador de transporte multimodal del MERCOSUR

La normativa aplicable a los países del Mercado Común del Sur ha previsto, como ya se expresara precedentemente, que la inscripción en el registro respectivo a cargo del organismo nacional competente, será requisito para ser considerado operador multimodal.

Inscripto en el país de origen, el operador se encontrará habilitado para efectuar operaciones multimodales en los demás Estados parte.

Se ha previsto un amplio intercambio informativo para que todas las autoridades competentes cuenten con un acabado conocimiento acerca de las empresas habilitadas.

La inscripción tendrá una vigencia de diez años, pudiendo prorrogarse indefinidamente por iguales períodos.

Son requisitos para lograr la inscripción en el registro de operadores:

· Adecuarse legalmente a las capacidades requeridas por cada Estado al que se solicita la inscripción.












· Acreditar representación legal suficiente y constituir domicilio en el estado ante el cual se solicita la inscripción, y en los demás en los cuales se pretenda operar.














· Contar con un patrimonio mínimo equivalente a 80.000 DEG.

También se ha establecido como requisito para operar contratación de un seguro de responsabilidad civil que cubra las contingencias de las mercaderías bajo custodia del operador multimodal, así como el resto de los seguros que se establezcan como obligatorios en cada uno de los Estados parte.

III. TRANSPORTE FERROVIARIO

1. LOS MARCOS DE REGULACIÓN DEL MODO FERROVIARIO.

Como ha sido puesto de relieve al comentar los regímenes normativos del transporte internacional de cada una de las dos subregiones en las que se insertan los países objeto del presente trabajo, conviene reiterar la pertenencia de la República del Paraguay a la normativa del Acuerdo de Transporte Internacional Terrestre del Cono Sur de América (ATIT)
 referente a la regulación del transporte terrestre, la participación dual de la República de Bolivia en dicho esquema y en el de la CAN, según a qué vinculación geográfica - operativa nos refiramos, y la exclusiva aplicación de éste último régimen en el caso de la República del Ecuador.

También ha quedado expuesto que la Comunidad Andina carece de un régimen específico aplicable al transporte ferroviario intracomunitario. Esta circunstancia se ve superada en el caso de Bolivia en razón de su carácter de suscriptor del ATIT, al igual que Perú, lo que lleva a determinar que las relaciones regulatorias generadas por el tráfico ferroviario entre sí, y de ambos con Chile, se ordenen sobre las pautas del indicado acuerdo. Lo mismo ocurre en las vinculaciones férreas entre Bolivia y Brasil.

En el caso de Ecuador, tampoco puede desconocerse que su red ferroviaria es de carácter interno, careciendo de puntos que la entronquen con los tendidos de los  países limítrofes, por lo cual, la inexistencia en la CAN de un régimen general propio, o incluso la aplicación de las normas comunitarias que marginalmente regulan la operación internacional ferroviaria en ese ámbito subregional, no le generan efectos de ninguna especie.

El panorama expuesto lleva a poner otra vez en resalto el papel articulador que ostenta el ATIT en las operaciones de transporte terrestre -específicamente ahora el ferroviario- entre países pertenecientes a la instancia MERCOSUR como Paraguay, y a los agrupados en la CAN –caso Bolivia-. Mediante la aplicación de sus soluciones se genera un haz que propaga el mismo régimen regulatorio a la operación férrea internacional.

En efecto, en el caso de Bolivia el ATIT resulta ser el paradigma de participación normativa en diversos planos subregionales.

Su red ferroviaria andina
 se encuentra materialmente vinculada a los tendidos de Chile, que si bien no integra la CAN ni forma parte en forma plena del MERCOSUR, es suscriptora del ATIT, por lo que la operación ferroviaria internacional generada en este caso se  rige por la soluciones de su Capítulo III.

La misma red oriental se encuentra conectada con la Argentina, nación suscriptora del ATIT, aplicándose también las soluciones de dicho acuerdo.

Por otra parte, la potencial generación de tráfico con Perú, sea a través de servicios combinados ferro lacustres  entre Guaqui y Puno, o mediante la realización de las inversiones que permitan la conexión directa de ambas redes nacionales, también encontraría un marco de funcionamiento sobre las pautas del ATIT del que tanto Bolivia como Perú son integrantes.

En el caso de la red ferroviaria oriental
, la situación de aplicación del ATIT en sus conexiones internaciones con Argentina y Brasil
, ambos integrantes del MERCOSUR, resulta de igual vigencia.

Finalmente, sin perjuicio de la importancia que revisten los proyectos para vincular la red andina con la oriental, la coincidencia de trochas de ambas con el ferrocarril argentino
, permiten, mediante el tránsito internacional, realizar operaciones entre las dos redes nacionales de Bolivia, tránsito que también se ajustaría a las previsiones del ATIT.

Respecto de Paraguay, las operaciones realizadas a través del modo en su única conexión ferroviaria internacional, Encarnación – Posadas
, se desarrollan con aplicación de las pautas informadas por el ATIT.

2. LA APLICACIÓN DEL CAPÍTULO FERROVIARIO DEL ATIT
Al tratar los marcos de regulación modal se expuso que los criterios de facilitación que emergen del ATIT se asientan en el principio de reciprocidad, a través del cual cada país signatario asegura a los operadores autorizados por el resto de los miembros un tratamiento equivalente al de sus propias empresas.

Las soluciones de orden documental, aduanero, laboral y migratorio que se determinan en el propio Acuerdo, son arquetipos de la naturaleza facilitadora que tratamos. Sin perjuicio de ello, no podemos obviar que la actualidad del transporte ferroviario en el Cono Sur de América, ha variado elocuentemente desde el tiempo en que el ATIT fuera consagrado como norma rectora de transporte terrestre subregional.

De una realidad marcada por la omnipresencia de empresas ferroviarias estatales centralizadas relacionadas entre sí a través de convenios binacionales cuyas prescripciones tienen aún, dada la inalterabilidad del artículo 57 del ATIT, supremacía sobre el propio acuerdo, se ha pasado a una multiplicidad de operadores de carácter privado, o de carácter público que deben interactuar comercialmente con los primeros,  ello en razón de los distintos procesos de reestructuración y concesionamiento llevados adelante durante la última década del siglo pasado.

Estas circunstancias han llevado a considerar como necesaria la revisión del Capítulo Ferroviario del ATIT en pos de su actualización sin alterar la naturaleza que éste ostenta. La pretensión de incorporar a su texto aspectos que exceden la noción de facilitación operativa pueden paralizar este tipo de iniciativas, ya que dicho temperamento significaría la puesta en marcha de complejos mecanismos del derecho internacional público y la pérdida de la posibilidad de seguir las ventajas que aporta a tales efectos el Tratado de Montevideo de 1980 (ALADI)
.

3. ENUNCIACIÓN DE LAS PRINCIPALES CUESTIONES A ABORDAR.
Las temáticas que aparecen actualmente como desvinculadas de la realidad operativa vigente, fueron inicialmente descriptas en oportunidad del Seminario “El Rol del Ferrocarril en los Mercados Integrados” organizado por la ALADI
.

La realidad ferroviaria, requiere como primer punto determinar si los acuerdos alcanzados en forma binacional se encuentran vigentes para los operadores privados de los servicios ferroviarios internacionales. A tal efecto, en el marco de la Comisión del artículo 16 del Acuerdo
, debería dilucidar esta situación.

Por otra parte, y más allá de la cuestión formal recién introducida, debería pautarse el, o los, mecanismos a seguir para la conformación de nuevos acuerdos por parte de los operadores actuales y la participación que en dicho caso deberían tener las autoridades nacionales competentes, así como el sentido del mantenimiento de la prescripción del  artículo 57 que brinda supremacía a los acuerdos binacionales, ya existiendo en las disposiciones generales (Capítulo I) el principio de mayores facilidades otorgadas en forma bilateral (art. 15).

El ATIT, en razón de que a su puesta en vigencia regía exclusivamente sobre empresas estatales ferroviarias, no previó la forma, carácter  y alcance del otorgamiento del permiso o habilitación de empresas ferroviarias de carácter internacional, situación sí regulada por el Capítulo II para el transporte carretero. Esta temática, como la del registro de esos operadores debe ser necesariamente analizada.

Hallándose la mayoría de las redes regionales privatizadas bajo distintos regímenes jurídicos, los aspectos de acceso a las mismas, como la de la tarificación para su uso, con criterios de facilitación y garantía recíproca de los operadores, no deberían ser soslayados del análisis temático. Vinculado estrechamente a esto, las previsiones generales sobre seguridad ferroviaria y observancia de las normas técnicas deberían también estar presentes.
4. PUNTUALIZACIÓN DE LOS TÓPICOS CUYA REVISIÓN JUSTIFICA SER ANALIZADA.
a. Producir las adaptaciones que centren la temática ferroviaria que aborda en aquellos aspectos que sean esencialmente vinculados a la facilitación del trasporte, evitando introducirse en aquellos aspectos del contrato de transporte que puedan ser privativos de las relaciones comerciales entre las empresas operadoras.

b. Eliminar el tratamiento de soluciones jurídicas de fondo con respecto al régimen de averías, plazos de entrega y de la responsabilidad emergente de la operación.













c. Incluir en el Capítulo con su aplicación al modo ferroviario, el principio de reciprocidad relativo al reconocimiento de los tratamientos normativos en el país de la bandera de la empresa operadora, específicamente respecto a los aspectos tributarios y del régimen laboral, así como en lo atinente al reconocimiento automático y recíproco que cada signatario debe hacer de las habilitaciones de los conductores de equipos de transporte, que emitan los otros, o idéntico caso para la habilitación de las unidades de transporte que se rigen por los elementos regulatorios  propios de cada país.













d. Revisar el actual tratamiento normativo del documento "Conocimiento - Carta de Porte Internacional - TIF", efectuado por los artículos 42, 43 y 44.  




e. Adaptar el documento "Conocimiento - Carta de Porte Internacional - TIF" a las operaciones de transporte bimodal con participación del transporte carretero, a fin de posibilitar documentalmente las previsiones del artículo 37º, inc. 2, in fine.

f. Establecer las pautas para la habilitación de empresas operadoras de carácter internacional, así como su registro.





Consagrar la libreta de tripulante para los conductores y operarios, como el mismo alcance que la vigente para el transporte carretero.





g. Delinear las pautas de acceso a las redes vinculadas.





h. Prever el tratamiento en caso de tránsito por un tercer país, como en el caso del transporte carretero.










i. Establecer en forma expresa el tratamiento de admisión temporaria para el material ferroviario utilizado en la operación internacional.




 

j. Fijar las normas técnicas de intercambio que garanticen la interoperabilidad.












k. Establecer los criterios técnicos de seguridad aplicables al material rodante.













l. Declarar el alcance de los acuerdo binacionales que se concluyan al amparo del ATITI, a fin de eliminar su absoluta prevalencia sobre el marco internacional como actualmente lo fija el artículo 57.







m. Eliminar la Cámara de Compensación de Fletes.




5. EL MODO FERROVIARIO EN LA REPÚBLICA DE BOLIVIA. SU               CONFORMACIÓN Y PRINCIPALES PROBLEMAS OPERATIVOS.

El sistema ferroviario de Bolivia se encuentra desarrollado en dos cuencas bien diferenciadas que carecen de vinculación dentro del territorio del país, la red andina, vertebrada preponderantemente en sentido norte – sur, y la red oriental con direccionamiento este – oste y su ramal sur hacia la frontera argentina.

En ambas redes la trocha es métrica y se encuentra compuesta por 2.275 Km. de tendido en el área andina y 1.380 Km. de desarrollo en el sector del oriente del país.

En la década de 1990, las operaciones ferroviarias sobre ambas redes se encontraban a cargo de la Empresa Nacional de Ferrocarriles de Bolivia, ENFE, cuando el gobierno encaró la privatización del sistema mediante el denominado régimen de capitalización, que consistía en la determinaciones del valor actualizado del patrimonio imprescindible para la explotación del ferrocarril, otorgando en concesión una participación del 49% de ese capital y la operación integral a cargo de quienes resultarán adjudicatarios del proceso, por un plazo de cuarenta años.

El esquema de privatización previó la conformación de dos unidades económicas separadas, coincidentes con la red andina y la red oriental, sobre las cuales, cada concesionario tiene una explotación exclusiva que incluye a su cargo el mantenimiento de la infraestructura y el material tractivo y arrastrado.

Los concesionarios se encuentran obligados al pago de canon, cuyo destino es el mejoramiento de la explotación, así como a afrontar el arriendo del material tractivo y vagones inicialmente aportado por ENFE.

No existen subsidios o desgravaciones impositivas a favor de los concesionarios.

El control y fiscalización del cumplimiento de las obligaciones contractuales a cargo de los concesionarios se realiza a la Superintendencia de Transportes ente integrante del Sistema de Regulación Sectorial (SIRESE).

Como consecuencia del resultado del proceso licitatorio, el 15 de marzo de 1996, tomaron posesión de ambas redes los adjudicatarios, Empresa Ferrocarril Andino S.A. y Ferroviaria Oriental S.A.

A más de una década de operación concesionada, los resultados muestran un avance según opinión de las propias empresas concesionarias como por los dadores de cargas.

En el caso del operador de la red andina, en la actualidad mantiene activos 2.009 km. de la extensión inicialmente concesionada
.

El total de volumen de carga operado por la Empresa Ferrocarril Andino S.A. durante el año 2005 fue de alrededor de 520.000 Ton., ostentando la mayor participación por rubros los minerales, especialmente zinc, plomo y plata.

La incidencia ya preponderante del transporte de minerales tiende a incrementarse fuertemente al haber concluido un contrato de transporte por diecisiete años de plazo con la empresa Minera San Cristóbal respecto de concentrados de zinc y plomo que producirá esta última, para su exportación por el puerto chileno de Mejillones. En virtud de dicho acuerdo, el volumen total de mercancías transportadas se estima que llegará hasta el millón doscientas mil toneladas.    

El transporte de productos agrícolas, tanto de importación como de exportación, y su traslado interno alcanzó en el año 2005, al 37% de los movimientos del indicado año, con especial preponderancia de la soja y el trigo
.

A los fines de captar volúmenes de productos agrícolas de exportación provenientes del oriente boliviano, el operador ha implementado el sistema de transferencia desde el modo carretero a través de sus instalaciones en la ciudad de Oruro, incluyendo el almacenamiento de soja y granos.

En lo referente a las principales necesidades actuales de la red andina respecto de la operación internacional, se detectaron primordialmente requerimientos vinculados a su infraestructura, al funcionamiento de los controles fronterizos, y a aspectos fiscales e impositivos.

1. La vinculación ferroviaria hacia el puerto chileno de Arica se encuentra interrumpida. Esta crítica limitante para el comercio exterior boliviano es producto de la declaración de quiebra en noviembre de 2005 de la empresa concesionaria del Ferrocarril Arica La Paz (FCALP) en el sector chileno. El gobierno de Chile ha entregado en custodia el tramo del ferrocarril en territorio chileno a la empresa portuaria de Arica (EPA), a la espera de las licitaciones necesarias para su rehabilitación y determinación posterior de quien estará a cargo de la operación. La situación sucintamente expuesta hace que en la actualidad el modo carretero, a través de los 500 km. de la ruta entre la capital boliviana y el puerto de Arica, sea el único modo de transporte hacia el principal puerto marítimo de importación y exportación utilizado por Bolivia
.

2. Desafectación de la vinculación regular del sistema ferro lacustre Guaqui – Puno (Perú), motivada en el carácter antieconómico de su operación, por la falta de una interfase eficiente de ambos modos y  la necesidad de retrochaje, han paralizado su aprovechamiento comercial.




 

3. Dificultades de coordinación operativa e institucional en el control fronterizo Abaroa – Ollague (Chile),  que perjudican la programación horaria de convoyes, así como la reasignación del material rodante.









4. Dificultades del mismo carácter en la operación del área fronteriza Villazón – La Quiaca (Argentina).









 
5. Aplicación del Impuesto al Valor Agregado (IVA.) a los fletes de carácter internacional
.

Como fuera expuesto, la red oriental fue concesionada en la misma oportunidad que la andina y bajo idénticos parámetros técnicos jurídicos y económicos.

La empresa concesionaria opera actualmente 1.244 Km. de vía de trocha métrica, de los cuales 643 corresponden al sector Este
, 539 al sector Sur
 y 62 al ramal norte del Departamento
.

Las ramalizaciones de la red permiten el acceso a los puertos del Atlántico a través de las vías de Ferrovía Novoeste (Brasil) y a Buenos Aires, Rosario y Santa Fé (argentina) mediante su vinculación directa con el Ferrocarril Belgrano Cargas (arg). Asimismo, mediante la transferencia de las cargas opera sobre la Hidrovía Paraguay  Paraná, permitiendo acceder a los puertos fluviales de Brasil, Paraguay, Argentina y Uruguay.

Finalmente, la red oriental tiene la potencialidad de permitir, mediante la utilización de su ramal sur y tránsito por la red métrica del norte argentino, alcanzar el puerto de Antofagasta en Chile mediante el paso de Socompa.

Como en el caso de la red andina, el operador de la red oriental desarrolla transporte bimodal a través de la combinación con el modo carretero, fundamentalmente hacia el sector este del país.  

Durante el año 2006 la red oriental transportó 1.385.260 TM de carga, preponderantemente en el corredor este. La carga de exportación representó del total antes consignado un 60,70%, compuesta por: 1.- Soja y sus derivados = 93,1 %; 2.-  Combustibles = 4,0 %; 3.- Minerales = 1,5 %; 4.- Condensados = 0,8% y 5.- Fríjol y Frutas Frescas = 0,6 %.

La carga de importación fue de 346.527 TN (25 % del total transportado), la partición de los principales productos en dicho volumen se comportó de la siguiente forma: 1.- Siderúrgicos = 35,1 %; 2.- Diesel oil = 21, 2 %; 3.- Trigo en grano = 9,8%; 4.- Papel = 7,1 %; 5.- Polietileno = 4,8 %. y 6.- Abonos = 2,6 %.

Si bien los volúmenes transportados durante el año 2006 se incrementaron un 5% comparado con el año 2005, resulta sumamente demostrativo del crecimiento de la utilización del modo ferroviario en transacciones internacionales. Del cotejo de estas cifras con las que se verificaban hace diez años, resulta un  aumento de los volúmenes de carga transportada de alrededor del 40 %, participando preponderantemente el sector sojero, siderúrgico y los hidrocarburos.

En lo referente a las principales limitantes que se detectan en la faz operacional, se evidencian las siguientes:

i. Respecto de las operaciones internacionales ferroviarias al amparo del ATIT, producir una necesaria adecuación de sus regulaciones a fin de compatibilizarlas a la actual dinámica del comercio internacional de bienes, y a la conformación de las empresas ferroviarias que hoy operan el modo, fundamentalmente en los aspectos documentales.









ii. En la faz de los controles de frontera, permitir una coordinación adecuada en los centros de aduana, haciendo hincapié en la formación de los agentes de control.














iii. Remover la disimilitud de los horarios de funcionamiento de las actividades en frontera, fundamentalmente en la vinculación con Argentina.






iv. Reactivar el tratamiento y definición de la interconexión de la red andina con la oriental.












v. Rehabilitar la vía férrea entre la ciudad de Montero y Yapacani (150 Km), en el sector Norte, con lo cual la participación en las exportaciones se incrementaría un 10 %, principalmente de productos ligados al complejo agroindustrial de las oleaginosas.












vi. Prever en el Proyecto Puerto Busch
 la conexión ferroviaria mediante la construcción del tendido de vinculación con el sector Este de la red.

6.  CONCLUSIONES ACERCA DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS OPERATIVOS EN BOLIVIA
De los países analizados en el presente trabajo, Bolivia es el que cuenta con la red ferroviaria en funcionamiento de mayor magnitud y complejidad. Su trascendencia actual y potencialidad en el transporte internacional se refleja en sus múltiples puntos de conexión con los países limítrofes, así como en la equivalencia de su trocha con la de los ferrocarriles con que se conecta.

A pesar de estas ventajas y sin perjuicio de la remarcable recuperación de cargas que ha experimentado en la última década, el transporte ferroviario en Bolivia presenta una serie de restricciones, que han impedido incrementar su papel de apoyo para la superación de los efectos que la posición mediterránea del país genera en el costo de transporte de sus exportaciones e importaciones.

Circunscripto al objeto del presente trabajo, el primer elemento a destacar es la necesaria adecuación que debe encararse respecto del marco regulatorio vigente para las operaciones internacionales ferroviarias.

Como fuera indicado en el literal 2 del presente capítulo, y puntualizado en el 3, las variaciones que ha experimentado el transporte ferroviario en la última década justifican el examen de su normativa regulatoria.

La actualización de los documentos de transporte previstos en el ATIT para el transporte ferroviaria, deben también prever la facilitación de las operaciones de carácter ferro carretero, que en las actuales condiciones de la red de Bolivia necesitan un respaldo instrumental que concentre ambos modos. 

En lo referente a la infraestructura, el sistema ferroviario boliviano padece la falta de interconexión de sus dos redes. En sentido estricto, el tendido no puede conceptualizarse como un sistema, sino como dos sistemas aislados
. Este aislamiento, más allá de las operaciones bimodales que se ejecutan, importa una seria dificultad en su papel de articulador de los movimientos de cargas de exportación e importación.

Las iniciativas dirigidas a concretar la conexión del ferrocarril en Bolivia han sido múltiples y diversas.

En 1977, un estudio realizado con financiamiento del Gobierno de Brasil
 aconsejó que la vinculación se llevará a cabo entre Santa Cruz y Aiquile por Mataral.

En 1981, el Estudio Integral de Transporte en Bolivia, identificó cuatro posibles trazas, eligiendo finalmente la que coincidía más ajustadamente con el eje La Paz – Cochabamba – Santa Cruz, sugiriendo también la vinculación de ambas redes en Aiquile por Mataral.

En 1983, el estudio de FONPLATA aconsejó el entronque por Sucre, vinculando Tarabuco – Cuevo.

En 1990, la Empresa Brasileña de Planeamiento de Transportes –GEIPOT- proyectó la traza de vinculación por Aiquile.

En 1994, Canac International Inc., propuso una nueva traza que partiendo del sector  Sur de la red oriental uniera Abapó con Mizque, entroncando allí con la red andina.

Actualmente, en el marco de los proyectos identificados por la Iniciativa para la Integración de la Infraestructura Regional Suramericana –IIRSA-, formando parte del Eje Interoceánico Central, se propicia la conexión por Aiquile mediante la ejecución de la ferrovía en una proyección de 288 km. Se han culminado los estudios de prefactibilidad  y de ingeniería de detalle
.

La ejecución de la interconexión ferroviaria boliviana, repercutirá beneficiosamente en dinamizar el papel del modo y potenciará la utilización de las vinculaciones internacionales con las empresas ferroviarias de los países limítrofes.

7. EL TRANSPORTE FERROVIARIO EN LA REPÚBLICA DEL PARAGUAY
La red ferroviaria del Paraguay tiene un tendido de aproximadamente 440 Km
. En forma troncal el sistema vincula la capital, Asunción, con Encarnación, en dirección norte sur, con una ramalización entre San Salvador y Abaí.

De la mencionada red sólo se encuentran operativos 36 Km., siendo la única actividad vinculada al transporte de cargas la desarrollada en proximidades de  Encarnación, relativa a la vinculación con el ferrocarril argentino, al que se entronca a través del Puente Internacional San Ignacio de Loyola / Posadas (Arg).

Entre los factores preponderantes de la paralización de los servicios se encuentra el anegamiento de parte de la traza, fundamentalmente entre Gral. Artigas y Encarnación, como consecuencia de la construcción de la represa hidroeléctrica de Yacyretá sobre el Río Paraná. 

Las operaciones actualmente se limitan a la transferencia de productos agrícolas, fundamentalmente soja para el acceso de los convoyes del ferrocarril argentino
 con principal destino al puerto de Río Grande en Brasil vía Paso de los Libres – Uruguayana.

Durante el año 2006, con las restricciones apuntadas, la conexión ferroviaria Encarnación despachó 118.634 TN de soja y 19.200 TN de maíz
, volúmenes que podrían haberse hasta triplicado en caso de contar con material rodante disponible a esos efectos
.

Hallándose circunscripto el transporte internacional ferroviario a la operación recién comentada, no se han advertido mayores dificultades en los aspectos referentes al transcurso fronterizo entre Paraguay y Argentina.
8. PROYECTOS PARA LA REHABILITACIÓN DEL FERROCARRIL
Oportunamente, mediante la asistencia de RENFE y ALAF, se realizaron estudios destinados a determinar las mejores opciones para encausar inversiones que permitieran una explotación ferroviaria económicamente rentable.

En dicho contexto se concluyó como necesaria la rehabilitación del tendido en su trazado original, dando especial relevancia al ramal entre San Salvador y Abaí, que conecta el tendido troncal con los márgenes de una basta zona de producción cerealera que se extiende hasta el área de Ciudad del Este. Las proyecciones que se efectuaron en ese estudio indicaban que en esa rehabilitación, con la inclusión de operaciones de carácter intermodal, el ferrocarril podría alcanzar volúmenes anuales cercanos al 1.700.000 TN.

Posteriormente, en el marco de la Iniciativa para la Integración de la Infraestructura Regional Suramericana –IIRSA-, dentro de las obras del denominado Eje de Capricornio, se privilegiaron una serie de obras de conexión ferroviaria que involucran la construcción de una ferrovía entre Asunción y Ciudad del Este sobre una traza de 350 km. El nuevo tendido, en el planteo comentado se conecta con Brasil a través del nuevo puente internacional, también proyectado, entre Puerto Presidente Franco – Porto Meira, asumiendo que esta obra tenga el carácter vial – ferroviario. A su vez, la iniciativa prevé, sin definición de recorrido, la conexión entre Puerto Presidente Franco y Posadas.
 
Durante el año 2006 la empresa Ferrocarriles del Paraguay S.A. encomendó a un consultor independiente
 la formulación de un nuevo planteo operativo, tanto de pasajeros como de cargas.

Respecto a de éstas últimas, se consideró en ese marco, que una ferrovía que sirviera preponderantemente a la exportación de cereales y oleaginosas, debía prever la construcción de un nuevo trazado que vincule Ciudad del Este y Encarnación.

Actualmente, los planes de rehabilitación ferroviaria se han centrado en este esquema, apoyado por las ventajas comparativas que ostenta el modo respecto del transporte de grandes volúmenes sobre distancias superiores a los 800 km., es decir las del orden que se necesita recorrer para el acceso de las exportaciones agrícolas destinadas a puertos en el litoral brasileño.

Sobre la base de los estudios realizados, la empresa Ferrocarriles del Paraguay S.A. propicia al tiempo de redacción de este informe, la construcción de una línea nueva desde Encarnación hasta Puerto Presidente Franco, pasando por María Auxiliadora. Para obtener plena potencialidad desde la óptica ferroviaria, este proyecto requiere que el Puente Internacional Puerto Presidente Franco – Porto Meira contemple su utilización por parte del ferrocarril, así como la construcción de la  ferrovía desde dicho punto hasta Cascavel (Brasil)
, a fin de ensamblar el nuevo tendido con el ferrocarril a Guarapuava, y de allí acceder al puerto de Paranagua
. Este último punto es el mayor concentrador individual de cereales y oleaginosas de exportación sobre puertos marítimos del Paraguay, en cuya zona franca sus propios productores cuentan con modernas instalaciones de acopio,  tratamiento y estiva automática
.

9. CONCLUSIONES ACERCA DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS OPERATIVOS EN PARAGUAY.
Respecto del actual desempeño del modo ferroviario en el transporte internacional de mercancías, la modalidad restringida de su operación, que como fuera expuesto se circunscribe a la transferencia de cargas al ferrocarril argentino, impide efectuar un desarrollo dirigido a detectar problemas operativos de fondo, objeto del presente trabajo.

Sin perjuicio de ello, aún en el limitado esquema de participación del ferrocarril en el manejo de cargas, el operador ha resaltado que la demanda dirigida al modo se ve insatisfecha por la falta de mayores contingentes, situación que obedece a la  planificación de tráficos de la empresa ferroviaria argentina.

En cuanto a las actividades en frontera, el operador destacó que los despachos se efectúan al amparo de la documentación prevista en el ATIT, y que el funcionamiento de la aduana integrada Encarnación – Posadas, no presenta para la circulación ferroviaria problemas relevantes.

En lo relativo a los proyectos de rehabilitación, la posición mediterránea del país, su esquema exportador en materia agrícola y las distancias terrestres de sus corredores de exportación hacia el este, con acceso a puertos del litoral brasileño, revelan al ferrocarril como modo sumamente adaptable a esas necesidades.

La concreción de la rehabilitación de las trazas preexistentes  y/o la construcción de nuevos ramales –fundamentalmente la vinculación Ciudad del Este / Encarnación-, generarían la intensificación del transporte ferroviario internacional de cargas, en un esquema de múltiples operadores correspondientes a distintas empresas de diversos países. Salvaguardándose los principios de interoperabilidad de las redes, Paraguay se constituiría no solo en cabecera de origen y destino de los tráficos generados, sino que también su tendido ferroviario podría ser utilizado para el transito entre las redes de Argentina y Brasil.

Esta última alternativa recupera también a su respecto los comentarios efectuados sobre la necesidad de analizar los contenidos que debieran asumirse para modernizar las pautas ferroviarias del ATIT.

10. EL TRANSPORTE FERROVIARIO EN LA REPÚBLICA DEL ECUADOR.
La Empresa Nacional de Ferrocarriles Ecuatorianos (ENFE), de carácter estatal, se encuentra a cargo de una red de 965 Km., con una ancho de trocha de 1.067 mm.

La mencionada red y su operación se encuentran severamente restringidas como consecuencia de la reiteración de fenómenos meteorológicos que la han impactado en función de la orografía por demás rigurosa en que la misma se implanta,  así como por diversos factores de índole económico que postergaron los procesos de modernización emprendidos en los últimos veinte años.

A fin de ceñir su tratamiento al objeto del presente estudio, preliminarmente debe remarcarse que el ferrocarril en Ecuador es un sistema totalmente interno que carece de vinculaciones con redes férreas de los países limítrofes.

Sin perjuicio de ello, y en función de dar algunos elementos que posteriormente sirvan para analizar su viabilidad en el tráfico internacional de mercancías, así como meritar las potencialidades que el modo podría desarrollar en función logística de servicios a las instalaciones portuarias del país, sistema que se encuentra en transformación
, conviene desarrollar sucintamente las iniciativas actualmente emprendidas para su rehabilitación. 

Hacia mediados del año 2005 se conformó una comisión de la Asociación de Municipalidades del Ecuador (AME) para crear una entidad destinada a diseñar el proyecto de rehabilitación del ferrocarril. Esta iniciativa se apoya jurídicamente en las leyes de descentralización sancionadas en el año 2004. El grupo se encuentra integrado por los representantes de treinta (30)  municipios y de nueve (9)  consejos provinciales. Se persigue que a través de dicho ente se otorguen las competencias ferroviarias destinadas a la ejecución de obras imprescindibles para su rehabilitación así como también las competencias en lo atinente a manejar los servicios.

En suma, se propicia mediante esta iniciativa, generar una conexión ferroviaria sustentable entre la región de la Sierra y de la Costa. La propuesta de la AME es que los municipios por donde pasa el tendido ferroviario se constituyan en promotores, tanto económicos como operativos de su rehabilitación. 

Respecto del alcance de la rehabilitación ferroviaria, se ha proyectado  restablecer el servicio  en un tramo de 967
 kilómetros comprendido en las rutas Durán-Quito, Ibarra-San Lorenzo, Sibambe-Cuenca. A tal fin, el presupuesto del 2006 ha previsto una partida por 2.900.000 de dólares bajo la administración de la Empresa Nacional de Ferrocarriles. Respecto del año 2007 se ha pautado el reemplazo de 30 mil durmientes y en la rehabilitación de 60 estaciones.

Dentro de los cometidos de la mancomunidad municipal se encuentra la de realizar, a través de un estudio específico, un relevamiento del estado de la red ferroviaria y sus activos, el que preliminarmente podría arrojar un resultado poco alentador sobre dichos aspectos. Fundamentalmente, la situación del tendido ferroviario se encuentra poco menos que destruido o inutilizable  en casi el noventa por ciento (90 %) de su extensión.
También se presentan algunas dudas acerca de las posibilidades efectivas de gestión que, en caso de acometerse un plan de rehabilitación de proporciones, tendría el marco institucional diseñado para esa iniciativa, entendiéndose que no queda claro como participará la Empresa Ferroviaria del Ecuador en esa gestión.

Recientemente, las nuevas autoridades del país han anunciado un plan destinado a la recuperación del ferrocarril, que modifica la estrategia recién comentada. Este se basa en la declaración en emergencia del sistema ferroviario, dentro de la cual se dispondrían una serie de medidas para su rehabilitación.
Para ello, desde el punto de vista de la organización institucional del sector, en el ámbito del creado Ministerio de Transportes y Obras Públicas, se ha conformado una Subsecretaría de Transporte Ferroviario, entre cuyas funciones se encuentra la coordinación con la AME de las acciones a desarrollar.  

En primer lugar se pretende la reconstrucción del tramo Durán – Huigra, así como su definitiva conexión con Quito, para luego realizar una convocatoria a fin de obtener asistencia técnica internacional destinada a pautar las acciones, necesidades y fuentes de financiamiento para toda la red.
Al respecto, conviene indicar que uno de los problemas que ha complicado en Ecuador la operación ferroviaria en materia de mercancías, es la desvinculación de su tendido con las instalaciones portuarias. Específicamente, en el caso de Guayaquil, principal centro de transferencia portuaria del país, las cargas de origen, o con destino, marítimo, deben transferirse por carretera o fluvialmente hasta el área de la estación de Durán
.

11. CONCLUSIONES SOBRE EL FERROCARRIL EN ECUADOR.
Conforme el objeto especifico en estudio, la carencia de conexiones internacionales del ferrocarril ecuatoriano impide realizar apreciaciones sobre sus necesidades operativas en este tipo de servicios.

En lo referente al estado actual y futuro de la red férrea, los programas que se diagraman a los fines de su posible recuperación no especifican el papel que se asignará al transporte de cargas y si éste tendrá viabilidad en sentido comercial debido a las características topográficas del tendido.

Por último, un análisis sobre la factibilidad técnica de impulsar inversiones que permitan sostener económicamente el transporte de mercancías por ese modo debería contemplar las ventajas que sobre el sistema de transporte generaría la vinculación ferro - portuaria hoy inexistente, sea sobre Guayaquil o los puertos de su litoral marítimo.

IV. TRANSPORTE CARRETERO
1. INTRODUCCIÓN
Analizar las principales necesidades existentes respecto del transporte internacional carretero de mercancías en los PMDER exige encuadrar la pertenencia de cada uno de los países en estudio a las normas que lo regulan emanadas de los esquemas subregionales de integración.

En el Capítulo III se expusieron las principales directivas provenientes del ATIT
 y de la Decisión 399 (CAN)
 y sus normas complementarias. Respecto de ambos regimenes se destaca que las razones que ordenaron su emisión respondieron en ambos casos a la necesidad de permitir la recepción de los operadores de otros países miembros para que ejecutaran ordenadamente y con base jurídica, itinerarios internacionales de traslado de cargas,  generando un marco de facilitación para esos servicios.

Al desarrollar el contenido de estos acuerdos se pudo apreciar que los principios rectores que siguen son de gran similitud. 

Asimismo, las temáticas de orden operativo abordan similares cuestiones en cuanto a determinar las actividades consideradas como transporte internacional por carretera, el mecanismo de acceso al carácter de transportista internacional, las pautas para el mantenimiento de ese carácter, la instrumentación de los títulos que lo validan, aspectos de actividad intergubernamental, las previsiones sobre emisión de documentos de transporte unificados, y las vinculaciones al régimen específico en materia aduanera, migratoria y de seguros.

Este paralelismo basal y temático, llevó en varias oportunidades a plantear la armonización de las normas regulatorias del transporte internacional carretero en América del Sur, tarea aún pendiente
.

La posición de los países en estudio respecto a la aplicación de los marcos jurídicos del transporte internacional es heterogénea.

Mientras que en los casos de Ecuador y Paraguay, cada uno se circunscribe a la regulación modal que proviene de su esquema de integración, en Bolivia la determinación del marco aplicable se establece en forma alternativa según sea el país con el que se plante la vinculación de los servicios de transporte.

Ecuador, miembro pleno de la Comunidad Andina, aplica las previsiones de la Decisión 399 y normas complementarias.

Paraguay, miembro pleno del MERCOSUR, al igual que el resto de los países suscriptores del Tratado de Asunción de 1990
, aplica el ATIT, y otras normas que lo integran.

Bolivia, miembro pleno de la CAN, aplica la Decisión 399 en sus relaciones con  los países andinos
 y el ATIT, del cual también es suscriptor, con Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay.

La situación apuntada conlleva la necesidad de analizar en forma previa al tratamiento específico de cada uno de los PMDER, cuales son las principales limitantes que se verifican en la aplicación general de los acuerdos de transporte carretero vigentes subregionalmente.

Este paso previo resulta indispensable ya que las carencias o dificultades que se traducen en necesidades actuales del modo analizado para los PMDER, en muchos casos son el reflejo directo de falencias estructurales o desajustes de aplicación del marco normativo.

Estas circunstancias ya han sido puestas de relieve como consecuencia de diversas iniciativas, seminarios, talleres y estudios provenientes de los propios emisores de las regulaciones internacionales de carácter subregional
.

Más allá de estos aspectos normativos, también resulta corriente que la práctica de la operación internacional de transporte se vea afectada por dificultades que deben ser atendidas a fin de obtener niveles adecuados de eficiencia para el sistema, eliminando sobrecostos que distorsionan la participación de los fletes en el comercio internacional.

En este sentido, los PMDER no son una excepción al momento de analizar estas limitantes, las que repercuten en su comercio con mayor intensidad que en el de las economías más desarrolladas.

Un sucinto catálogo de estas realidades, de ninguna manera exhaustivo, no puede omitir:  

i. Cuestiones de índole burocrática, como los reiterados cambios de funcionarios a cargo de áreas que deberían ser técnico especializadas.





ii. Falta de una formación adecuada de los agentes encargados de administrar la faz operativa gubernamental de los acuerdos.









iii. Escasa aplicación de los medios informáticos en la tramitación de las autorizaciones y permisos para obtener el carácter de operador, sea definitivo, provisorio u ocasional.










iv. Demoras injustificadas en la conclusión de éstos procedimientos.



v. Morosidad en la incorporación, jurídica o práctica, de normas acordadas bilateral o multilateralmente.

vi. Conflictos entre los regímenes legales nacionales y los acuerdos internacionales de facilitación del transporte.







vii. Interpretación deficiente de éstos últimos, mediante hermenéuticas antojadizas o de conveniencia coyuntural.









viii. Modesta aplicación de los regimenes de infracciones y sanciones por vulneración de las pautas de los acuerdos.  







ix. Inexistencia o debilidad ejecutiva de instancias institucionales intergubernamentales o comunitarias, según el caso.






x. Opacidad en el funcionamiento del mercado de servicios interno, por la extendida  oferta de transporte irregular, el que no internaliza  la totalidad de los costos a cargo de las empresas regularmente constituidas, Este fenómeno también alienta los transbordos fronterizos con sus negativas consecuencias para la operación internacional por carretera.  










xi. Falencias en los procedimientos de control y fiscalización fronteriza, por la baja coordinación y multiplicidad de autoridades destacadas a esos fines, aún en los casos en que se ha dispuesto la concentración o integración binacional de dichas instalaciones.











    

xii. Consecuentes costos adicionales por estadía o habilitación de horarios de tramitación, que repercuten en la reasignación operativa de las unidades y en el costo laboral.













xiii. Generación, en virtud de las excesivas estadías en frontera, de servicios adicionales a las unidades de transporte, a sus conductores o a la carga, mayoritariamente evitables, superfluos y causantes de nuevos extracostos.



xiv. Adopción de esquemas de ruptura de carga, transbordos y desvíos innecesarios, altamente perjudiciales para la eficiencia del transporte internacional que repercuten en el nivel de los fletes.









xv. Impacto socio cultural que las deficiencias en el transcurso fronterizo producen en las poblaciones aledañas, el que a su vez realimenta nuevas y mayores disfuncionalidades.











xvi. Inadecuada formación profesional de los agentes de las empresas transportistas, que deriva en sobretiempos, con sus costos asociados, tanto en la recepción y expedición de las mercancías como en su entrega al consignatario, como en las tareas de liberación de cargas en la frontera.






xvii. Bajos niveles de información con acceso por parte de los dadores de carga sobre los servicios disponibles.









xviii. Defectuosas, incompletas y desactualizadas estadísticas, imprescindibles para la toma de decisiones, tanto del sector público como del privado.   

Con razón se ha expuesto que si bien existen limitantes severas en las infraestructuras de transporte de los países sudamericanos, las cuestiones antes puntualizadas, y otras asimilables, resultan escollos tanto o más gravosos que aquellas
.
2. PRINCIPALES NECESIDADES VINCULADAS A LA ACTUALIZACIÓN DEL ATIT
Existe generalizada coincidencia en que debería abordarse un análisis completo sobre los aspectos de este acuerdo, fijando las cuestiones que ameritan introducirle modificaciones o ampliaciones
.

No se pone en duda que ha sido un factor esencial en el desarrollo de los servicios de transporte del Cono Sur, y que sus previsiones han permitido articular las operaciones por carretera entre países que conforman el MERCOSUR y la CAN, así como respecto de Chile. En esta funcionalidad ambivalente, ha resultado punto de conexión normativa el papel de Bolivia y Perú, en su doble carácter de miembros de la Comunidad Andina de Naciones y suscriptores del ATIT.

Sin perjuicio de ello, la preponderante participación del modo carretero en el transporte terrestre regional y la experiencia colectada en más de quince años de aplicación, permiten concluir que preservando sus principios fundamentales la normativa debe ser adaptada fundamentalmente en orden a:

· Intensificar sus planos de facilitación, sin alterar la naturaleza del Acuerdo.



· Consolidar en el texto soluciones que a su respecto se han obtenido en forma bilateral y plurilateral.












· Introducir aspectos institucionales que permitan una gestión homogénea y consistente de sus contenidos.












· Actualizar sus Anexos instrumentales y extenderlos a otros aspectos operativos.

La puntualización de temáticas concretas debería entre otros temas abarcar: 

i. Readecuar las definiciones de las modalidades operativas, dando precisión a los conceptos incluidos en el actual glosario que han generado divergencias interpretativas y desinteligencias idiomáticas, a la vez de ampliar la enumeración a otros aspectos que requieren pautas normativas para su hermenéutica.
ii. Establecer nuevos criterios, modalidades, procedimientos y tiempos de tramitación para el otorgamiento de los permisos internacionales de transporte.




iii. Determinar con carácter universal el término de vigencia de los indicados permisos, a fin de evitar los diferentes plazos de emisión.


















iv. Redefinir las pautas para el reconocimiento de los operadores de transporte internacional carretero, fijando requerimientos homogéneos que garanticen la profesionalidad de los transportistas habilitados
.






v. Reglamentar la aplicación de principio de compensación por uso de la infraestructura en los países de tránsito, contemplando los costos que en concepto de peajes se perciben en los mismos.









vi. Extender a todos los países miembros la aplicación de Acuerdo sobre Contrato de Transporte y Responsabilidad Civil del Porteador en el Transporte Internacional de Mercancías por Carretera (CRT-C) que a la fecha solo se encuentra vigente en Brasil, Chile y Perú.









vii. Adecuar a la realidad actual los Anexos sobre régimen aduanero y régimen de seguros.












viii. Elaborar la actualización del Anexo sobre instrumentos documentales a fin de incluir la utilización de las tecnologías para la información y comunicación (TIC´s) en los procedimientos y expedición de los trámites y documentos relativos al transporte internacional de cargas.  









ix. Dar tratamiento a los aspectos laborales de los conductores.




x. Dar tratamiento al régimen impositivo referente a los tramos transitados en otros países miembros.










xi. Incorporar como Anexo un acuerdo actualizado sobre pesos y dimensiones de las unidades de transporte.









xii. Vincular para los tramos carreteros especificaciones actualizadas sobre el transporte de mercancías peligrosas, específicamente en lo atinente a los productos químicos conforme el Acuerdo GHS, que entrará en vigencia el 1º de enero de 2008.


xiii. Actualizar el régimen sobre Infracciones y Sanciones. 










xiv. Diseñar e Incluir un ámbito institucional permanente para la gestión de las temáticas del Acuerdo
, atribuyéndole, entre otras temáticas un régimen de solución de controversias, la aplicación régimen de infracciones y sanciones y las tareas de recolección, procesamiento y acceso a datos estadísticos del transporte internacional terrestre.

Como antecedente de acciones que oportunamente se diseñaron destinadas a posibilitar esta transformación del ATIT puede consultarse el denominado “Programa de Acciones Concretas”
, documento elaborado como derivación del “Diagnóstico del Transporte Internacional y su Infraestructura en América del Sur”.
3. LA DECISIÓN 399 DE LA CAN
. DIAGNÓSTICO Y MODIFICACIÓN
Es la normativa central de regulación del transporte carretero en la Comunidad Andina de Naciones
, resultando el resto de las regulaciones del modo desarrollos normativos de aquella.

Actualmente se encuentra en proceso de modificación o sustitución. A tal efecto se ha elaborado un anteproyecto de decisión que se encuentra en proceso de análisis y revisión.

La iniciativa de introducirle cambios ha encontrado como motivación principal la circunstancia de considerar que el desarrollo alcanzado por el transporte terrestre en la CAN “… amerita una actualización del marco normativo, que refleje la realidad operativa del transporte existente en la actualidad, teniendo en cuenta la importancia económica y social del sector”
.

En este aspecto, debe resaltarse que la participación del transporte carretero internacional en las exportaciones intracomunitarias representó en el año 2003 el 27,3 % de todos los volúmenes operados y el 39, 3 % del valor de los bienes intercambiados
.

Por ello, el Comité de Autoridades Andinas de Transporte Terrestre (CAATT), enunció las principales falencias verificadas en su aplicación
, las que fundamentalmente se resumen en:

i. Específicamente respecto de Ecuador, se consideró que no se había ajustado a los principios de garantizar el derecho de los transportistas                            extranjeros debidamente habilitados a ofertar y prestar servicios en el país de recepción (artículo 13), y a no haber salvaguardado el libre tránsito de los vehículos de transporte debidamente registrados y unidades de carga habilitadas conforme el Acuerdo (artículo 14).

























ii. El detalle del ítem precedente se vincula con la generación de obstáculos a la ejecución de los servicios en forma directa, ya sea sin intercambio de la unidad tractora o sus remolques,  o sin realizar transbordos completos en áreas de frontera, procedimiento sumamente extendido en virtud de diversas cuestiones comerciales
, económicas, sociales o políticas imperantes. Estas operaciones de transbordo generan un sinnúmero de obstáculos y extracostos que conspiran contra la eficiencia, calidad y economía del sistema de transporte.   







iii. La falta de coordinación y capacitación detectada respecto de las autoridades y agentes públicos destacados en la frontera, así como el débil conocimiento de éstos respecto de la normativa andina de aplicación.




iv. Falta de articulación entre el sector público y el privado, adoleciendo de una interacción útil para superar los problemas que normalmente se generan cotidianamente en las  tramitaciones fronterizas.










v. Baja instalación de sistemas de sistemas electrónicos de control y de procesamiento de datos en las aduanas de fronteras y problemas en su conectividad con las centrales nacionales.










vi. Insuficiente información en frontera sobre la nómina del parque móvil autorizado a realizar las operaciones internacionales.







vii. Manejo incorrecto de la documentación internacional de transporte prevista en la normativa andina.










viii. Desajustes en los horarios y procedimientos de atención en los cruces fronterizos.












ix. Problemas de aplicación de las normas comunitarias sobre Tránsito Aduanero Internacional
. Estas establecen el régimen con arreglo al cual las mercancías son transportadas bajo control aduanero, desde una aduana de partida hasta una aduana de destino en una misma operación, en el curso de la cual se cruzan una o varias fronteras de los Países Miembros, con suspensión del pago de los derechos e impuestos y recargos eventualmente exigibles, mientras permanezcan bajo ese régimen.












x. Diversidad de enfoques en la aplicación de la regulación CAN sobre criterios para establecer la idoneidad del transportista y su capacidad mínima de transporte
.



















xi. Discrepancias de aplicación acerca de la regulación sobre pesos y dimensiones de los vehículos, y de su capacidad de porteo
.





xii. Problemas de origen socioeconómicos y políticos en las áreas fronterizas, que derivan en prácticas que obstaculizan la libre circulación del transporte.



xiii. Graves desequilibrios en la conformación del mercado de operadores.
4. PRINCIPALES ASPECTOS A CONSIDERAR EN LA REFORMA DE LA DECISIÓN 399
Los problemas detectados han sido encarados por la instancia de integración con un criterio pragmático al generar la actuación de las denominadas “Mesas de Trabajo Binacionales sobre Transporte Internacional por Carretera”

Mediante su implementación se ha permitido realizar un seguimiento del desempeño de los servicios y del funcionamiento de las áreas de control fronterizo.

En este contexto, la participación del sector público y privado vinculado con el transporte carretero, habilita una interacción que realimenta ambos espectros, acercando un conocimiento homogéneo de la situación. De sostenerse la discusión de los puntos de vista de cada espectro y un aumento institucionalmente concebido de los compromisos que deben asumirse puede abrirse un camino para paliar los problemas existentes.

Asimismo, en la iniciativa de introducir modificaciones, enmendar o sustituir la Decisión, que se encuentra en etapa de análisis, se han colectado y dado tratamiento normativo a múltiples aspectos susceptibles de mejora regulatoria.

Primordialmente el Proyecto de Decisión aborda:

i. La simplificación administrativa de los procedimientos para el otorgamiento de las autorizaciones internacionales de transporte, pautando plazos breves para su consideración y eventual concesión, contemplándose la implementación de un permiso provisorio automático durante la gestión del permiso complementario (art. 42 y 43).












ii. La ampliación de la vigencia de los permisos de cinco a diez años. (art. 44).





iii. La transformación de los criterios de idoneidad requeridos para obtener los permisos de transporte internacional
 en requisitos precisos y obligatorios a ser establecidos por la Secretaría General de la CAN a propuesta del Comité Andino de Autoridades de Transporte Terrestre (art. 39).














iv. El reconocimiento y fijación de pautas para la subcontratación de servicios entre transportistas autorizados para el transporte internacional (art. 75).










v. Tratamiento de la condición aduanera del ingreso provisorio de los vehículos y unidades de carga (art. 165).














vi. La redefinición de las pautas relativas al contrato de transporte internacional en los aspectos atinentes a los derechos, obligaciones y alcances de las responsabilidades de cada uno de los intervinientes (Capítulo VII).

vii. Las mecánicas de coordinación en materia aduanera y migratoria (Capítulos X y XI).












viii. La participación de los Centros Binacionales de Atención en Frontera (CEBAF)
 en estas materias (Capítulo XIV). 















ix. La incorporación como instancias institucionalmente reconocidas en el marco de la Decisión de las Mesas de Trabajo Binacionales sobre Transporte Internacional por carretera, destinada al intercambio permanente entre los sectores público y privado involucrados en el transporte internacional de mercancías (Capítulo XIII).
















x. Directivas para la elaboración de la información estadística (Art. 189).












xi. Normas programáticas para la promoción de acuerdos ínter empresarios a fin de generar empresas comunitarias (art. 201).

Estas y otras modificaciones a la Decisión 399 seguramente generarán una mayor adaptabilidad del marco regulatorio a la situación contextual de sus actuales operaciones.

Pero la mera reforma normativa no garantiza que mediante su introducción se superen limitantes y restricciones prácticas que se presentan como los mayores impedimentos para la fluidez del comercio terrestre entre los países andinos
.

En este aspecto, los focos de actuación deberían centralizarse en:

· La transformación de los aspectos burocráticos, tanto respecto a los procedimientos como a la formación de agentes públicos.











· Efectuar el análisis de las múltiples acciones emprendidas, comunitaria y nacionalmente, para revertir las limitantes actuales, consolidar sus resultados y determinar sus éxitos o fracasos, estableciendo las causas de éstos.











· Propender a la organización del mercado de operadores internacionales a fin de obtener mejoras en su formalidad y competitividad.







· Proyectar con criterio realista las posibilidades de superar paulatinamente los inconvenientes en el transcurso fronterizo, con apego a su actual estado de situación en infra e infoestructura y a las condiciones políticas, sociales y económicas imperantes.

5. EL TRANSPORTE CARRETERO INTERNACIONAL EN ECUADOR
Centralizando el tratamiento modal carretero al objeto del presente trabajo, la regulación y control del transporte automotor del Ecuador está a cargo del Consejo  Nacional de Tránsito y Transporte Terrestre (CNTTT).

Específicamente la función del CNTTT es establecer las políticas generales y normativa interna sobre el transporte carretero, fijando los criterios para la habilitación de los operadores, las pautas de seguridad, pesos y dimensiones de los vehículos, así como todo lo atinente a la infraestructura de los centros de frontera.

Este organismo está integrado por el Ministro de Gobierno nacional, quien lo preside, y delegados de el Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones, el Ministerio de Educación, el Comandante General de la Policía, un representante de las Fuerzas Armadas, el Secretario General de la Federación de Transporte Pesado –entidad gremial-, el Automóvil Club del Ecuador, la Dirección Nacional de Transporte Terrestre, y el Director de la Comisión de Tránsito de la Provincia de Guayas.

Sus competencias alcanzan a la tramitación completa de los permisos internacionales de transporte de cargas por el modo carretero al amparo de la Decisión 399, es decir que ostenta el carácter de autoridad nacional de aplicación a su respecto.

En una enunciación sinóptica de las principales necesidades detectadas, puede decirse que:

El mercado que oferta servicios de transporte carretero en Ecuador es de conformación dispersa y disímil. Mientras existen algunas empresas constituidas bajo formas societarias del derecho comercial, con apego a pautas de profesionalización gerencial y aplicación de soluciones en materia logística, en su gran mayoría los prestadores de servicios son transportistas artesanales propietarios de una o pocas unidades, que se encuentran agremiados en sistemas cooperativos. Es también importante la participación de transportistas de carácter irregular, que no ostentan siquiera las habilitaciones oficiales expedidas por la CNTTT.

Estas características generan una opacidad en el mercado de contratación, donde la formación de los fletes reales resulta impactada por la disímil internalización de costos que realizan los operadores, según la pertenencia de cada uno a las distintas franjas recién comentadas.  

En este escenario, aparecen como sumamente necesarias las acciones que se encaminen a un reordenamiento del sector sobre pautas que superando el mero aspecto formal, permitan introducir en los transportistas modernos criterios gerenciales y operacionales.

Para ello, y dada la profunda trascendencia política, económica y social que el transporte tiene en el país, se sugiere que los cambios que se realicen en un esquema progresivo y sostenido, donde el sector público y privado interactúen de manera fluida y permanente, asignando las prioridades y herramientas destinadas a esas transformaciones.

Entre ellas, las acciones vinculadas a la profesionalización del sector resultan de gran trascendencia
, a fin de su reorganización, constituyendo al sector empresario en un dinamizador de los cambios esperados, incluyendo a los dadores de carga como orientadores de las actuales necesidades en materia de transporte.

En el plano del grado de participación del transporte carretero de bandera ecuatoriana en los intercambios internacionales, los problemas recién apuntados, así como el número de unidades y características de su parque móvil, se ha constituido como uno de los principales escollos.

Las asimetrías respecto de los países vecinos, cuyo nivel se ve agravado especialmente con relación a los transportistas colombianos, han llevado a las autoridades ecuatorianas de transporte a formular observaciones respecto del proyecto de decisión sustitutoria de la Decisión 399, en lo referente al compromiso que asumen los países miembros de establecer que la prestación de éstos sean ejecutados en igualdad de condiciones de competencia en el mercado
.

La posición de Ecuador, fundada en las asimetrías antes comentadas, no se opondría a consagrar el principio antes expuesto, pero considera que éste debe ser complementado con las disposiciones necesarias para aventar el abuso de posiciones dominantes sobre dicho mercado. En este sentido, ha solicitado que se incluya en el proyecto una disposición que viabilice la aplicación a la materia de los mecanismos consagrados respecto de Bolivia y Ecuador en el Acuerdo de Cartagena, para que sus autoridades nacionales puedan adoptar acciones de apoyo y promoción a su transporte carretero
.

Entre estas medidas, se persigue la flexibilización en materia de requisitos y matriculación del parque móvil, la promoción de consorcios, empresas y cooperativas de transporte de cargas de carácter comunitario –con participación de componentes de dos o más países, y la eliminación de las normativas locales que generan excesivos costos de explotación, sea de carácter regulatorio, laboral o tributario.

Esta postura, de ser recogida, deberá fundarse en aquellas asimetrías de orden estructural, es decir en orientar acciones destinadas a reparar las desventajas que generan respecto de Ecuador la dimensión de su mercado y su menor peso comercial regional reflejado en su grado de competitividad, o en las ocasionadas por las políticas discrecionales implementadas por aquellos países de mayor desarrollo relativo que afectan su mercado de servicios y la falta de cumplimiento de los acuerdos bilaterales vigentes.

En cualquiera de ambos supuestos, la vertebración de acciones de apoyo y promoción a sus operadores de transporte carretero internacional, deberán circunscribirse a la superación de las asimetrías constatadas, y no encaminarse a la compensación de ineficiencias propias.

6. PRINCIPALES NECESIDADES OPERATIVAS DEL MODO   INTERNACIONAL CARRETERO DE ECUADOR
Las restricciones operativas de las vinculaciones de transporte carretero entre Ecuador y sus países limítrofes en el eje andino se engloban en los siguientes aspectos:

· Múltiples obstáculos para el transcurso de frontera.






· Restricciones de infraestructura localizadas.












· La modalidad de transbordo.

Los principales puntos fronterizos que sirven al tráfico internacional terrestre de Ecuador son su vinculación con Colombia en Tulcán y el paso de Huaquillas-Aguas Verdes con Perú.

i. En ambos casos la problemática fundamental está vinculada con la baja coordinación entre las autoridades de control destacadas en frontera, las irregularidades detectadas en la aplicación de los acuerdos bilaterales para el tránsito vecinal internacional de las zonas linderas a las fronteras y las restricciones de la infraestructura del área, por demora en el establecimiento y dotación de los medios tecnológicos adecuados a los Centros Binacionales de Atención en Frontera (CEBAF).









ii. No existe una adecuada utilización del régimen del  tránsito aduanero internacional
, mediante el cual se habilita que la operación de transporte se despache en la aduana de salida y transcurra hasta la de destino, sin necesidad de efectuar la nacionalización de las mercancías en la aduana de frontera.
iii. Se aplican normas aduaneras nacionales que también distorsionan los alcances de las previsiones de las decisiones CAN.













iv. En este sentido, merece destacarse la generalización de los controles por el denominado “canal rojo”, lo que implica el incremento en los tiempos de control,  estableciendo un piso numérico de controles para habilitar el sistema aleatorio (canal verde).

















v. Los horarios de atención son heterogéneos, lo que redunda en detenciones en frontera sumamente prolongadas, e incrementa la saturación física de los accesos a dichas áreas.


















vi. Estas restricciones afectan también las operaciones de las unidades de transporte “en vacío”, ya que se ven sometidas a ingentes demoras para que se les permita el paso por las aduanas.















vii. Asimismo, existen operaciones de carácter internacional que se realizan al amparo de los acuerdos bilaterales sobre tránsito transfronterizo, el que se encuentra restringido a determinadas áreas contiguas a la frontera. Si bien es cierto que estos convenios tienden a facilitar las especiales condiciones de movilidad y abastecimiento en dichos ámbitos, la falta de controles hace que los transportistas habilitados para esta modalidad la ejecuten en exceso de los propios acuerdos, transportando internacionalmente cargas más allá de las zonas geográficas predeterminadas, lo que representa una competencia desleal con los transportistas internacionales que ejecutan sus prestaciones al amparo de la Decisión 399, quienes tienen que cumplimentar la totalidad de los requisitos determinados en su marco y en la normativa complementaria
.


















viii. La realidad socioeconómica de las áreas de frontera constituye una temática central respecto a las dificultades para el tránsito de las cargas internacionales. En este sentido se requieren políticas públicas que encaucen a la población hacia auténticas actividades productivas, evitando la presión que se ejerce sobre el fenómeno del transcurso fronterizo como mecanismo de supervivencia.













ix. También resultan determinantes las tensiones y conflictos armados existentes en áreas de frontera, así como otros problemas que hacen a la seguridad pública, que repercuten en severas limitaciones a la libre circulación de los vehículos de transporte.

7.     EL TRANSPORTE CARRETERO INTERNACIONAL EN BOLIVIA

La fuente de emisión de normas internas de transporte, así como la gestión de los acuerdos internacionales del modo carretero de los que Bolivia es signatario, es el Vice Ministerio de Transportes en ámbito del Ministerio de Obras Públicas, Servicios y Vivienda.

Estrictamente, la Dirección General de Transporte Terrestre, Fluvial y Lacustre tiene a su cargo los cometidos de autoridad de aplicación, tanto del ATIT como de la Decisión 399 CAN.

Si bien en la conformación institucional existe la Superintendencia de Transportes, organismo de carácter autárquico bajo tuición el mismo Ministerio de Obras Públicas, cuyo principal cometido es el otorgamiento de derechos de explotación, aprobar cuadros tarifarios de servicios, controlar las obligaciones que surgen de las concesiones de infraestructura y su operación, atender reclamos de los usuarios, resolver conflictos y aplicar penalidades, dentro de sus competencias no se encuentra ninguna vinculada al transporte carretero de cargas
. 

En consecuencia los criterios de acceso al carácter de transportista internacional carretero, que presuponen su previo reconocimiento como transportador en el ámbito nacional, se encuentran regidos por la indicada Dirección General de Transporte Terrestre y el por el Servicio Nacional de Caminos.
Los principales requisitos son de índole formal y consisten en:   

· Hallarse inscripto en el  Servicio Nacional de Registro de Comercio del Vice Ministerio de Industria y Comercio.











· En caso de entes cooperativos, que se encuentren inscriptos en el Instituto Nacional de Cooperativas del Ministerio de Trabajo.










· Que la unidad o unidades de transporte se encuentren registradas en el  Registro de Automotores.

Estas pautas del acceso al mercado nacional son la expresión de las directivas políticas vigentes desde el año 1985, sobre apertura de esta actividad a cualquier persona, física o jurídica, eliminándose por entonces los monopolios formales y determinando que el nivel de los fletes y tarifas sea establecido a través de la negociación directa entre los dadores de carga y los transportistas.

El mercado de servicios de transporte se encuentra constituido por tres segmentos diferenciados:

· Las empresas de transporte, organizadas bajo formas jurídicas societarias.








· Las cooperativas.


















· Los autopatronos, propietarias de una o pocas unidades, que realizan prestaciones de carácter artesanal y no conforman empresas en sentido económico.  

El sector empresario se asocia en cámaras gremiales representativas, generalmente de alcance departamental, participando éstas como integrantes de la Cámara Boliviana del Transporte Nacional e Internacional (CBT). Esta última, representa a la  mayoría de los transportistas internacionales de bandera boliviana.

Las cooperativas se nuclean en una asociación de cooperativas denominada Cooperativas Bolivianas de Transporte Internacional y Cargas (COBOTIC).

Los transportistas individuales afiliados a sindicatos de conductores, no tienen aptitud legal para obtener permisos de transporte internacional. Esta circunstancia ha generado recientemente fuertes reclamos.

Estas tres franjas de operadores respecto de los servicios de transporte carretero generan una amplia dispersión de los valores del flete interno, en razón de que el sector más informal es utilizado en forma alternativa por algunos dadores de carga y también por otros transportistas, en carácter de fleteros o “rescatadores de carga”. En estos casos, los desniveles que se generan en el precio del servicio, son consecuentes con la circunstancia de no internalizarse la totalidad de los costos operativos.

El nivel de profesionalización también se encasilla entorno a la trilogía recién analizada, siendo el ámbito de las empresas regularmente conformadas el más proclive a la introducción de nuevos criterios de gerenciamiento y de ampliación de los servicios ofrecidos a las cargas, por influjo de las necesidades de los dadores de mercancías.
Como limitantes más marcadas en este sector de transporte, se apuntan las generadas en:

i. La ausencia de una legislación de fondo que regule al transporte carretero, circunstancia que repercute en la fragilidad institucional de las dependencias públicas que lo regulan como en la organización de los operadores.













ii. Las limitaciones en el control y fiscalización sobre el transporte automotor, que se traduce en una marcada sobreoferta de servicios, donde un importante número de acarreadores lleva adelante prácticas desleales, sin cumplir con normas de habilitación ni acatar el régimen de pesos y dimensiones de lo vehículos, con marcada evasión de los tributos que gravan a la actividad y falta de aplicación de los más elementales criterios de seguridad, tanto en la circulación como el tratamiento de las cargas.











iii. Los cortes de rutas con el efecto consiguiente sobre el retraso en los itinerarios, que en el transporte internacional produce demoras por la descoordinación con los horarios de frontera o la falta de recepción -o postergación- de la carga en los recintos portuarios, la imposibilidad de mantener el flujo de reasignación normal del parque móvil a fin de obtener su pleno aprovechamiento económico, los daños sobre las unidades no cubiertos por las pólizas de seguros, y otros problemas derivados de esta situación
. 














iv. Las características estructurales y el estado de conservación de la infraestructura vial, que conspira seriamente contra una conexión sistémica adecuada del modo carretero a través del país. 

Respecto de este último punto, resulta sumamente relevante apuntar que la posición de mediterraneidad en que se encuentra Bolivia requiere superar las restricciones existentes en materia de infraestructura de transporte, siendo la de carácter vial la más utilizada en las operaciones de importación o exportación, sea para materializarlas en forma directa o a través del acceso de las cargas desde y hacia los puertos marítimos.

La situación de la red vial resta competitividad a la economía del país, comenzando por la limitación física que presenta en el propio territorio boliviano en la vinculación entre el área occidental y oriental.

En este sentido, cabe señalar el Decreto Supremo Nº 28.124, donde se determinaron cursos de acción respecto de la infraestructura de transporte, priorizándose una serie de obras que incluyen las de carácter carretero.

Ratificando el Plan Maestro de Transporte por Superficie, el acto consignado tiene una clara orientación hacia la solución de la problemática integral de las operaciones de transporte internacional de mercancías, tanto en su infraestructura de caminos, como de las instalaciones para la facilitación fronteriza y su funcionamiento, y respecto de terminales interiores de carga.




















En lo relativo a los corredores  viales, se determinan los siguientes:

· Corredor Este – Oeste

· Corredor Norte – Sur

· Corredor Oeste – Norte

· Corredor Oeste – Sur

Las trazas de dichos corredores y obras complementarias se detallan en el mismo acto gubernamental, coincidiendo en muchos tramos con obras previstas en el marco de otras iniciativas de infraestructura regional
.

	Corredor Este – Oeste
	Pailón – San José de Chiquitos – Puerto Suárez.

Toledo – Ancaravi-Huachalle-Pisiga.

Puente Arce-Aiquile-La Palizada.

Ivirgarzama – Puerto Villarroel.

Infraestructura portuaria Ichilo – Mamoré.

Infraestructura portuaria de Puerto Busch.



	Corredor Norte – Sur
	Puente Binacional de Carga Yacuiba – Salvador Mazza.

Boyuibe – Yacuiba.

Villamontes – Hito Br 94.



	Corredor Oeste–Norte
	Santa Bárbara – Quiquibey – Yucumo.

Yucumo - San Borja - San Ignacio  de Moxos– Trinidad.

Yucumo-Rurrenabaque-Riberalta–Guayaramerín-El Choro-Cobija.



	Corredor Oeste – Sur
	Potosí – Tupiza-Villazón/Cuchu Ingenio- Santa Bárbara - Tarija.

Ventilla – Tarapaya.

Potosí – Tarija.


Respecto de la infraestructura para los controles fronterizos, el Decreto Supremo
 comentado instruyó la priorización de las obras vinculadas a los centros de control integrado de:
· Desaguadero - CEBAF (Frontera boliviano – peruana)













· Tambo Quemado (Frontera boliviano – chilena)














· Yacuiba (Frontera boliviano – argentina)













· Arroyo Concepción (Frontera boliviano – brasileña)










· Cobija (Frontera boliviano – brasileña)
















· Hito BR 94 (Frontera boliviano-paraguaya)
Como criterio operativo de carácter transitorio, hasta que se concreten los acuerdos binacionales de frontera, con el fin de facilitar el tránsito de los productos de exportación en los pasos recién puntualizados, se insta a adecuar el funcionamiento de las oficinas nacionales bolivianas allí destacadas con las oficinas extranjeras en lo que hace a  días y horarios de atención, y requisitos y pasos a seguir para efectuar los trámites respectivos
.

8.   NECESIDADES OPERATIVAS DEL MODO CARRETERO INTERNACIONAL EN BOLIVIA
La participación del modo automotor en los traslados internacionales de cargas resulta preponderante, entre otras razones por la posición geográfica del país y la utilización de facilidades portuarias fuera de su territorio, hasta donde son conducidas fundamentalmente por carretera. Téngase en cuenta que durante el año 2005 su participación en el transporte de las exportaciones bolivianas llegó al 34 %
, es decir cuatro puntos porcentuales por encima de la suma del resto de los modos de transporte dinámicos
.

Estos flujos de transporte se canalizan en cuanto a su gestión administrativa por las dos normativas internacionales modales de las que Bolivia participa: el Acuerdo de Transporte Internacional Terrestre (ATIT/ALADI)
 y la Decisión 399 de la CAN.

Al respecto, la aplicación del ATIT, por número de operaciones que se desarrollan bajo sus prescripciones y el hecho de ser de aplicación exclusiva respecto de los orígenes y destinos situados en Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay, es de mayor alcance normativo. Ello también resulta de la aplicación de dicha norma respecto del transporte con Perú.

Conviene volver a poner en relieve que si bien ambas normativas internacionales son autónomas y presentan algunas diferencias, la filosofía de facilitación que las anima, sus principios directrices y muchas de sus soluciones operativas  son coincidentes, por lo cual, la gestión administrativa de ambos acuerdos por parte de una única autoridad de aplicación nacional no debería presentar mayores inconvenientes.

En forma sucinta y con apego al objeto del presente trabajo, desde la faz operativa las principales cuestiones se centran en:

· La situación de los transcursos fronterizos












· Aspecto Impositivo










· Las interrupciones a la transitabilidad carretera

El panorama de los pasos de frontera en Bolivia entrega distintas realidades según cada caso analizado.

i. Estas circunstanciales diferenciales se expresan funcionalmente respecto de la vinculación con Perú en la necesidad de consolidar en forma efectiva el programa piloto de puesta en marcha integral del Centro Binacional de Atención en Frontera (CEBAF) de Desaguadero, a fin de superar los inconvenientes y trabas en dicho punto fronterizo.















ii. Mediante el programa se permite la consolidación, en un solo punto y con la infraestructura apta, de la totalidad de las actividades control y fiscalización, tanto aduanera y migratoria, como fito y zoosanitaria.













iii. El paso de Desaguadero está situado en el Puente Internacional de Desaguadero, es la conexión  sobre el río del mismo nombre, entre las poblaciones homónimas en Perú y Bolivia, es utilizado por el 75 % de los movimientos comerciales entre ambos países.
















iv. Las infraestructuras fronterizas con el resto de los países vecinos se conceptualiza bajo la denominación “Centros de Control Integrado en Frontera – CECIF-“, siguiendo igual temperamento de utilizar un solo punto y dependencias, con el objeto de armonizar los procedimientos de importación y exportación, migración y tránsito territorial, así como los horarios de atención a los operadores de comercio exterior en los principales puntos fronterizos del país.














v. Desde el resultado operacional, la aplicación de los controles integrados requiere avanzar, además de su infraestructura, en la coordinación y unificación de procedimientos, resultando a estos efectos primordial establecer instancias de formación de los agentes destacados, así como, extender los sistemas informáticos a la universalidad de operaciones realizadas en frontera.

















vi. En el caso de los puntos de frontera con Chile, ambos países han venido efectuando durante el año 2006 controles conjuntos experimentales bajo la modalidad de doble cabecera, país – entrada/ país - sede, en los pasos fronterizos de Colchane - Pisiga y Tambo Quemado – Chungará, y bajo la modalidad de cabecera única en el paso fronterizo Visviri – Charaña. Estas actividades permiten medir y evaluar los procedimientos de control aplicados por cada uno de los países y diagramar los mecanismos para su unificación
.

















vii. Por otra parte la extensión horaria de atención y su coordinación en los pasos fronterizos con Chile aparece como adecuada, no presentando mayores problemas.



















viii.  Se verifican desajustes, fundamentalmente de comunicación, respecto a las habilitaciones de los vehículos de transporte de carga, fundamentalmente en lo referente al alcance y vigencia de los permisos ocasionales emitidos de acuerdo a las previsiones del ATIT, y con relación a los pesos y dimensiones de los vehículos.


ix. Estas situaciones deberían ser solucionadas a través de las autoridades nacionales de aplicación del ATIT de ambos países, respecto de las cuales correspondería generar mayores niveles de comunicación.













x. Los principales problemas fronterizos se presentan en la frontera con Argentina, en razón de la saturación de los recintos y otras deficiencias de la infraestructura, sumado al ingente tránsito vecinal fronterizo que en algunos casos relega la atención del transporte internacional carretero de mercancías.




















xi. Se verifica también la necesidad de una mejor coordinación entre las autoridades de control de cada uno de los países.

















xii. Específicamente en el paso de Yacuiba – Salvador Masa, debido al constante aumento del tráfico de mercaderías y tránsito de personas por el Puente Internacional actual, resulta imprescindible la concreción del Proyecto YASMA (nuevo puente Internacional). Asimismo, y mientras esta obra y la del Centro Integrado de Frontera se ejecutan, es prioritario el reordenamiento del tránsito vehicular por las interrupciones que se presentan en razón de la existencia de ferias comerciales en el área.













xiii. Conviene recordar que ambos países suscribieron en marzo de 2004 el Acuerdo sobre Construcción de puente recién indicado, texto que ya ha sido protocolizado ante la ALADI por parte de Argentina y se encuentra aún pendiente de aprobación por el Congreso de Bolivia.
















xiv. Otro de los principales problemas, puesto de relevancia por los propios organismos de control fronterizo, es la necesidad de implementación de sistemas informáticos integrados, a efectos de procesar los documentos de importación y exportación reduciendo los tiempos de tramitación.













xv. Respecto de los controles fito y zoosanitarios, si bien se ha acordado su ejecución en forma conjunta, se requiere a tal fin intercambiar normativa actualizada y armonizar medidas operacionales.















xvi. El principal paso fronterizo con Brasil es el de Puerto Suárez – Corumbá, ya que por su intermedio se canaliza casi íntegramente su comercio bilateral, correspondiendo al transporte carretero una participación de alrededor del 88%.
xvii. El indicado punto fronterizo presenta limitaciones de infraestructura, así como problemas operativos vinculados a los ya tratados aspectos de carencias en la coordinación de las autoridades que intervienen en los controles.
















xviii. La vinculación entre ambos países presenta la particularidad de concentrar en esa área el acceso a la Hidrovía Paraguay – Paraná, el ferrocarril internacional
, y el acceso vial hacia Campo Grande, lo que genera un gran potencial como nudo de transporte, requiriendo una mejora de su infraestructura de acceso.
9.    EL TRANSPORTE CARRETERO INTERNACIONAL EN PARAGUAY 

Las operaciones del transporte de cargas por automotor en Paraguay se encuentran regidas normativamente por el  ATIT
 y los acuerdos bilaterales existentes con otros países de la región.
Asimismo, conforman el plexo de aplicación regulatoria respecto de los países del MERCOSUR, del cual es miembro pleno, los acuerdos vigentes en ese sistema de integración subregional.

En el ámbito interno, la entidad pública a cargo del sistema de transporte terrestre es la Dirección Nacional de Transporte Terrestre –DINATRAN-, ente descentralizado que se relaciona con el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones.

Dentro de las facultades de la DINATRAN se encuentran los aspectos relativos a la representación del gobierno nacional en la negociación de convenios y acuerdos internacionales referentes al transporte internacional de cargas y pasajeros, así como la responsabilidad de aplicar los indicados convenios y acuerdos
. En consecuencia este organismo resulta ser la autoridad nacional de aplicación del ATIT y coordina nacionalmente el Subgrupo de Trabajo Nº 5 –transporte e infraestructura- del MERCOSUR.

La organización interna de la Dirección, conforme a su estructura vigente desde el año 2000, ha permitido un sensible incremento de la profesionalización del sector gubernamental competente en materia de transporte terrestre.
La DINATRAN es la encargada de autorizar a los transportistas locales, siendo esta autorización condición esencial para ulteriormente obtener los permisos internacionales regulados por el ATIT.
Las condiciones para obtener la habilitación local se circunscriben a:

· Presentar la documentación que acredita la titularidad del vehículo, ya que las habilitaciones se expiden por unidad y no por empresa transportista.












· Cumplimentar la inspección técnica, que se realiza conforme a la normativa MERCOSUR, Resolución del GMC 15/06 –ITV-
.















· Pagar el canon de la habilitación.

Las habilitaciones se otorgan por el plazo de un año, renovables en forma indefinida con la sola acreditación, antes del vencimiento de dicho período, de los extremos recién puntualizados.

Es del caso resaltar que la organización del sistema registral de la propiedad de los vehículos automotores
 ha tenido una marcada influencia en el mercado de transporte, en razón del requerimiento ya comentado de acreditar el dominio del vehículo a fin de obtener la habilitación para prestar servicios.

Como se expuso, si bien las autorizaciones de transporte son otorgadas por vehículo, el sistema informatizado del Registro de la Propiedad del Automotor permite tener la composición actualizada del parque móvil de cada empresa, así como las altas y bajas que se producen en el mismo.

Resultando indispensable acreditar el carácter de titular de dominio de la unidad, se ha generado una problemática coyuntural respecto de aquellos poseedores que no han podido obtener la documentación que se requiere para formalizar el registro, la que ha trascendido a la conformación de los agrupamientos gremiales existentes.

En este tópico, por su carácter representativo e incumbencia en el transporte interno, la entidad con mayor número de afiliados es la Asociación Gremial de Empresarios de Transporte Automotor de Carga –AGETRAPAR-.

Los principales operadores de transporte especializados en las operaciones  internacionales están nucleados en la Cámara Paraguaya de Transporte Internacional Terrestre –CAPATIT-,  éstos tienen un aceptable grado de profesionalización, tanto desde el punto de vista gerencial como operativo, añadiendo, en mayor o menor medida, a sus prestaciones de porteo de mercancías actividades conexas vinculadas a la propia carga, incorporando de esa forma nociones logísticas en su acepción de servicios del subsistema transporte.

En lo referente a la conformación del mercado de servicios de cargas por carretera existe un marcado desnivel entre las empresas regularmente constituidas y la oferta realizada por transportistas individuales o con baja formalidad en sus prestaciones.
De esta situación se derivan distorsiones en los niveles de los fletes, ya que la no absorción de la totalidad de los costos fiscales y regulatorios por parte de los prestadores informales implica una oferta de servicios a valores que pueden llegar hasta un 20 % inferior a los fletes de las empresas conformadas legalmente
.

Se añade a lo expuesto que respecto a los productos agrícolas, la demanda sobre los servicios internacionales por carretera ha experimentado una abismal caída.

Ha resultado preponderante en esta nueva conformación de las participaciones modales de los tráficos de oleaginosas y cereales, el espectacular crecimiento de las operaciones fluviales en donde se ha consolidado más del 90 % del transporte de la soja exportada, y por otro, la caída sostenida de la exportación del producto hacia Brasil.

La participación modal en el transporte de soja de exportación denota que mientras en el año 1996 el 45,43 % de la soja en grano se remesaba fuera del país a través del camión, una década después, año 2006, tan solo el 1,34 % utilizó esos servicios. Como contrapartida en igual lapso y para el mismo producto, la participación del transporte fluvial se incrementó del 44,92 % al 93,59 %
.

Dada la ubicación geográfica del país y la preponderancia que presenta para el comercio exterior sus relaciones con Brasil y Argentina, los principales aspectos que han obstaculizado el desarrollo del sector en materia de operaciones transfronterizas se conectan con:

i. La aplicación de las normativas que en forma directa o indirecta –bilaterales- provienen del ATIT.









ii. Los aspectos regulatorios modales e impositivos internos de ambos países limítrofes en su impacto sobre los operadores paraguayos.











iii. El funcionamiento de los trámites en frontera y su infraestructura.

Respecto de la situación general de aplicación del ATIT y a la necesidad de proveer un profundo análisis técnico vinculado a posibles modificaciones en su contexto sustancial, operativo e institucional, vale remitirse a lo expresado en el  literal 2 del presente capítulo.

La situación existente en la relación bilateral entre Paraguay y sus vecinos, presenta aristas que actúan disfuncionalmente conspirando contra la fluidez de los servicios y su economía.

Los problemas operativos más recurrentes que se visualizan en las operaciones desde y hacia Brasil están vinculados con el régimen bilateral existente de aceptación como fleteros de las empresas permisionarias de transporte internacional de cada país, de transportista de la otra bandera, la exigencia de una Orden de Carga para el ingreso en lastre de vehículos de empresas paraguayas en territorio brasilero,  y la observancia de las normas sobre pesos y dimensiones de las unidades de transporte.
La primera de las temáticas recién aludidas está conectada al acuerdo bilateral entre ambos países mediante el cual pueden registrarse vehículos fleteros de carga general que no son propiedad de la empresa permisionaria de transporte internacional, para que realicen tráficos de esta índole.

Esta modalidad implica que los transportistas internacionales locales pueden subcontratar empresas de transporte de Brasil, para la ejecución de tráficos determinados, sin que éstos cuenten con el permiso internacional de transporte, así como permitir el ingreso de éstos últimos, previo registro, para realizar estas operaciones por cuenta propia.

Si bien como principio general el ATIT establece que la flota habilitada por las empresas autorizadas debe ser de propiedad de los permisionarios o tomadas en arrendamiento mercantil (leasing)
, reconociendo exclusivamente esas formas de incorporación de unidades, permite que los países signatarios mediante acuerdos bilaterales puedan admitir la utilización temporal de vehículos de terceros que operen bajo la responsabilidad de las empresas autorizadas
. Esta última disposición tiende a evitar que por situaciones estacionales derivadas de las características productivas, o por coyunturas de otra índole, se produzcan en determinado país cuellos de botella en la oferta de servicios que impacten en la desatención de la demanda y/o en un incremento marcado del valor de los fletes.

Precisamente, el acuerdo abordado se ha concluido en el marco de esta previsión del ATIT que habilita a adoptar en forma bilateral estas operaciones.

La experiencia colectada acerca del funcionamiento del acuerdo recoge aspectos de valoración diversa.

Por un lado ha operado como un facilitador de expansión de la oferta de los servicios con el consiguiente reflejo en el precio de los mismos.

Sin perjuicio de ello, la aplicación del acuerdo ha tenido diversos inconvenientes, que han llegado incluso a limitar el ingreso de las unidades brasileñas hasta no más de treinta kilómetros de la frontera, como asimismo a la aplicación en Brasil de tributos a los transportistas paraguayos que al amparo del acuerdo bilateral realizaban operaciones en territorio de aquel país
, y medidas de reciprocidad negativa, como el cobro de derechos de hasta diez jornales mínimos para la autorización de cada viaje de unidades brasileñas al amparo del acuerdo bilateral comentado
.
En la actualidad, ambos gobiernos han decidido internamente reordenar el funcionamiento del acuerdo bilateral, a través de registrar o reempadronar, según el caso, las unidades afectadas a estas operaciones, con el fin de depurar el parque afectado a esas operaciones.
En lo relativo a la llamada “orden de carga”, esta exigencia aplicada por Brasil a los transportistas internacionales paraguayos consiste en el requerimiento de un certificado de constatación expedido por un dador de carga de aquel país a fin de habilitar el ingreso en lastre de transportistas de bandera paraguaya, situación que ha llevado a requerir su eliminación en razón de que este condicionamiento no se encuentra previsto en el ATIT.

La problemática de la normativa sobre pesos y dimensiones, excede el ámbito bilateral y se inserta en la necesidad de esclarecer este tópico para todo el MERCOSUR.

En efecto, más allá de algunas coincidencias iniciales, se encuentra pendiente adoptar un acuerdo a nivel subregional que permita dar estabilidad homogénea a los parámetros de las dimensiones y pesos de las unidades afectadas al transporte internacional por carretera.

En este sentido, oportunamente Paraguay realizó una propuesta sobre la materia, que aún no ha sido objeto de tratamiento
, a la espera de sugerencias y comentarios, de los países miembros y del Consejo Permanente de Seguridad Vial del MERCOSUR.

La situación relativa a las operaciones entre Paraguay y Argentina presenta distintas aristas que también impactan negativamente en la fluidez de los servicios.

Especialmente existen particulares problemáticas en el paso fronterizo de Puerto Falcón – Clorinda, dado las restricciones de infraestructura y los disímiles criterios que se aplican para llevar adelante los controles, analizados en sus aspectos de extensión e intensidad.

Especialmente, merece remarcarse el caso de los controles de aquellos vehículos afectados al transporte de productos cárnicos con origen en Paraguay, tránsito por Argentina y destino en Chile, a cargo del SENASA
, lo que genera demoras prolongadas e innecesarias que inciden negativamente en los costos operativos de los transportistas, quienes en definitiva son quienes asumen los gastos inherentes.

A ésta circunstancia se agrega que las remesas de ese tipo de mercadería bajo la modalidad “en tránsito” se encuentran alcanzadas por una determinación interna de Argentina que obliga a obtener una autorización previa para ingresar en su territorio
.

10. NECESIDADES OPERATIVAS DEL MODO CARRETERO INTERNACIONAL EN  PARAGUAY

Como se advierte del tratamiento efectuado en el literal precedente, las necesidades están íntimamente vinculadas a la complejidad de los tráficos, sus modalidades, la aplicación del marco regulatorio internacional, la incidencia de regulaciones locales externas sobre las operaciones a cargo de los transportistas internacionales paraguayos y al funcionamiento de los transcursos fronterizos.

A fin de exponer estas cuestiones, se citan a aquellas de mayor preponderancia, sobre las que se debería actuar, tanto desde el foco local, como mediante actividades concertadas con las autoridades de aplicación del ATIT de los países de mayor contacto carretero, así como en la instancia MERCOSUR.

i. Si bien la reorganización del sistema administrativo gubernamental en materia de regulación del transporte terrestre y de registración de unidades afectadas a esos servicios ha recibido en los últimos tiempos un importante avance, debería volcarse mayor actividad en los controles del transporte de cargas irregular, tanto en el ámbito local, como en el de las operaciones internacionales.











ii. En este último sentido, el ATIT en sus determinaciones para el acceso al carácter de transportista internacional y sobre la composición de las flotas de éstos operadores, continúa siendo objeto de interpretaciones disímiles, ya sea por lo exiguo e incompleto de sus prescripciones, o por haberse omitido realizar en sus propios marcos de carácter institucional una hermenéutica auténtica y de alcance obligatorio
.












iii. Lo recién indicado se refleja también en la suerte de los acuerdos bilaterales de facilitación concertados por Paraguay y Brasil, especialmente el de “Régimen de Fleteros” que ha tenido divergencias de aplicación y variados desencuentros que involucran tanto a las autoridades de ambos países como a sus operadores. En este sentido, si bien se ha decidido mantener el sistema de recepción de fleteros, el estudio sobre futuras modificaciones que se asume como necesario requiere evaluar no solo su comportamiento respecto de los  volúmenes de carga registradas en las operaciones y el número de empresas que operan bajo ese régimen – como  ha sido acordado
-, sino también su grado de adecuación a la normativa general del ATIT, los mecanismos para evitar la desnaturalización de este tipo de operaciones y las necesidades actuales de los dadores de carga en función de la participación del modo en las operaciones internacionales, la oferta de servicios y los niveles de los fletes de ese carácter.














iv. Se presentan como obstáculo al dinamismo del transporte carretero diversas regulaciones específicas establecidas unilateralmente por Argentina y Brasil, tanto de naturaleza tributaria, sanitaria, aduanera, etc.
, que repercuten directa o indirectamente en el costo de los servicios. Sin perjuicio de volver a remarcar la carencia de instancias específicas que en forma directa orienten la solución de este tipo de situaciones dentro del marco del ATIT, se entiende necesario el examen puntual de cada una de estas normativas, a efectos de determinar si provienen del ejercicio normal y regular de la facultades de cada uno de los países y más allá de alguna modificación de requerimientos o procedimientos no implican un desapego a la regulación internacional, o si por el contrario, mediante su instauración se están ejercitando trabas al comercio de estos servicios por el establecimiento de dificultades o barreras paraarancelarias, o se imponen como represalias no expresamente declaradas a alguna actividad o modalidad practicada por los transportistas nacionales paraguayos en los otros países. Este examen caso por caso de las alternativas recién indicadas, con adecuados niveles de  imparcialidad, basamento técnico y antecedentes documentales, permitirá que los planteos subsistentes luego de dicha actividad se encuentren respaldados y obtengan un tratamiento más preciso, cualquiera sea la instancia donde se presenten.












v. Se revela como prioritario avanzar en el mejoramiento del funcionamiento del transcurso fronterizo, tanto en sus aspectos infraestructurales, como en la agilización y coordinación de sus procedimientos documentales y de verificación física de las cargas. Fundamentalmente, existe un importante grado de congestión en el Puente de la Amistad
 y en el Puente San Ignacio de Loyola
. Respecto del primero, es indispensable la construcción de otro puente en el área que permita segregar el intenso tránsito vecinal fronterizo de las operaciones del transporte internacional carretero, sumamente limitadas por el actual emplazamiento y la carencia de espacios adecuados a la magnitud del tráfico destinado a la realización de controles y prestación de servicios conexos.














vi. En lo relativo a la internalización de normativas acordadas en los ámbitos regionales de integración, se encuentra pendiente en Paraguay la incorporación del Acuerdo sobre Contrato de Transporte y Responsabilidad del Porteador en el Transporte Internacional de Mercancías por Carretera
. Dicho acuerdo, en virtud del número de ratificaciones necesarias previstas, ya se encuentra vigente para Brasil, Chile y Perú. El sector transportista ha reclamado en forma sostenida su puesta en vigor.













vii. Respecto a los Principios Generales de Acceso a la Profesión de Transportista del MERCOSUR
, Paraguay los ha internalizado administrativamente mediante la Resolución DINATRAN Nº 45/07.














viii. Las inspecciones técnicas se cumplimentan conforme la normativa DINATRAN Nº 47/07 que incorpora los criterios establecidos en ámbito del MERCOSUR
. 

















ix. Se encuentra pendiente de consagración por los integrantes del MERCOSUR el acuerdo para la homologación de Normas sobre Pesos y Dimensiones de los vehículos, temática sumamente sensible por sus vinculaciones con las facilidades estructura y mantenimiento de las redes viales, la seguridad del transporte, la industria proveedora y las necesidades de los exportadores. Paraguay ha realizado una propuesta, que se encuentra bajo análisis. Sin perjuicio de ello, correspondería el examinar a nivel interno la totalidad de esta problemática, incluyendo al sector transportista y a los dadores de carga, a fin de que den su opinión sobre las necesidades actuales de configuración y capacidad de las unidades.






















x. Finalmente conviene destacar que Paraguay conforme su grado de desarrollo comparativo con los países del área, debería aumentar esfuerzos destinados a hacer avanzar las tratativas de identificación, análisis y neutralización de las asimetrías que se constatan en el mercado de servicios de transporte carretero en ámbito del MERCOSUR.
V.   TRANSPORTE POR AGUA
1. INTRODUCCIÓN
El transporte de mercancías por agua tiene para los países objeto del presente estudio connotaciones diferentes fundadas en sus respectivos posicionamientos geográficos.

Mientras para Ecuador su litoral marítimo es, a través de sus instalaciones portuarias, el principal nodo de accesibilidad al comercio internacional de bienes,  en el caso de Bolivia y Paraguay, la carencia de una salida oceánica directa de carácter soberano genera diversos efectos negativos de índole económico y operativo a sus exportaciones e importaciones
.

Esta disímil situación lleva a diversificar el tratamiento del modo acuático, ya que con apego al objeto del trabajo, la regulación subregional del transporte marítimo de la CAN es el basamento normativo modal esencial para Ecuador, mientras que las directivas del transporte fluvial son preponderantes para Bolivia y Paraguay.

En este último aspecto, se advierte que el tratamiento del transporte fluvial se ha circunscripto a aquella vía de comunicación cuyo impacto en la movilidad de cargas, nivel de actividad y regulación autónoma, amerita un desarrollo sobre sus necesidades actuales de carácter operativo, sin que ello signifique desconocer los importantes proyectos que respecto a la navegación por ríos interiores o internacionales han sido priorizados por los PMDER y se encuentran en diversas etapas de análisis, formulación, desarrollo o ejecución
.

Asimismo, en el tratamiento del modo acuático se efectúan las referencias a los correspondientes sistemas portuarios.
2. LA HIDROVÍA PARAGUAY –  PARANÁ

El 23 de abril de 1969, los gobiernos de Argentina, Brasil, Bolivia, Paraguay y Uruguay, suscribieron en Tratado de Brasilia conocido como Tratado de la Cuenca del Plata.

Entre otras disposiciones las partes se comprometieron a
:

· Promover la facilitación y asistencia en materia de navegación, y    



  

· Perfeccionar las interconexiones viales, ferroviarias, fluviales y de telecomunicación.

En el marco del mencionado tratado, se conformaron los distintos órganos que enmarcan al sistema de la cuenca del Plata: la Reunión de Cancilleres, el Comité Intergubernamental Coordinador, brazo ejecutivo del sistema, el Fondo Financiero para la Cuenca del Plata (FONPLATA), el Comité Intergubernamental de la Hidrovía Paraguay Paraná (CIH), y otros.

La Resolución Nº 210/87 emitida por la Reunión de Cancilleres del Tratado de Brasilia, declaró de interés prioritario el desarrollo del sistema fluvial conformado por los ríos Paraguay y Paraná.

En 1989 se creó el ya mencionado Comité Intergubernamental de la Hidrovía Paraguay Paraná (CIH), que tiene como principal misión la facilitación del transporte fluvial y el comercio en general a través de la hidrovía. A tal efecto es el organismo ejecutor del denominado Proyecto Hidrovía Paraguay – Paraná.

El 23 de junio de 1992, la República Argentina, la República de Bolivia, la República Federativa del Brasil, la República del Paraguay y la República Oriental del Uruguay, suscribieron el acuerdo que tiene por objeto reglar el transporte fluvial por la Hidrovía Paraguay- Paraná, fijando las pautas referentes a la facilitación de la navegación y el transporte comercial fluvial longitudinal en la hidrovía Paraguay- Paraná, mediante el establecimiento de un marco normativo común que favorezca el desarrollo, modernización y eficiencia de dichas operaciones, y que facilite y permita el acceso en condiciones competitivas a los mercados de ultramar. Respecto de los principios rectores de este acuerdo y su tratamiento normativo nos remitimos al Capítulo II literal 3 del presente trabajo. 

Este acuerdo fue concluido apelando al mecanismo de Alcance Parcial en el marco de la Asociación Latinoamericana de Integración- ALADI-
 
.

El eje hidroviario comprende los Ríos Paraguay y Paraná, desde Puerto Cáceres (Brasil) hasta Nueva Palmira (Uruguay). Asimismo, se encuentra incorporado a su  régimen normativo y operacional el Canal Tamango (Bolivia – Brasil), curso mediante el cual se vinculan Puerto Suárez y Puerto Quijarro / Puerto Aguirre (Bolivia) con la Hidrovía, punto de conexión situado en la confluencia del indicado canal con el Río Paraguay  frente a la ciudad de Corumbá (Brasil).

El Proyecto Hidrovía Paraguay Paraná es un programa complejo cuyo objetivo es constituir en las secciones de ambos cursos fluviales, un sistema de transporte que permita la navegación permanente, diurna y nocturna, durante todo el año, mediante la utilización de barcazas susceptibles de conformar convoyes, logrando de este modo el transporte masivo de cargas en transcursos de larga distancia con la consiguiente reducción de los fletes y la posibilidad de materializar transbordos, tanto de índole fluvial como de carácter oceánico.
Hasta la concreción definitiva del proyecto, las operaciones de transporte por la hidrovía encuentran limitaciones que principalmente se conectan con:

· Los niveles estacionales o cíclicos de ambos ríos, principalmente del Paraguay, obligan al dragado de muchas zonas del curso fluvial, así como a requerir su balizamiento y mantenimiento. 












· A lo expuesto se suma la existencia de diversos pasos críticos que dificultan la navegación y obligan al fraccionamiento de los convoyes. Estas operaciones insumen diversos tiempos de maniobra que impactan en los costos e inciden en la rotación de las embarcaciones, desprendiéndose de ello una reducción de la oferta de bodega.

A fin de mejorar las condiciones de navegabilidad de la Hidrovía, el CIH suscribió en el año 2002 un acuerdo de cooperación técnica con la Corporación Andina de Fomento (CAF) destinado a financiar un estudio integral que permitiera consolidar,   actualizar y complementar estudios anteriores llevados a cabo con el objeto indicado.

Este estudio
 asumió diversos aspectos que se consideraron imprescindibles para la concreción del Proyecto Hidrovía. Específicamente aborda
:

· Un componente Institucional – Legal, que desarrolla distintas variantes a efectos de diseñar el proceso de licitación y contratación de las obras, recomendando la modalidad de concesión de obra pública. Respecto del ámbito institucional bajo el cual se llevaría adelante el procedimiento de contratación, las alternativas pueden englobarse en dos direcciones principales, una, la conformación de un órgano o ente con personalidad internacional de derecho público acordada a través de un tratado multilateral sometido a la ratificación legislativa por los estados miembros de la Cuenca del Plata, y la segunda, un acuerdo a ser concluido en el marco de la ALADI como de alcance parcial, que permitiría su adopción por vía administrativa
. 
· Un módulo técnico, que recomendó los parámetros para la materialización de la obra fijando para el curso el calado uniforme de 8 pies en el trayecto Puerto Guijarro (Bolivia) a Santa Fe (Argentina), un ancho de solera del canal de 110 metros entre Corumbá (Brasil) y Santa Fe, y de 60 metros para el Canal Tamango y las dimensiones máximas de los convoyes de barcazas, así como su configuración.









· El módulo económico financiero, que sobre la base de la alternativa técnica propuesta, estima el costo de las obras de dragado y señalización en u$s 27.658.000, y el mantenimiento de la vía en u$s 10.600.000. Asimismo en este componente se estimó el costo que tendría el peaje para los operadores, que llegaría a alrededor de u$s 500 por barcaza en cada uno de los tres tramos que se prevén para estructurar el tarifario
.












· El módulo ambiental, proponiendo planes de prevención de impacto y programas de monitorio.

La situación actual de utilización de la Hidrovía Paraguay – Paraná presenta distintas particularidades en su navegabilidad a lo largo de los 3.442 Km. de su recorrido

· Puerto Cáceres  / Corumbá / Puerto Paranaguá – Puerto Aguirre (672 Km). Esta sección presenta como rasgo particular el hecho de asentarse allí el Pantanal, que además de ser un gran humedal que funciona como un delta interno, actúa como regulador principal de los caudales del Río Paraguay, es una reserva ecológica constituida como parque nacional de importancia internacional en el marco del Convenio Ramsar
. Su navegabilidad depende del dragado permanente del área a una profundidad que oscila entre los 4 y 6 pies, el río en ese tramo es sinuoso, inestable y angosto.

















·  Corumbá / Puerto Guijarro / Puerto Aguirre – Río Apa (Paraguay) (683 Km.). Esta parte de la traza presenta pasos críticos que requieren de un dragado permanente, su profundidad es entre 6 y 7 pies, sujeta a los indicados trabajos de dragado.






















·  Río Apa  - Asunción (537 km.). A pesar de las restricciones que contiene esta sección, la misma cuenta con señalamiento en toda su extensión, lo que permite su utilización en horarios nocturnos. Sin perjuicio de ello, presenta veintidós pasos críticos, que generan maniobras de fraccionamiento de convoyes y otras operaciones que inciden en los tiempos que insumen los itinerarios. En períodos de bajante la profundidad se reduce hasta 6 pies, situación que se hace más comprometida por los afloramientos rocosos existentes.



















· Asunción  - Confluencia Paraguay / Paraná (390 Km.). Su navegabilidad es normalmente permanente presentando un calado de hasta 10 pies. Sin embargo contiene pasos críticos entre Asunción e Itá Purú, así como la limitante operativa que representa la desembocadura del Río Bermejo, donde las operaciones de fraccionamiento pueden irrogar hasta 28 horas de maniobras.
















· Confluencia Paraguay / Paraná – Santa Fe (650 Km.). Este tramo requiere la reposición de elementos de señalización y el tratamiento de las defensas del puente Gral. Belgrano entre las ciudades de Corrientes y Resistencia (Argentina), así como el dragado de mantenimiento de las profundidades operativas.












· Santa Fe – Nueva Palmira / Buenos Aires (596 Km.). Esta sección presenta un calado natural apto para los convoyes. Entre Santa Fé y Puerto San Martín el canal se mantiene a 28 pies, de allí hasta Buenos Aires a 32. La conformación de los trenes de barcazas encuentra limitaciones fundadas en el tráfico de buques marítimos que operan en el sector.

En cuanto a los aspectos regulatorios vinculados en forma directa a la actividad de transporte, se destaca que el Acuerdo de Transporte Fluvial por la Hidrovía Paraguay – Paraná, estableció en su artículo 30 un plazo de vigencia de diez años, que deben computarse a partir del 13 de febrero de 1995
. 

Asimismo, previó que antes del vencimiento de dicho plazo, de acuerdo a los resultados de su aplicación se evaluaría la conveniencia de prorrogarlo.

Esta pauta de reconducción fue ejercitada por el CIH en el mes de septiembre de 2005
, acordando la extensión de la vigencia del acuerdo de 15 años más
.

En lo relativo a los instrumentos adicionales al Acuerdo, mediante los mismos, se fijaron diversas condiciones de carácter instrumental para la aplicación de su régimen:

· El Protocolo Adicional sobre Asuntos Aduaneros regula las condiciones técnicas de las embarcaciones, el sistema de precintos, el mecanismo informativo acerca de las mercancías transportadas y el régimen de responsabilidad y garantías frente a las autoridades aduaneras.












· El Protocolo Adicional sobre Navegación y Seguridad, determina aspectos referentes a la utilización de las vías navegables, los estándares de seguridad para las embarcaciones, las cargas transportadas y el personal embarcado, la prevención y control de la contaminación de las aguas y las pautas relativas al transporte de mercaderías peligrosas.













· El Protocolo Adicional sobre Seguros, contiene el detalle de los riesgos cuyo aseguramiento resulta obligatorio, la extensión que deben tener las coberturas y los sistemas para el control de su adecuación y vigencia.










· El Protocolo Adicional sobre Condiciones de Igualdad de Oportunidades para una Mayor Competitividad, instruye a los países miembros a adoptar pautas igualitarias en materia de tratamientos arancelarios y no arancelarios, subsidios, acceso a los servicios, matriculación de las embarcaciones y contratación del personal, a fin de evitar que mediante regulaciones internas de estos aspectos se produzcan asimetrías que redunden en los términos de competitividad de las flotas de cada país miembro.



















· El Protocolo Adicional sobre Solución de Controversias, que establece el sistema de arbitraje para los reclamos de los estados parte que no puedan ser resueltos de manera bilateral directa, así como un mecanismo de composición para los reclamos de los particulares, sean transportistas o dadores de carga, reconociendo que deben agotar la vía administrativa nacional, para luego encaminar la cuestión ante los órganos del acuerdo.












· El Protocolo Adicional sobre Cese Provisorio de Bandera, que fijó un régimen provisorio –dos años a partir de la entrada en vigor del acuerdo- mediante el cual las embarcaciones de la hidrovía que hubiesen ingresado a regimenes de excepción a través de los cuales algunos de los países miembros autorizó el cese provisorio de bandera, en virtud del cual hubiesen adquirido la bandera de un tercer país no signatario del acuerdo, serán consideradas a sus efectos pertenecientes al acuerdo.      

Además de las normas adicionales descriptas y que forman parte del acuerdo, las partes han desarrollado los reglamentos temáticos sobre aspectos técnicos que hacen a la navegación.

Específicamente, estos reglamentos abordan:

· El régimen de transporte de mercaderías sobre cubierta.












· La reglamentación única sobre balizamiento.













· El glosario uniforme para los servicios portuarios.













· El reglamento para la prevención de abordajes.
















· Los arqueos admitidos para las embarcaciones.













· El plan de comunicaciones para la seguridad de la navegación.










· El régimen único de dimensiones máximas de los convoyes.









· La asignación del francobordo a buques de carga.












· La matriculación de las embarcaciones.












· El régimen de inspecciones técnicas para seguridad de los buques.









· El reglamento de infracciones y sanciones.












· El régimen uniforme sobre pilotaje.











· Los planes de formación y capacitación para el personal embarcado.  
Los indicados reglamentos han presentado disímil dinámica en cuanto a su negociación y puesta en vigencia, ya que aún en los instrumentados y aprobados por el CIH, los gobiernos de los países miembros, luego de su protocolización ante la ALADI, deben proceder a su incorporación conforme a las normas internas, paso que, respecto de varios de dichos reglamentos, se encuentra pendiente por parte de algunos de los signatarios
.

3. PRINCIPALES NECESIDADES PARA LAS OPERACIONES EN LA HIDROVÍA. BOLIVIA
La Hidrovía Paraguay – Paraná es actualmente la principal vía de exportación de los productos agrícolas de producción local.

La primera y primordial restricción que enfrenta Bolivia a efectos de potenciar la utilización de la Hidrovía  es su limitación de acceso.

El país solo cuenta con alrededor de 50 km. de litoral sobre el Río Paraguay que carece de accesos convenientes desde el corredor ferroviario y vial que une Santa Cruz de la Sierra con el área limítrofe de Puerto Suárez – Corumbá.

Precisamente en esta última área, que vincula en forma indirecta el territorio boliviano con el Río Paraguay a la altura del Km. 2.770, confluencia con el Canal Tamengo, se ubican las instalaciones portuarias y zona franca de Puerto Aguirre, en inmediaciones de la ciudad de Puerto Guijarro, y el puerto que opera el consorcio exportador Gravetal.

Puerto Aguirre es una instalación concesionada por 40 años a la empresa Central Aguirre Limitada
 que cuenta con terminales especializadas en exportaciones agrícolas, y desde 1997 una Paranaguá de hidrocarburos a través de la cual se exportan gasolinas y alcoholes de producción boliviana y se recibe diesel de importación. A partir del año 2005 se habilitó una Paranaguá de  contenedores y cargas generales.

El puerto de Gravetal está especializado en el manejo de grasas vegetales y aceite, harina y pelet de soja.  

Puerto Suárez, en la Laguna Cáceres, ha dejado de operar por las complejidades del régimen hidráulico de la laguna.

El Canal Tamengo es un curso de agua natural de aproximadamente 19 Km. que une la Laguna de Cáceres con el Río Paraguay frente a la ciudad brasileña de Corumbá. Sus principales problemas de navegación están constituidos por las diferencias estacionales de sus niveles, la imposibilidad de realizar un dragado completo
 y la existencia de diferentes obstáculos
 que obligan a fraccionar los convoyes haciendo extremadamente lenta y costosa las operaciones de ingreso a puerto.

En el sector donde Bolivia es ribereña del río Paraguay, se encuentra Puerto Busch. En la actualidad no presenta facilidades como puerto comercial y se halla  desvinculado de accesos operables.

La circunstancia de encontrarse situado sobre la hidrovía, a más de 250 km. al sur de las instalaciones portuarias actualmente en operación, con la consiguiente reducción en los tiempos de viaje, así como el incremento de demanda de transporte que generará la explotación del yacimiento de hierro y manganeso del Mutún
, llevaron al dictado de la Ley 2.542
 por la cual se declaró prioritaria a nivel nacional la construcción de un puerto de exportación en el actual emplazamiento de Puerto Busch
, asignando 250 has. Destinadas a la conformación de una Terminal multipropósito. La misma ley encomienda al poder ejecutivo las gestiones destinadas a obtener financiamiento para la formulación y ejecución de un proyecto vial que conecte Montacusito con Puerto Busch.

Los términos de la adjudicación del proyecto del Mutún establecen que el concesionario financie la vinculación ferroviaria con Puerto Busch.

La segunda cuestión que acota operativamente la utilización de la hidrovía para el comercio exterior de Bolivia, está vinculada con las limitantes de navegabilidad que fundamentalmente presentan las secciones Corumbá / Puerto Guijarro / Puerto Aguirre – Río Apa; Río Apa  - Asunción y Asunción  - Confluencia Paraguay / Paraná.

Esta situación produce los efectos precedentemente aludidos, que requieren las acciones necesarias a ser encaradas para su neutralización:

i. Los tiempos de viaje entre los puertos bolivianos en el Canal Tamengo y el Río de la Plata oscilan entre 30 y 40 días.
















ii. En caso de llevarse adelante el Proyecto Hidrovía este término podría reducirse a la mitad.



















iii. La posibilidad de reducción de tiempos generaría una marcada reasignación de la flota en operación, con el consiguiente aumento de bodega disponible y reacomodamiento del valor de los fletes.












iv. La intensificación de los tráficos permitiría ganar confiabilidad a los operadores, lo que redundaría en la posibilidad cierta de generar nuevas cargas para los tráficos ascendentes que en la actualidad son marcadamente inferiores que los de exportación y que preponderantemente están compuestos por combustibles.













v. Este escenario también podría ser un atractor para obtener la radicación de armadores fluviales en el país, dado que la presencia de buques de bandera local es sumamente baja.  













 

vi. Un esquema operativo como el expuesto permitirá también superar la subutilización que se verifica en las facilidades portuarias y aduaneras que Bolivia ha obtenido en el Río Paraguay y Paraná, así como en el Puerto de Nueva Palmira, Colonia  y Montevideo
.














vii. En este aspecto, resulta vital realizar actualmente las acciones que permitan el mantenimiento de las condiciones especiales con que cuenta Bolivia en el Puerto de Rosario, donde ha obtenido una zona franca y la facultad de destacar agentes aduaneros propios, ya que su actual ubicación (que ha devenido antifuncional) debe ser relocalizada en función de los proyectos urbanísticos del frente fluvial de la ciudad.















viii. Un acceso más rápido y económico a los puertos de acceso marítimo atlántico permitiría aprovechar las ventajas que se derivan de contar con mayor oferta de servicios y mejores itinerarios en todas las líneas transoceánicas
. 













ix. La dimensión de los efectos que las mejoras en la navegabilidad de hidrovía pueden generar para la situación de mediterraneidad boliviana es de gran impacto y deberían ser objeto de un estudio integral.














x. En forma prioritaria, y mientras se concreten las obras de mejoramiento de la hidrovía, Bolivia debe priorizar su nudo logístico Puerto Guijarro / Puerto Aguirre, encarar el proyecto Puerto Busch y ejecutar el sistema conectivo de este con la red vial  Santa Cruz – Pailón – San José – Puerto Suárez y el ferrocarril oriental.














xi. Asimismo se deben remover las falencias operativas que se denotan en su actual conexión con la hidrovía y en las interfases ferroviaria y carretera.












xii. Para ello, el dragado del Canal Tamengo sería una solución a las dificultades actuales relativas a la configuración de los trenes de barcazas, su capacidad portante y los tiempos que insumen las maniobras de segregación. Dicha obra debe ser objeto de una nueva etapa de negociación con Brasil.












xiii. Finalmente Bolivia debería adoptar una participación más dinámica en el ámbito institucional de la hidrovía. Si bien ha concluido casi íntegramente con la internalización de los Reglamentos complementarios al Acuerdo de Transporte Fluvial por dicha vía, deberían intensificarse las acciones destinadas a su puesta en ejecución efectiva y control de los parámetros en ellos contenidos.
4. PRINCIPALES NECESIDADES PARA LAS OPERACIONES EN LA HIDROVÍA.  PARAGUAY.

Paraguay por su posición  geográfica en el corazón de la cuenca hidrográfica de los ríos Paraguay y Paraná, se ha constituido en el principal usuario de la vía, tanto en función del volumen de sus exportaciones que la utilizan, como de la magnitud de los tráficos fluviales que lo vinculan con los puertos fluviales y marítimos de la Argentina y el Uruguay, y la preponderante participación que las embarcaciones de su bandera tienen en la oferta gomal de servicios.

El reflejo de lo expuesto se visualiza en la participación modal para el transporte de productos agrícolas, principalmente soja. En el año 2006 se exportaron desde los puertos paraguayos de la hidrovía 2.227.727 Ton. de soja en grano y sus derivados
, representativas del 93,59 % del total de las exportaciones de esos productos, cuando en el año 1996, el transporte por agua alcanzaba al 44,92 %
.

En este sentido, el sostenido incremento de las remesas fluviales de soja y de otros cereales y oleaginosas, ha circunscripto en su movilidad al modo terrestre a tan solo el 5,07 %, para el ferrocarril y al 1,34 % en el caso del transporte carretero.

Asimismo, resultan de considerable magnitud las operaciones que involucran otros productos de exportación como madera y algodón, así como algunos de carácter emergente destinados a mercados de extrazona, dentro de los cuales se encuentra la carga vacuna y otros refrigerados. 

En cuanto a los tráficos de importación, fundamentalmente están compuestos por petróleo y sus derivados –combustibles- y cargas generales.

El transporte fluvial también presenta una creciente participación en tráficos de cabotaje nacional. El principal producto es el clinker en el tramo Vallemí – Villeta, seguido por madera, algodón y las cargas generales.

En materia de instalaciones portuarias,  Paraguay cuenta con puertos cuya gestión  se encuentra directamente a cargo de la Administración Nacional de Navegación y Puertos (ANNP), y terminales y puertos privados al amparo de la ley específica que crea el régimen para su construcción y funcionamiento
.

Los principales puertos fluviales del país a orillas del Río Paraguay son los de Asunción, Villeta y Concepción, mientras que otros menores son Antequera, Alberdi, Humaitá, Pilar e Itapirú. Por su parte, sobre el río Paraná se sitúan los puertos de Ayolas, Encarnación y Presidente Franco.

La incorporación de alrededor de cuarenta puertos privados ha permitido optimizar las operaciones de transferencia modal, acopio y servicios a las cargas. La especialización y mejora de calidad de los servicios prestados por estas infraestructuras, han resultado vitales para viabilizar el incremento de participación del modo fluvial. 

Asimismo, Paraguay cuenta con facilidades portuarias y depósitos francos en los  puertos de Buenos Aires y  Rosario, una zona franca en Santa Fe; puerto franco en Paranaguá y depósito franco en Santos, puerto, zona y depósito franco en Antofagasta y, finalmente, en Uruguay se sitúan puertos y depósitos francos en Montevideo y Colonia, así como puerto y zona franca en Nueva Palmira.

Las actuales necesidades portuarias y de oferta de bodega se encuentran suficientemente atendidas gracias a las transformaciones realizadas, primordialmente por el sector privado, en pos de constituir al transporte fluvial en el eje de las vinculaciones físicas para el comercio exterior del país. En este sentido, el volumen total de las cargas transportadas desde y hacía el Paraguay por la hidrovía –incluido el cabotaje- fue de aproximadamente 12 millones de toneladas
.

Este crecimiento, además de obedecer a las inversiones realizadas en procura de mejorar el curso del río y establecer facilidades portuarias y de acopio en zonas próximas a esos recintos, también es producto de la baja del comercio bilateral con Brasil respecto de la soja y otros productos agrícolas, que se canaliza a través del transporte carretero
. 

Las principales limitantes de funcionamiento se encuentran en las intervenciones que deben realizarse en el curso fluvial del Río Paraguay.

El tramo que transcurre íntegramente en el país, así como el sector aguas abajo que comparte con Argentina, se presenta una serie de pasos críticos con dificultades para la fluidez de la navegación:

· Paso Palacio Cue / Paso Aguirre: la existencia de bajos fondos de piedra y falencias de balizamiento, obligan en épocas de aguas bajas a su franqueo sólo en horas diurnas y con fraccionamiento de convoyes, insumiendo estas restricciones alrededor de 30 horas de demora.












· Paso Arrecifes: los afloramientos rocosos y sinuosidad del curso generan la necesidad de fraccionar y efectuar detección de rocas, insumiendo su transcurso el orden de 24 horas.

















· Paso Yaguareté / Zapatero Cua / Toldo Cua / Romero Cua: sólo puede ser navegado en horas diurnas por la existencia de rocas.













· Puerto de Concepción: restricciones de tráfico y acceso en épocas de baja, debiendo realizarse fraccionamientos.















· Paso Pedernal: curso del río muy angosto, operación que retrasa el itinerario en aproximadamente 12 horas.














· Puente Remanso Castillo: debe operarse con luz diurna y realizarse fraccionamiento mayores en época de bajante. Insume 48 horas.













· Itá Pyta Punta: paso angosto que en tiempo de bajante obliga a fraccionamiento retrasando 8 horas la navegación.















· Puerto Guyrati: este sector de curso angosto y con problemas para mantener profundidades seguras para la navegación, fue objeto de tareas por parte de las autoridades paraguayas y argentinas, con participación del sector privado en Paraguay
, que permitieron solucionar el tramo.













· Confluencia Río Bermejo: la acumulación de sedimentos y existencia de embaucamientos obliga a fraccionar convoyes con cortes de hasta solo una barcaza por vez, lo que retrasa las operaciones alrededor de un día.       

Las limitantes a la navegación expuestas, a las que se suman los demás pasos críticos en el curso brasileño, brasileño-boliviano, boliviano-paraguayo, y argentino, extienden los tiempos de viaje desde Corumbá hasta el Nueva Palmira y/o Río de la Plata, en aproximadamente 11 días.

El avalúo de los sobre costos que generan las restricciones apuntadas, calculado sobre el “time charter” de un convoy de 16 barcazas (u$s 9.200.) diarios, a los que se añade el costo de operación por hora de navegación (u$s 383), indican que un retraso de 278 horas como el expuesto en el punteo anterior, representa la suma de u$s 106.474 por cada viaje en una sola dirección
.

Este sobre costo se genera como consecuencia directa de las carencias en materia de dragado y balizamiento de la hidrovía.

Los operadores fluviales de la hidrovía se encuentran preponderantemente bajo la bandera de Paraguay.

Los factores que han incidido en este crecimiento obedecen a su legislación, así como a mutaciones normativas respecto de la flota fluvial verificadas en otros países de la cuenca, primordialmente Argentina.

Actualmente la participación de la flota fluvial de bandera paraguaya en la hidrovía representa entre el 75/80 % de todas las operaciones, esta participación puede desglosarse en alrededor del 52% para las importaciones y cerca del 80% para las exportaciones, por su parte, la totalidad de las importaciones de combustibles líquidos se transporta a través de buques de bandera local
.

Este grado de participación predominante se ha logrado a través de fuertes estímulos al abanderamiento en el país. Estos pueden sintetizarse en:

· Existencia del régimen de reserva de cargas.

· El régimen laboral, del que resulta un costo menor al que asumen los armadores del resto de los países miembros.















· Incentivos fiscales a la adquisición de buques.












· Facilidades y rapidez de trámite para incorporación y registro de los buques adquiridos.

Respecto del régimen de reserva de cargas, el mismo está instituido a través de la Ley Nº 295
.










Sus principales lineamientos son:

· Adjudicación a las embarcaciones de bandera nacional, del transporte fluvial y marítimo, de una proporción de hasta el 50 %, para los tramos marítimos, y de no menos de 50 % en los trayectos fluviales, del total de las cargas de importación y exportación, expedidas o consignadas al país. La ley prevé que esta reserva se hará efectiva en función de la disponibilidad de bodega.













· La Ley previene, en razón de la fecha de su sanción, que en el caso de los países miembros de la ALAC
, tanto para el transporte marítimo como para el fluvial, la reserva será de hasta el 50 %
.














· En caso de embarcaciones arrendadas o fletadas por propietarios armadores nacionales de embarcaciones matriculadas en el extranjero para suplir insuficiencia de bodega, se requiere a autorización de la Dirección de Marina Mercante.

La motivación que alude la normativa es erigir a la reserva legal como una de las pautas estratégicas para el fortalecimiento de la marina mercante del Paraguay.

Con posterioridad a su vigencia, como fuera desarrollado en el literal 2 del presente Capítulo
, a través del Acuerdo de Santa Cruz de la Sierra
, Paraguay se comprometió a eliminar el 50% de su reserva de carga al 31 de agosto de 1992, y un 10% más a la entrada en vigor del indicado acuerdo, luego de lo cual se eliminaría otro 20% al 31 de diciembre de 1993, y el restante 10% el 31 de diciembre de 2004
.

En sentido estricto, el mencionado Acuerdo, en su artículo 9º, al reconocer la libertad de tránsito a las embarcaciones, bienes y personas de los países signatarios, también reconoció la libertad de transferencia de carga, alije, transbordo y depósito de mercancía, fijando que no se puede realizar ninguna discriminación en función del origen de la carga, de los puntos de partida o llegada, de entrada o destino, dejando sentado que la eliminación de las reservas de carga, conforme la inteligencia recién indicada, no rige para el cabotaje nacional.

Sin perjuicio de ello, en la hermenéutica que prima en Paraguay, la eliminación de la reserva acordada regionalmente, no desplaza a la que se encontraba vigente a partir del año 1971, en razón que sólo se aplica a las cargas de origen o con destino fuera de los países miembros del Acuerdo.

En esta inteligencia, el Acuerdo de Transporte por la Hidrovía Paraguay – Paraná, se refiere al libre acceso de los armadores de la hidrovía a las cargas con origen y destino final en los países signatarios, pero no a las remesas de importación y exportación hacia terceros países, con transbordos en puertos de Argentina y Uruguay.

Más allá de la discusión de índole jurídico que genera esta interpretación, cuestión ajena al presente trabajo, conviene destacar que de acuerdo al análisis presentado por el Foro de Transporte y Logística Paraguay –FOROTyL- la reserva de carga comentada constituye uno de los diez factores generadores de mayores sobrecostos al comercio internacional del país, el que ha sido mensurado para el año 2005 en la suma de U$S 3.491.037
.

Téngase presente que más del 60% de la producción del país se canaliza por la Hidrovía,  y el 51% hacia los puertos fluviomarítimos de los ríos Paraná, Uruguay y de la Plata,  como exportaciones extraregionales
.

Desde la óptica de la aplicación del régimen de Acuerdo de Transporte por la Hidrovía, uno de los aspectos pendientes es la adopción de los Reglamentos operativos.

Al presente, Paraguay ha internalizado sólo dos
, el Reglamento único sobre balizamiento, y el correspondiente a Plan de Comunicaciones.

La motivación a juicio de alguno de los entrevistados en el curso del presente estudio respondería a que la adopción de los reglamentos también  se encuentra preponderantemente pendiente por parte de la Argentina, situación que repercute en el Paraguay que necesita tener precisiones de la postura que en definitiva adopte ese país, por el extenso recorrido que su flota realiza en el tramo argentino de la hidrovía.

Fuera de esta demora, que de compartirse el criterio recién apuntado, respondería a una cuestión de carácter estratégico, hay objeciones al reglamento que prevé el plan de formación del personal, ya que la categorización uniforme que allí se efectúa respecto del personal fluvial no se compadece con la vigente en el Paraguay, resultando de una posible modificación del encuadramiento laboral local, una serie de consecuencias que podrían generar diversos conflictos en el orden sindical.

La descripción de las principales necesidades respecto de la hidrovía pueden sintetizarse conforme la siguiente enumeración:

i. En cuanto al funcionamiento operativo de la Hidrovía Paraguay – Paraná, se destaca la necesidad de acelerar los procedimientos de decisión, sobre la base de los estudios y análisis ya realizados, a fin de determinar el planteo definitivo de las obras, las pautas institucionales vinculadas al foco de contratación y régimen de ejecución,  el cronograma de los trabajos, y su financiamiento, permitiendo la concreción del total Programa Hidrovía, siendo fundamental priorizar aquellas obras que permitan dotar a la navegación de niveles de seguridad operativa, garantizando el balizamiento y calado previsto para toda su extensión.














ii. Mientras se pone en marcha la ejecución completa del Programa, continuar las tareas que ha venido realizando la Comisión Nacional de la Hidrovía, compuesta por representantes de la Dirección de Marina Mercante, la Administración Nacional de Puertos, la Prefectura, la Cámara de Armadores, la Cámara de Terminales y Puertos Privados y los Sindicatos de las actividades de la navegación, a fin de mantener en un grado de operación aceptable el sistema fluvial, intensificando a dichos efectos la participación del sector privado que ha sido muy fructífera en el pasado reciente.
iii. Establecer un esquema de trabajo que permita la internalización de los reglamentos operativos del Acuerdo de Transporte por la Hidrovía Paraguay – Paraná, dinamizando sus análisis internos y su negociación en el ámbito del CIH.













iv. Respecto del funcionamiento de la reserva de cargas, aplicada a las mercaderías que se transbordan en puertos fluviales fuera del territorio del país con destino u origen en terceros países, por vía marítima, analizar las ventajas y desventajas que su mantenimiento tiene en función de los costos que asocia al comercio internacional del país y los efectos reales que su eliminación tendría en el sector armador local.














v. Solucionar a nivel bilateral o del CIH los principales problemas operativos existentes, entre los cuales se remarcaron los disímiles criterios utilizados para la ejecución de los controles de seguridad a la navegación por parte de las distintas autoridades ribereñas.













vi. Finalmente, deberían encaminarse acciones destinadas a optimizar el funcionamiento de los sectores portuarios y zonas francas asignados al país en distintos puertos marítimos y fluviales de Argentina, Brasil, Chile y Uruguay.
5.   EL TRANSPORTE MARÍTIMO EN EL MERCOSUR. INSERCIÓN DE PARAGUAY

La situación acerca de las negociaciones centrales en materia de transporte marítimo en ámbito del MERCOSUR se ha desarrollado en el Capítulo II literal 4.1 del presente trabajo.

Estas se focalizan en definir la conveniencia de adoptar para dicho ámbito de integración un Acuerdo de Transporte Marítimo que involucre como principales directivas:

· Fijar parámetros de carácter igualitario para la operación de los buques de bandera de los países signatarios.









· A tal fin, eliminar las reservas de carácter estático o dinámico  existentes respecto de determinadas mercancías o productos reservados al transporte nacional, permitiendo el acceso a las mismas por los operadores de cualquier bandera del MERCOSUR.  













· Establecer un régimen de preferencias que asigne a los armadores de la subregión los tráficos que se generen entre los países miembros, lo que implica la constitución de una reserva de carga para el transporte marítimo intramercosur.









· Dicha reserva incluye las cargas con origen o destino en terceros países que se transborden en los estados miembros.












· Limitar o hacer excepción a dicha preferencia en razón de circunstancias relativas a la disminución de oferta de bandera MERCOSUR que restrinja la bodega disponible y/o el incremento del nivel de los fletes.

El efecto que se perseguiría a través de estas pautas liminares del proyecto sería la generación de incentivos para el desarrollo de las marinas mercantes del MERCOSUR y la industria naval de los Estados Parte, en un contexto de libre competencia entre los armadores de la subregión, previéndose un sistema para la  liberación de las cargas a terceras banderas, ante la indisponibilidad de bodega de las empresas de navegación de los Estados Parte.

Como se ha expuesto, desde el punto operativo, los principales efectos del acuerdo se centran en reservar el transporte intra MERCOSUR para las empresas nacionales de navegación autorizadas por sus países miembros y reservar el cabotaje nacional en exclusividad para las empresas de cada uno de los países. Asimismo existe consenso en que se excluya del acuerdo cualquier aspecto que pueda impactar en las tarifas y precios por servicios portuarios.

Como se explicitó en el capítulo sobre las bases normativas modales, la adopción del acuerdo tratado se encuentra pendiente desde 1992, habiendo pasado dicho proceso de negociación por diversas alternativas que llevaron incluso a su  interrupción y posterior reanudación a partir de 2004
.

En la actualidad, el tópico fundamental que no permite llegar a un consenso final es la determinación de las cargas que se hallarían alcanzadas por los principios y regulación del acuerdo, habiéndose propuesto la identificación de las mercancías de transbordo, las empresas transportistas, los puertos de operación y la incidencia respecto del transporte marítimo total intramercosur
.

Es decir que no se ha obtenido un acuerdo básico sobre las propias características de la reserva de carga regional que se impulsa, ni sobre la definición del concepto y alcances del transporte intramercosur en el plano marítimo, esto en razón de cual  tratamiento asignar a los transbordos de cargas con destino u origen fuera del ámbito del proyecto de acuerdo.

Tampoco es claro el panorama en lo referente a la participación de los países miembros en los tráficos generados por acuerdos bilaterales vigentes para alguno de ellos con terceros países, ya que si bien se prevé dicha participación, no se han definido las limitaciones a las que ésta se encontraría sujeta.

En este contexto, Paraguay mantiene una posición en pro de la culminación del acuerdo, imprimiéndosele la celeridad que hasta ahora no ha tenido.

Las autoridades gubernamentales del área, consideran que la puesta en funcionamiento de dicho acuerdo, sobre la base del texto actualmente en consideración, permitiría al país integrar a los armadores fluviales en el cabotaje regional marítimo
, potenciando también la participación en las infraestructuras portuarias marítimas de los estados miembros del MERCOSUR
.

Fundamentalmente el acuerdo permitiría a los armadores paraguayos participar en los tráficos marítimos subregionales
.
Sin perjuicio de ello, hay temáticas en el proyecto que no pueden ser abordadas sin la eliminación de las asimetrías actualmente existentes respecto a las políticas seguidas por los países miembros en materia marítima.

El desarrollo de las negociaciones y la experiencia que a través de ese proceso se ha colectado, debería abrir debate actual sobre la efectiva conveniencia de adoptar un acuerdo de transporte marítimo bajo el diseño hasta ahora manejado.

En este aspecto, se tendría que ponderar muy especialmente
i. El impacto que la reserva de cabotaje subregional generaría sobre la oferta de servicios.












ii. Las características operativas de los waivers que se propicia establecer para el caso que la capacidad de bodega y/o oferta no permitan asumir la demanda que se dirija a los servicios.  














iii. La compatibilidad de fijar este tipo de reserva en el plano actual del funcionamiento  del transporte marítimo internacional, primordialmente respecto de las negociaciones que el MERCOSUR mantiene con la Unión Europea a fin de concluir un acuerdo interregional, el que según sus propias directivas tendría que adoptar soluciones vinculadas a un regionalismo de tipo abierto.














iv. En el caso específico de Paraguay, debería imprimirse mayor precisión en el análisis de las hipotéticas ventajas que dicho acuerdo generaría, no solo para una posible expansión de actividades de sus armadores, sino para los costos generales de transporte de sus exportaciones.















v. Asimismo, se debería meritar el efecto que un posible acuerdo, en sus términos actualmente proyectados, tendría sobre las operaciones de transbordo fluvial marítimo que actualmente se ejecutan sobre cargas de exportación e importación.
6.  ECUADOR EN LAS ACTUALES NEGOCIACIONES MARÍTIMAS DE LA CAN
En el Capítulo II literal 4.2. se ha dado un cuadro actualizado de los principales tópicos que se impulsan dentro de dicho ámbito de integración referentes al transporte marítimo.

La liberalización del transporte marítimo intraregional fue orientada por una serie de Decisiones, oportunamente comentadas, e implicó un importante avance en materia de expansión de la oferta de servicios.

Sin perjuicio de ello, a través de la Decisión 314
, se aclararon algunos conceptos sobre el proceso de liberalización, exponiéndose entonces que no comprendía el tráfico nacional de cabotaje de cada país miembro
.
En el año 2005, se instruyó al Comité de Autoridades Andinas de Transporte Acuático (CAATA) a dar un paso más en la liberalización de los servicios marítimos a través de la confección y conclusión de una normativa sobre apertura del cabotaje marítimo andino de cargas
. Más allá de las discusiones interpretativas sobre el alcance de esta directiva, habiendo sido éstas zanjadas a través de Decisión 659
, los extremos de la encomienda formulada son:

· Generar un marco jurídico que establezca con arreglo a qué pautas y requisitos se habilitará a los armadores de cada país miembro a realizar operaciones de transporte marítimo transportando cargas que se movilicen entre puertos de otro de los países integrantes de la CAN.










· Fijar los parámetros, a través de los cuales se garantice la pertenencia a cada uno de los estados de la Comunidad, de aquellas empresas navieras que pretendan ingresar en el mercado interno de cabotaje nacional de otro de los países miembros.















· Eliminación de cualquier norma interna que obstaculice el acceso de los armadores CAN a las carbas internas en tráficos de cabotaje.

La política de apertura del cabotaje nacional desarrollada fue inicialmente objeto de diversas observaciones por parte de Ecuador y otros miembros
, considerando el carácter de aguda sensibilidad que una medida como la propiciada podría tener sobre su marina mercante, sosteniendo que esta materia debería insertarse en una etapa superior del proceso de integración andino
.

Específicamente Ecuador mantiene una estricta reserva de carga con relación al transporte marítimo de hidrocarburos. Esta reserva ha sido específicamente objeto de tratamiento por parte de las decisiones que orientan el proceso de apertura del cabotaje.

En efecto, oportunamente, la Decisión 314, estableció que “Ecuador podrá sujetar el acceso a sus hidrocarburos transportados por vía marítima, a las disposiciones de su legislación nacional”, este reconocimiento sobre la reserva indicada fue mantenido por el artículo 4º, segundo párrafo, de la Decisión 659, generando el compromiso para el resto de los países miembros de revisarla a más tardar 3 años después de de la fecha de esta última decisión
.

En la XV reunión ordinaria de la CAATA
, se encaminó a la Secretaría General de la Comunidad Andina el pedido de conformación de un grupo Ad-hoc
 a fin de revisar dicha reserva y proponer recomendaciones que consagren un trato preferencial a los países miembros con el objeto de acceder al transporte de esos productos.

Tanto la apertura del cabotaje nacional a los armadores de la CAN, como la negociación de la reserva sobre hidrocarburos, debería ser enfocada por Ecuador sobre parámetros que combinen la situación actual de su marina mercante, la reforma portuaria que ha venido concluyendo en los años recientes y las necesidades de los cargadores del país.

En sentido genérico las restricciones al cabotaje nacional y las reservas de cargas, restringen la oferta y frecuencia de los servicios. Uno de los principales problemas que presenta en la actualidad el acceso a los tráficos marítimos desde Ecuador es la baja disponibilidad de espacios en bodega por los desajustes cíclicos de la oferta y demanda de éstos
.

Un acuerdo multilateral para la apertura del cabotaje, requerirá por parte de Ecuador acciones que le permitan:

i. La eliminación de las asimetrías de orden legal, impositivo y operativo existentes en el resto de los países miembros que impactan en la competitividad de su marina mercante, que debería coincidir con la apertura efectiva del cabotaje nacional.








ii. La determinación de las medidas que deberían asumirse en la faz institucional a fin de que la apertura impacte en forma positiva en el sector productivo.










iii. Las transformaciones a ser orientadas en la materia respecto de los operadores privados de transporte marítimo local.












iv. La participación activa en la adopción de requisitos mínimos para que las empresas marítimas de cada uno de los estados miembros de la CAN califiquen para poder realizar los tráficos marítimos internos.














v. La discriminación de los tráficos que son genuinamente operaciones de cabotaje interno, de aquellos de naturaleza feeder, que realizan navegación entre dos o más puertos locales, a fin de transbordar cargas a itinerarios fuera del país.

Desde la óptica portuaria, Ecuador se encuentra concluyendo un largo proceso de transformación basado en el concesionamiento de sus principales infraestructuras, Guayaquil, Manta, Esmeraldas y Puerto Bolívar.

La participación de esos puertos en el movimiento de cargas a nivel nacional se encuentra encabezada por Guayaquil, con el setenta por ciento (70 %) de las mismas,  seguido por Puerto Bolívar con el quince, Manta con el ocho y Esmeraldas con el siete. Los procesos licitatorios llevados adelante en estas dos últimas terminales se proponen incrementar la participación de los puertos directamente situados en el litoral marítimo. Dentro de estas iniciativas se encuentra también el proyecto de construcción de una nueva Terminal portuaria de aguas profundas en Psorja, en el límite exterior del Golfo de Guayaquil, con acceso directo desde el Océano Pacífico.

Por otra parte existe la iniciativa de conformar un Eje Portuario Binacional con participación de los puertos de Paita en Perú y Puerto Bolívar.

El Puerto de Guayaquil, ha sido objeto de concesionamiento en el marco de la ley de Modernización del Estado que contempla la concesión  de los servicios portuarios al sector privado, con el objeto de alcanzar mediante la competitividad mayores niveles de eficiencia a menor costo para el usuario.

El sistema de concesión fue regulado por la indicada ley, y los reglamentos portuarios que mediante la formalización de los contratos respectivos se propone garantizar las condiciones de ejecución de la concesión, brindando al  concesionario la libertad de operación y desarrollo del negocio portuario propiamente dicho y otras actividades complementarias.

Específicamente el Puerto de Guayaquil otorgó inicialmente en concesión la Terminal de graneles, y posteriormente las terminales de cargas generales y multipropósito, así como la de contenedores.

Actualmente, el procedimiento de licitación de estas últimas terminales se ha concluido, habiendo resultado adjudicataria la empresa Concesionaria de Terminales de Contenedores Guayaquil (CONTECON)
. Conforme a las bases de la licitación la concesión se otorgó por un plazo de veinte años, contemplando una inversión de 162 millones de dólares. Esta inversión  tiene previsto como principal destino la construcción de muelles y reparación de los existentes, para dar mayor movilidad a la carga, la  instalación de grúas y montacargas para dinamizar su operación, mejorar los accesos y procedimientos de recepción y despacho de las mercancías.

En el área del río Guayas existen también puertos privados situados en inmediaciones del puerto público de Guayaquil. La oferta de estos puertos especializados es amplia. El número de Terminales operativas alcanza a quince (15)
, ofreciendo servicios de carga en contenedores, banano, fertilizantes, granel líquido y seco.  De éstas, tan solo cuatro se encuentran habilitadas al tráfico internacional de importación, fundamentalmente para productos líquidos y secos a granel (diluyentes, aceite vegetal, ácidos, bauxita, fertilizantes, maíz, soya, trigo y materias primas para la industria del vidrio).

Estos puertos especializados, más allá de las limitaciones operativas en cuanto al tiempo de estadía de los buques en razón de ser sus cargas primordialmente graneles (uno a tres días), mueven físicamente alrededor de 250.000 Tn. Anuales
.

El puerto de Manta, que por su situación geográfica y ventajas naturales constituye el único puerto natural de aguas profundas del país, con mínimos requerimientos de dragado, encontrándose su acceso a una hora de las rutas marítimas de la costa oeste de Sudamérica, también ha sido objeto de concesionamiento. La empresa concesionaria, Terminales Internacionales del Ecuador (TIDE)
, tendrá a su cargo por treinta años la operación del puerto, previéndose una inversión en su infraestructura y equipamiento de u$s 523 milllones a cargo del concesionario y u$s 55 millones por parte del Estado Ecuatoriano, destinados a mejorar y ampliar sus facilidades, llevando su profundidad a 18 metros de calado.

Asimismo, la nueva dimensión prevista para el puerto de Manta lo afianzará como  cabecera del proyecto “Eje Multimodal Manta – Manaos”, que ha recibido un nuevo empuje por parte de las autoridades actuales del país.

Con carácter apriorístico, y siguiendo la experiencia regional en la materia, puede esperarse que la transformación portuaria que lleva adelante Ecuador mediante la participación del sector privado, no sólo en la administración de sus facilidades, sino también en la interacción con los sectores exportadores e importadores, se correlacione con una mayor eficiencia, tanto para el propio puerto como para el acceso de las empresas navieras, repercutiendo en una baja del costo del flete por aumento de la oferta
.

Tanto su reforma portuaria, como la intensificación de la oferta regional, podrían ser instrumentos directos para revertir las limitantes de acceso a servicios marítimos que se ha presentado en el pasado cercano.

La apertura del cabotaje, más allá de las resistencias iniciales puede representar para Ecuador un desafío de consecuencias ventajosas si se lo observa a la luz de las necesidades del sector exportador.

Los datos que surgieron del “Estudio sobre la viabilidad de implementar una Bolsa de Transporte en Ecuador”
 mostraron que en décadas pasadas los puertos del país contaban con una disponibilidad de líneas, buques, empresas de servicios regulares y cantidad de contenedores similar a la del resto de los países andinos. Pero por diversas circunstancias la demanda de transporte ecuatoriana, tanto en volumen como quizás también en regularidad, no pudo acceder a esos espacios perdiendo la puja con sus vecinos. Revertir las condiciones que hacen de la carga ecuatoriana un mal negocio para los armadores -o al menos no tan bueno como el de los demás países- debería ser un línea de acción a privilegiar tanto por el sector exportador como por el gobierno para mejorar la competitividad
.

7.  BOLIVIA Y LA ACCESIBILIDAD A LOS PUERTOS DEL PACÍFICO
La falta de acceso soberano al océano pacífico, constituye la principal limitante física que padece Bolivia en la movilidad de bienes destinados al comercio internacional. Como se advierte en el Capítulo VII de este trabajo, desde el plano estrictamente operativo, las complejidades que emergen del posicionamiento geográfico residen primordialmente en una serie de cuestiones vinculadas a la necesidad de duplicar operaciones fronterizas.

Conforme al objeto del presente trabajo, las necesidades de Bolivia respecto a su acceso a los puertos del pacífico contienen diversas problemáticas  vinculadas a la operación de los modos terrestres que permiten la vinculación con aquellos.

En los capítulos modales referentes al transporte ferroviario y carretero
, se analizaron dichas cuestiones.

El factor utilización de instalaciones portuarias fuera del territorio del país presenta datos particulares que residen en el grado de aplicación efectiva de los acuerdos vigentes que a nivel subregional y bilateral se han concluido a fin de facilitar la accesibilidad de las exportaciones e importaciones bolivianas, hacia y desde el transporte marítimo.
Esta noción facilitadora, consagrada jurídicamente, se ve empañada por circunstancias sobrevivientes, vinculadas ya sea a los operadores portuarios o a las reales posibilidades de las infraestructuras cuya posición geográfica resulta más idónea para los intereses bolivianos.

Bolivia accede al pacífico a través de los puertos de Arica y Antofagasta en Chile, e Ilo, Matarani y Moliendo en Perú. Su vinculación atlántica, con flujos de carga menores, se da a través del puerto de Santos, Rosario, Buenos Aires, Nueva Palmira y Montevideo.

Las operaciones de comercio exterior tienen como apoyo a la Administración de Servicios Portuarios de Bolivia, cuya presencia en las principales instalaciones portuarias utilizadas tiene como primordial objetivo velar por el cumplimiento de los acuerdos arribados para el uso de estas infraestructuras, asimismo cumple las tareas de agente aduanero oficial, realizando el control y certificación de las mercaderías con origen o destinación en Bolivia.  

El puerto de Arica, es el principal concentrador de carga contenedorizada boliviana, y otras mercancías generales. También opera trigo de importación y soja de exportación.

El Puerto de Antofagasta, es utilizado por Bolivia fundamentalmente para la exportación de minerales.

El Puerto de Ilo presenta restricciones de amarre con las consecuentes demoras que se traducen en excesivos tiempos de espera para la carga y descarga. Maneja graneles de exportación y combustible diesel de importación hacia Bolivia. 

El Puerto de Matarani, concesionado a partir de 1999, se encuentra especializado en contenedores, cargas generales y mercancías peligrosas.

La utilización de los puertos del norte de Chile se encuentra reconocida a partir del Tratado de Paz y Amistad que ambos países suscribieron en 1904. En su texto se reconoce a Bolivia, a perpetuidad “el más amplio y libre derecho de tránsito comercial por su territorio y puertos del Pacífico”
.

El principal problema actual, estrictamente referido a la utilización de los puertos chilenos, radica en los costos de utilización del puerto de Arica, luego de producida su privatización en el año 2004. Si bien en las bases del proceso licitatorio se dejó sentado que el operador que resultara adjudicatario tendría entre sus obligaciones respetar las franquicias reconocidas a Bolivia, el incremento de las tarifas portuarias establecido por el concesionario ha generado protestas gubernamentales y de los diversos actores del comercio exterior boliviano.

Más allá del análisis del Tratado de 1904 y de las facultades que en el actual  marco contractual asistan al concesionario para el incremento tarifario comentado, la circunstancia es reveladora de la debilidad que la carencia de acceso soberano a puertos marítimos genera a Bolivia.
Sin perjuicio de ello, paradojalmente, el puerto de Arica, que históricamente manejó cifras cercanas al 25 % de las exportaciones bolivianas, venía demostrando   en el período inmediato anterior a la privatización una tendencia declinante que se ha revertido durante los año 2006 y lo que va del 2007.

Ello es demostrativo de que la mejora de la gestión portuaria a cargo de la empresa privada concesionaria es aprovechada por los exportadores bolivianos y que el mero aumento de las tarifas portuarias no necesariamente representa un sobrecosto si va acompañada de servicios de mayor calidad y eficiencia.

Otro ángulo de los acuerdos de facilitación para permitir a Bolivia soluciones a su encierro continental es el “Plan Andino de Acción Conjunta para coadyuvar a la solución de los problemas de transporte y comunicaciones derivados de la mediterraneidad” del país
 elaborado en ámbito de la CAN.

Sus determinaciones tienden a poner en ejecución acciones de corto, mediano y largo plazo, en las que resulta fundamental la participación de Perú y el financiamiento asignado a la Coorporación Andina de Fomento –CAF-y el Banco Interamericano de Desarrollo –BID-.

De sus lineamientos surgen de manera programática la ejecución de proyectos destinados a mejorar la vinculación terrestre entre Bolivia y los puertos peruanos de Ilo y Matarani.

Respecto del primero, oportunamente Perú propuso a Bolivia una asociación preferencial enmarcada en un plan de integración territorial y económica, creando una zona especial por 99 años, con régimen de libre tránsito, concediendo un área de aproximadamente mil hectáreas a los fines de emplazar un puerto exclusivo para el comercio exterior boliviano, bajo administración directa de Bolivia.

Actualmente, se ha reactivado el proceso de privatización del puerto de Ilo, previéndose su iniciación para comienzos del año 2008. 

Las reformas portuarias encaradas deberían contar con la participación de los exportadores bolivianos, situación que no se presentó respecto del puerto de Arica.

Sin perjuicio de los reclamos políticos sobre la obtención de una salida soberana al mar que consiste en la reivindicación territorial principal que persigue Bolivia, su condición de país mediterráneo debería ser objeto de un puntual análisis en cuanto a los reales efectos que de ello se derivan.

VI.   INTERMODALIDAD Y APLICACIÓN DE NOCIONES LOGÍSTICAS

1. EL SISTEMA DE TRANSPORTE

Como fuera reseñado en el Capítulo II literal 6, tanto a nivel regional como en el marco de las instancias de integración sudamericana existen plexos que regulan jurídicamente el transporte multimodal.

Respecto de la caracterización del multimodalismo nos remitimos a lo allí expuesto, sin perjuicio de remarcar algunas cuestiones liminares que diferencian la faz eminentemente normativa de las necesidades de distinto carácter que permiten constituir a la combinación modal en una auténtica decisión de índole logístico.

En primer lugar, la acepción estrictamente técnica del multimodalismo remite a una solución jurídica referida a la contratación de los servicios de transporte, consolidando en un mismo acto e instrumento varias operaciones sucesivas realizadas mediante dos o más modos de transporte, en un solo obligado que resulta ser el operador de transporte multimodal, quien asume toda la responsabilidad emergente de dicho servicio, sea o no el transportista efectivo, bajo reglas expresamente determinadas en cuanto al alcance de dicha responsabilidad.

Precedentemente, al tratar los aspectos relacionados con la normativa para facilitar las operaciones de transporte, se mencionó que más allá de la conveniencia de asegurar el desarrollo ordenado del transporte Multimodal internacional, a través de acuerdos, leyes y regulaciones, se requiere que las normas jurídicas consagren soluciones de índole técnico-legal que alcancen a describir la naturaleza específica del multimodalismo, ante la posibilidad de considerar a este tipo de prestaciones como una temática autónoma.
Transporte multimodal y transporte sucesivo en un comienzo se hallaban discriminados, atribuyéndole al primero una serie de características que describían las consecuencias jurídicas vinculadas a su concertación, mientras que el segundo quedaba circunscripto a la noción operativa de sumar en el transporte de bienes la utilización de dos o más modos de transporte. La consideración jurídica de este último caso se descompone en tantos contratos de transporte como modos son utilizados entre el origen del envío y la recepción final por el consignatario, lo que implica que la extensión de la documentación acerca de la celebración del contrato y regularidad del transporte, el tratamiento de los sujetos obligados a la prestación, el régimen de responsabilidad emergente y demás efectos, quedan atomizados modalmente.

La conceptualización multimodal vino a superar esta visión cerrada, interpretando que la facilitación que implica adoptar las técnicas del multimodalismo en la expansión del comercio internacional, debe concretarse a nivel normativo con el establecimiento de reglas que lo aborden con criterios de unicidad.
Asimismo, no puede soslayarse que la base posibilitadora de los servicios multimodales radica en el principio de unitarización de cargas, concepto que si bien es de índole técnico y escapa a los aspectos aquí asumidos, conlleva también a las regulaciones que, vinculadas a la estandarización de los equipos de transporte, son esenciales para el mantenimiento del sistema intermodal de movilidad.
En este contexto, la movilidad multimodal aparece como una respuesta a la aceleración de modificaciones en la demanda de los mercados consumidores que ha consagrado una tendencia vigorosa de reducción de inventarios en los procesos de venta, lo que implica la reducción de magnitud física de los embarques y el consiguiente aumento de frecuencias de envíos, nociones de innegable contenido logístico.
Por ello, la superación del transporte sucesivo, requiere además de la introducción de tecnología adecuada para lograr su funcionamiento la irrupción de soluciones jurídicas, vinculadas a la concentración y limitación de responsabilidad en un solo sujeto, documento y unidad de carga, obteniendo de tal manera que se pueda considerar una red logística regional o supraregional, que tienda a la reducción de costos complementarios
En esta inteligencia, el transporte multimodal de la región sudamericana y sus manifestaciones subregionales (MERCOSUR y CAN) se encuentran reglados –hasta exageradamente- por los acuerdos de facilitación concluidos en esos ámbitos.

Pero el grado de compatibilidad de esas regulaciones, o su situación de adopción efectiva por cada instancia integrativa o por los países que las conforman, deviene en una cuestión de interés jurídico muy alejada de las posibilidades prácticas de aplicar el multimodalismo en sentido pleno como un factor preponderante en la eficiencia de los servicios de transporte regionales.

Fundamentalmente, sin menoscabo de las iniciativas cumplidas y en curso de ejecución, la carencia que impide lograr mayores resultados en la expansión de la oferta de transporte, en la combinación eficiente de los modos y en la aplicación de las nociones que gobiernan la logística del comercio internacional, dentro de  un contexto de calidad y costo asimilable al de otras regiones, es la falta de una visión sistémica respecto de la cadena de transporte que se encarne en el marco de plan estratégico, que sea susceptible de una aplicación sostenida en el tiempo.

Este diagnóstico, que obviamente no pretende ser novedoso pues se viene reiterando invariablemente en análisis, trabajos y estudios sobre la materia, resulta aún más evidente en aquellos países que como los PMDER suman a esta carencia otras dificultades en su inserción al comercio internacional de bienes como consecuencia de diversos factores económicos, financieros, sociales, de posicionamiento geográfico, etc.

Las necesidades que mayormente se remarcan como obstativas para que los países bajo análisis puedan emprender las acciones que permitan establecer un sistema de transporte integrado son de variada índole, pero pueden agruparse en factores institucionales, regulatorios, infraestructurales y operativos.

2. PROPUESTA DE DIRECTRICES PARA LA INTEGRACIÓN DEL TRANSPORTE EN LOS PMDER
Como punto de inicio de la visión integrada, se debe superar la visión de red de transporte, que contiene fuertes condicionamientos modales, conceptualizando al sistema como una red de redes que incorpora tanto los servicios como la infraestructura.

Esta visión eminentemente multimodal, padece como dato general en los países objeto de estudio una primera dificultad de orden institucional resultado de divorciar la planificación y ejecución de la infraestructura de la gestión de los servicios.

Lo expuesto se traduce en un deficiente tratamiento de un todo sistémico constituido por las redes y los nodos de transporte, los servicios propiamente dichos, el equipamiento y la noción logística que debe imperar en la movilidad.

No se aprecia en mayor grado la existencia de una política de transporte diseñada en forma consustanciada entre el sector público y el privado, que más allá de constituir un inventario programático, establezca un cuadro concreto de objetivos para desarrollar el sistema, integrando acciones específicas para cada modo, insertas en las de carácter multimodal.

La mencionada inserción debería constituir un pilar estratégico de la movilidad, informando una directriz prioritaria a la hora de determinar la conveniencia de proyectos y meritar la eficiencia de las inversiones necesarias para su concreción.

Se aprecia también un desajuste en cuanto a los mecanismos de gestión de cada modo de transporte, ya sea por estar asignados gubernamentalmente a organismos que no responden a los mismos departamentos ejecutivos, o por tener distintas jerarquías funcionales, o estar conformados con disímiles grados de posicionamiento en las estructuras estatales, sea por su pertenencia directa a éstas, o por su carácter autónomo o autárquico.

Este escenario, que divorcia primero los aspectos de la infra e infoestructura de transporte de los correspondientes a la operación de los servicios, y desvincula luego a cada modo, atomizando la gestión a pautas específicamente modales, debe ser revertido a fin de obtener una vívida aplicación de las pautas de interoperabilidad, tanto de las redes como de los modos.

Además de la desconexión intrínseca de la gestión administrativa estatal de los distintos modos, se presentan problemas de coordinación jurisdiccional con otras áreas de gobierno que resulta imprescindible superar. Las relaciones intergubernamentales de los departamentos encargados de las aduanas nacionales, de la salubridad de los productos de exportación e importación, de la gestión de las infraestructuras que vinculan las redes con los centros de transferencia intermodales y con los puntos de frontera, en su interacción con los gestores de la operación de transporte, deben adecuarse a las necesidades de fluidez y celeridad que requiere el comercio internacional de bienes. Los procedimientos de estas relaciones deben hallarse expresamente establecidos y responder a efectivas y eficientes pautas de colaboración. 

Algo similar ocurre en la gestión de los acuerdos internacionales de transporte vigentes en cada subregión. La solución de las dificultades operativas que se experimentan, tanto en lo referido a las autorizaciones internacionales para prestar servicios, como al cumplimiento de las pautas y principios emergentes de cada regulación y, fundamentalmente, en el transcurso fronterizo, requieren, más allá del menor o mayor éxito que presente su tratamiento bilateral, producir modificaciones de carácter institucional conformando instancias permanentes para la gestión de dichos acuerdos, que cuenten con atribuciones efectivas tendientes a posibilitar una interpretación auténtica de los plexos regulatorios, resolver mandatoriamente los conflictos presentados y aplicar los regímenes de sanciones por infracción a sus disposiciones.

Por otra parte, las autoridades nacionales encargadas de aplicar los marcos internacionales, no deberían ser designadas sobre el presupuesto de su competencia meramente modal, adicionando esa tarea como un accesorio de las facultades que ostenten respecto del transporte interno, sino ser caracterizadas conforme la especialidad que la materia requiere, con dedicación exclusiva a la misma y jerarquía de similar nivel a la de los encargados de la gestión modal.       

La heterogeneidad que se presenta respecto de la regulación y gestión pública de los modos, alcanza también a los operadores privados, que salvo puntuales casos, omiten desarrollar iniciativas de colaboración o integración empresarial de los servicios, conformando mercados exclusivamente modales, que desarticulan las necesidades de los dadores de carga, erigiéndose como limitantes a la oferta de transporte.

Esta circunstancia también implica un marcado grado de desnivel modal en cuanto a la calidad y seguridad de las prestaciones de transporte, ya que las regulaciones compartimentadas que presentan, responden muchas veces, a circunstancias  coyunturales o de impacto social, y no a la funcionalidad de cada modo en su articulación con la movilidad en general.

Las disimilitudes entre los mercados modales y la disfuncionalidad de algunos de éstos con las prácticas más reconocidas de la logística comercial internacional, aventan la posibilidad cumplir pautas de seguridad, calidad y eficiencia que resultan imprescindibles para insertarse exitosamente en la mecánica del comercio exterior.

Sin perjuicio de ello, en los PMDER se evidencia que las entidades privadas que nuclean a los actores del comercio en general, y del comercio exterior en particular, han asumido un activo rol en la formación de recursos humanos, tanto a nivel gerencial como operativo, detección y avalúo de los extracostos que repercuten en su comercio por las deficiencias institucionales, fiscales y operativas que se presentan, a la vez que han realizado múltiples propuestas para la superación de estas restricciones
.

La integración del sistema de transporte requiere acciones directas y sostenidas de las autoridades nacionales, eliminado las deficiencias apuntadas.

El ordenamiento de los mercados de servicios de transporte, sobre pautas regulatorias claras y de posible cumplimiento, dotándolos de la debida transparencia, tanto en la condiciones de acceso como de contratación, permitirá paulatinamente mejorar su calidad.

Otro elemento fundamental es poner a disposición de los cargadores información estadística completa y actualizada sobre el desempeño de los operadores de transporte, la oferta de los servicios y los parámetros que llevan a determinar el nivel de los fletes.

En este sentido, la evolución del costo de transporte, la estructura ponderada para la fijación del precio de los servicios y la adecuación de estos últimos con la calidad ofrecida, requiere una labor permanente por parte de las autoridades gubernamentales así como de los dadores de carga
.

Los PMDER se ven afectados por restricciones notables en su infraestructura e infoestructura de transporte, éstas han sido desarrolladas en los capítulos  sobre los procesos sectoriales modales. Ciertamente la iniciativa IIRSA, ha efectuado un detalle preciso de los corredores que conforman la redes de transporte regionales, priorizando un inventario de obras que de concretarse generarán un salto cuantitativo y cualitativo de las disponibilidades para el sistema.

Mientras esto ocurra, la mejora de la accesibilidad real a sus territorios deberá optimizar los planteos operativos a través una regulación efectiva y aplicable de los operadores, el ordenamiento de las facilidades existentes, optimizando el funcionamiento de los principales centros de transferencia y buscar por conductos eficientes, remover las limitantes de los puntos de vinculación internacional de las redes.

3. EL PAPEL DE LA OPERACIÓN DE TRANSPORTE ARTICULANDO EL SISTEMA LOGÍSTICO

Los PMDER deberían afrontar un mejoramiento sustancial de sus sistemas de transporte de mercancías. Para ello, deberán articular de manera más eficiente su operación nacional e internacional, haciendo un esfuerzo puntual sobre sus redes troncales, principales nodos internos y puntos de conexión con el exterior.

El fortalecimiento de sus redes troncales debe enfocarse más  allá de una visión de movilidad básica, asumiendo que el transporte en su conjunto constituye un subsistema primordial de la logística integrada y es actor elemental de la logística del comercio internacional.

Si bien la conceptualización logística excede el concepto de transporte, ya que hace referencia a una serie de actividades y operaciones que comprenden desde la denominada logística de ingreso, representada por la adquisición de insumos y materias básicas para los procesos de transformación, hasta la distribución física final a los consumidores, pasando por el manejo y gestión de sus inventarios, acopio y almacenamiento, embalaje, transmisión de datos sobre estado y localización, el desarrollo de los sistemas de información asociados, así como otras funciones accesorias o complementarias a éstas, en el campo del comercio internacional, el grado de desarrollo que tenga el sistema de transporte resulta primordial para la eficiencia de toda la cadena logística.

Fundamentalmente el éxito de las operaciones logísticas no es medido por la eficiencia o el costo aislado de cada uno de los eslabones de la cadena de distribución, sino por el “trade off” resultante de analizar el resultado adicionado de todas las actividades cumplidas de inicio a fin.

Los procedimientos y sistemas aplicados a la gestión logística presuponen que tanto los traslados físicos como la gestión de los diversos períodos de reposo de las mercaderías antes de su entrega final, se encuentran planificados y se ejecutan sobre pautas normatizadas de calidad y en el tiempo exactamente predeterminado para satisfacer en forma plena a los clientes, que persiguen a través de la contratación de estos servicios optimizar sus costos mejorando su inserción en los mercados, tanto locales como internacionales.

La generación de operadores logísticos en sentido pleno requiere múltiples ingredientes relativos a su organización empresarial, facilidades estructurales, aportes tecnológicos sobre la información y trazabilidad de las operaciones, nociones avanzadas sobre comercio electrónico y gestión instrumental vinculadas al comercio internacional de bienes
.

En este sentido, los PMDER presentan como necesidad inicial reconocer en forma exacta el alcance y contenido de la gestión logística, diferenciándolo del mero acarreo de mercancías, aún cuando con motivo de éste el transportista realice otras actividades accesorias.

Por ello, es necesario continuar con la actividad de esclarecimiento sobre el proceso de la logística internacional, sus componentes y la determinación fehaciente de cuales son los extremos que permiten considerar a los oferentes de servicios como auténticos operadores logísticos.

A tal fin resulta un camino fundamental el apoyo a las entidades que en cada uno de los PMDER agrupan a los actores del comercio internacional, a fin de que continúen con las actividades de difusión y promoción que han venido desarrollando en esta materia.

Como ha sido reiteradamente expuesto al analizar los procesos sectoriales modales en los países objeto del presente trabajo, la gestión del transporte internacional se encuentra afectada en su eficiencia por limitantes institucionales, regulatorias, económico sociales, infraestructurales y de equipamiento.

La difusión y adopción de las nociones logísticas aplicadas en las regiones más desarrolladas, probablemente permitirá reformular algunas de las prioridades actualmente establecidas a nivel nacional con relación al transporte y sus servicios accesorios, como respecto de su infraestructura, constituyendo a ésta en medio de articulación de los centros logísticos, que operan como nodos de la red de redes en que debe concebirse el sistema de transporte.

A su vez, la red nacional debe prever su integración con los ejes correspondientes que surgen de las determinaciones de la IIRSA.

En atención a la posición geográfica de los PMDER en la región y a su ubicación internacional, deben potenciar y privilegiar su accesibilidad y conectividad con los principales núcleos del tráfico mundial de mercancías.

Operativamente, sobre las pautas antes aludidas, cada uno de los PMDER debería favorecer a sus actuales operadores logísticos, mediante su consolidación y expansión, así como promover el ingreso de otros que aporte una visión intermodal.

Los servicios de transporte actualmente prestados, requieren en general una sustancial mejora respecto de la agilización de flujos, incorporando los sistemas de gestión que permitan su seguimiento, tanto por los operadores como por los cargadores.

VII. MEDITERRANEIDAD Y TRANSPORTE
1. EFECTOS DE LA POSICIÓN MEDITERRÁNEA

La ausencia de una salida soberana a puertos de ultramar que se encuentren situados en el propio territorio, presenta una complejidad para la inserción en el comercio internacional de bienes de los países que se encuentran en dicha situación.

La posición mediterránea no necesariamente implica recorrer por vía terrestre distancias mayores a las que se deben afrontar desde determinadas localizaciones interiores en países de gran extensión con acceso propio al océano, pero el dato principal, cuando se carece de litoral marítimo, resulta de la necesidad de duplicar operaciones fronterizas, con las consecuencias que en materia de costos se desprenden de ello.

En efecto, las distancias que se recorren para vincular la ciudad de La Paz con el puerto de Arica, son sustancialmente inferiores que las que deben transitarse para poner las cargas del noroeste argentino en los puertos de ultramar del Río Paraná o del Río de la Plata. Aún tomando en cuenta las desventajas topográficas del tramo La Paz – Arica, los tiempos de transporte entre ambos puntos son también por mucho menores que el que lleva  unir el tramo puesto como comparación. El sobrecosto esencial no se encuentra en la distancia, sino en la incidencia que la posición de múltiple destinación fronteriza genera en el primer caso.   

Asimismo, el encerramiento continental genera una dependencia significativa respecto de los países transitados en materia de servicios de infraestructura y sujeción a la institucionalidad extranjera que los rige, situación que incide en la movilidad de las mercancías
.

Vale de poco insistir acerca de las ventajas que conciernen al transporte marítimo y su economía respecto de los demás modos de transporte, ya que la cuestión que resiente los costos de importación y exportación en Bolivia y Paraguay  no se conecta únicamente con las distancias que deben recorrerse para acceder a los puertos oceánicos, sino preponderantemente con las carencias de infraestructura y operativas que impiden bajar el costo del transporte terrestre y/o hacer más confiable el transporte fluvial.

Ha sido recurrente en el análisis de los procesos sectoriales modales realizados en este trabajo, remarcar la incidencia que tiene para el transporte terrestre el funcionamiento de los transcursos fronterizos. Las múltiples trabas que la frontera impone al transporte, los exagerados tiempos de espera para poder efectuar los descoordinados controles que allí se ejecutan, la falta de infraestructuras acordes con la magnitud creciente del tráfico, las carencias informáticas y de comunicaciones, la persistencia en mantener la documentación física, el disímil grado de profesionalización, tanto de los agentes públicos como del personal privado encargado de gestionar los despachos, el singular fenómeno social que se genera en los puntos de frontera, son realidades que conviven con el transporte internacional terrestre, y agravan la posición mediterránea.

Lo que en definitiva sufren Bolivia y Paraguay por la necesidad de duplicar operaciones de frontera es un agravamiento de las limitaciones que todos los países de la región sufren en materia de transporte internacional terrestre.

Por otra parte, el traslado de grandes volúmenes de carga, tanto de exportación como de importación, desde y hacia el oriente boliviano  y el Paraguay, por el modo fluvial, se encuentra limitado por las posibilidades actuales de la Hidrovía Paraguay –Paraná
.

La infraestructura vial y ferroviaria
 de los países mediterráneos tratados resulta de menor capacidad y conectividad de la de los países que deben transitarse para arribar a las estaciones marítimas. Esta realidad impide en la práctica desarrollar exitosamente soluciones multimodales que neutralicen en parte los efectos del posicionamiento interior.

Finalmente, la falta de una salida soberana al mar y consiguiente necesidad de transitar el territorio de otro país en procura de la misma, repercute en una serie de erogaciones que se incorporan al costo de transporte, como las referidas a servicios necesarios para su consecución, el pago de tasas u otros gravámenes, tarifas de peajes, componentes impositivos a los combustibles, etc., que deben ser canceladas en moneda local, lo que por lo general revierte en diferencias de cambio que encarecen el transporte. 

2. MEDIOS PARA MINIMIZAR LOS EFECTOS DE LA MEDITERRANEIDAD ASOCIADOS AL TRANSPORTE 

Los efectos que genera la posición geográfica apuntada sobre las operaciones de transporte requieren la implementación de mecanismos que permitan neutralizarlos, al menos parcialmente.

Los procesos de integración, al reconocer la especial situación de aquellos países que presentan un menor desarrollo respecto a otros miembros, deben plasmar herramientas efectivas para la superación de estas consecuencias. Si el proceso de integración llegará a un estadio óptimo respecto a la facilitación de los servicios de transporte, seguramente las principales causas de las desventajas apuntadas se removerían.

Hasta que esto ocurra, tanto Bolivia como Paraguay deben optimizar y ampliar los acuerdos alcanzados a fin de hacer más eficiente su tránsito por otros países en procura de los puertos oceánicos, constituirse respectivamente en principales impulsores de las soluciones a los problemas generados por los transcursos de frontera y hacer más eficientes las facilidades que en materia portuaria, de zonas francas y depósitos de la misma índole han obtenido, ampliándolas de ser posible.

En el caso de Bolivia, las pautas que orientan el tratamiento especial que debe brindarse a su situación geográfica fue plasmado a través del “Plan Andino de Acción Conjunta para coadyuvar a la solución de los problemas de transporte y comunicaciones derivados de la mediterraneidad” del país
.

Este programa receptó una serie de objetivos que se orientan fundamentalmente a:

Permitir que el país disponga de facilidades portuarias y de transporte terrestre.

Colaborar, mediante el financiamiento de la Corporación Andina de Fomento y del Banco interamericano de Desarrollo en la ejecución de acciones y proyectos de transporte localizados en los territorios de Bolivia y Perú, a través de los cuales se contribuya a resolver los problemas derivados de la mediterraneidad del primero.

El establecimiento de programas de corto, mediano y largo plazo con dicho objetivo. 

Respecto de las concreciones de dicho programa y del funcionamiento, capacidad y demanda de los puertos de Ilo y Mataraní por parte de los exportadores e importadores bolivianos, nos remitimos al Capítulo V.

En el caso de Paraguay, las principales referencias a los efectos de las operaciones que deben realizarse para encausar sus exportaciones provienen del sector privado
, que ha estimado en el 4,26 % del PBI (más de 300 millones de dólares para el año 2005) los sobre costos generados por su condición mediterránea.

Estos costos reflejan los gastos incrementales que deben asumir los agentes del comercio exterior paraguayo, pero no responden necesariamente en su totalidad a una manifestación de la situación de mediterraneidad del país, sino también a factores internos que conspiran contra el comercio exterior.

Por ello, otro de los medios para morigerar el efecto mediterraneidad es de carácter interno y consiste en la remoción de todos aquellos factores propios que inciden en un aumento injustificado del traslado internacional de mercancías, cualquiera sea el origen de esos factores.

3. PAUTAS PARA DETERMINAR EL ALCANCE DE LAS AFECTACIONES PRODUCIDAS POR LA MEDITERRANEIDAD 

Como fuera expuesto, los efectos que produce la situación interior de Bolivia y Paraguay no son solo consecuencia de esa circunstancia geográfica.

En materia de transporte, un análisis preciso de los extra costos generados en la cadena de movilidad de las mercancías de exportación e importación debe atenerse al estudio del flujo de las cargas, bajo una metodología que contemple y verifique la realidad operativa del sistema.

Ejemplo de lo expuesto es el estudio denominado “Impacto del Transporte y de la Logística en el Comercio Internacional del Paraguay” preparado por la Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID) por la consultora CARANA Corporation, en colaboración con la Cámara Nacional de Comercio y Servicios de Paraguay (CNCSP)
.   

A los fines de mensurar las consecuencias del posicionamiento del país y sus efectos sobre el comercio exterior, se relevaron detalladamente todos los costos directos e indirectos en diez corredores de exportación e importación, analizándose las secuencias de todas las transacciones comprendidas desde el preembarque hasta su llegada al puerto de destino, y para las importaciones, desde el embarque en origen hasta la entrega al consignatario nacional.

A fin de obtener datos y recibir los aportes de los sectores involucrados en el comercio exterior, se constituyó un foro
 compuesto por asociaciones gremiales vinculadas a la especialidad.

El estudio relevó la exportación de diferentes rubros como soja y carne, así como la importación de diversas mercaderías, tanto por vía fluvial como terrestre.

Los resultados del estudio avaluaron los diez sobrecostos de mayor significación en las operaciones analizadas.

Estos son:

1. Deficiencias y demoras conexas en los pasos de frontera: u$s 38,4    millones.






















2. Incidencia de la falta de dragado del río: u$s 24,8 millones.













3. Demoras en acceso a puertos: u$s 23.5 millones.












4. Demoras producto de ineficiencias viales: u$s 16,6 millones.













5. Demoras en obtención de certificaciones sanitarias: u$s 7,2 millones.









6. Costo de visaciones consulares: u$s 6,8 millones.













7. Merma de mercaderías en preembarque: u$s 5,0 millones.












8. Morosidad en los pagos: u$s 4,2 millones.














9. Efectos de la reserva de carga fluvial: u$s 3,4.







10. Gastos de despacho con honorarios: u$s 3.3 millones.

Como se advierte, estos sobrecostos que afectan directamente la competitividad de las exportaciones no obedecen a factores excluyentes de la situación de mediterraneidad del país, sino que desnudan ineficiencias operativas y regulaciones que penalizan al comercio exterior, que se encuentran en gran medida en manos de los propios gobiernos locales remover.

También el estudio comentado confirma que las principales necesidades de los PMDER en materia de transporte se vinculan a la mayoría de las cuestiones reseñadas en el curso del presente trabajo.   

ANEXOS

ANEXO I - MISIÓN ECUADOR

DEL 10 AL 14 DE OCTUBRE DE 2006

· DIRECCIÓN GENERAL DE LA MARINA MERCANTE Y LITORAL
AUTORIDAD PORTUARIA DE GUAYAQUIL

Funcionario Entrevistado:

- Jefe Unidad Coordinación de Gestión: Vicealmirante Timoshenko Guerrero Rivadaneira.

· FERROCARRIL EN EL ECUADOR

Entrevistado: 
- Arq. Alejandro Lazzo de la Torre, ex Subsecretario Nacional de Transporte (actualmente Gerente General del EMSAT).

· EL TRANSPORTE CARRETERO

Entrevistados:

-Subsecretaria Nacional de Transportes: Dra. Diana Camino Obregón

-Comisión Nacional de Tránsito y Transporte Terrestre: María Elena Machado

-Director de Transporte Terrestre Internacional: Ing. Víctor H. Paredes Freire

-Presidente de la Cámara de Transporte Pesado del Ecuador: Carlos Jiménez

-Presidente de la Cámara de Transporte Pesado de Guayaquil: Denis Quispe  Rosillo

· EL EJE MULTIMODAL PACÍFICO – ATLÁNTICO (MANTA – MANAOS /  BELEM).

Entrevistado: 

-Ing. José Macchiavello. Ex Ministro de Obras Públicas.
· MERCADO DE FLETES Y VISIÓN LOGÍSTICA

Entrevistada:

- Ing. Jenny Nájera Cerón, FEDEXPOR Ecuador.

ANEXO II - MISIÓN  PARAGUAY

DEL 21 AL 24 DE NOVIEMBRE DE 2006

· DIRECCIÓN GENERAL DE LA MARINA MERCANTE

Funcionarios Entrevistados:

· Director General: Almirante Olimpio Morán






· Encargado Área MERCOSUR y otros acuerdos internacionales: Ing. Néstor Barrios 

· CENTRO DE ARMADORES MARÍTIMOS Y FLUVIALES

Entrevistado:

-     Manuel Royg Benitez. Asesor

· FERROCARRIL DEL PARAGUAY

Entrevistado: 
· Gerente Financiero de Ferrocarriles del Paraguay S.A., Lic. Eduardo Benítez  

Haedo.

· EL TRANSPORTE CARRETERO:
DIRECCIÓN NACIONAL DE TRANSPORTE (DINATRAN)

Entrevistados
-         Director Nacional de Transporte: Dr. Marco Vinicio Caballero Giret

-         Jefe Departamento Asuntos Internacionales: Lic. Sergio Amarilla

-         Asesor Director Nacional: Lic. José Argaña

· CÁMARA PARAGUAYA DE TRANSPORTE INTERNACIONAL  TERRESTRE  (CAPATIT)

Entrevistado
-Sr. Julio Huespe Pin: Presidente

· FORO DE TRANSPORTE Y LOGÍSTICA (FOROTYL)

Entrevistados:

-     Sr. Edgar Riffler: Director de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios.

-     Lic. Miguel Riquelme Olazar: Gerente General de la CNCSP.

-     Ing. Rocío C. Aguayo Garay: Coordinadora de FOROTyL

· CENTRO DE IMPORTADORES DEL PARAGUAY (C.I.P.)

Entrevistado
· Lic. Julio Sánchez Laspina: Gerente General

· CÁMARA PARAGUAYA DE EXPORTADORES DE CEREALES Y OLEAGINOSAS (CAPECO)

Entrevistados:

· Lic. Ignacio Santiviago Chase: Gerente.






· Lic. Sonia Tomasone: Asesora

ANEXO III - MISIÓN  BOLIVIA
· VICE MINISTERIO DE TRANSPORTES

Las entrevistas realizadas en ámbito del Vice Ministerio de Transportes comprendieron a la Dirección General de Transporte Terrestre, Fluvial y Lacustre, a la Dirección General de Transporte Aéreo y a la Unidad de Gestión de Proyectos, a cargo del Proyecto Ferroportuario del Oriente Boliviano.

· DIRECCIÓN GENERAL DE TRANSPORTE TERRESTRE, FLUVIAL Y LACUSTRE.

Funcionarios Entrevistados

- Director General: Sr. Severino Zuna. 
- Jefe de Planificación Desarrollo Vial: Ing. Guillermo Rubin de Lelis.

- Jefe Unidad Hidrovía: Sr. Marcelo Castro.
- Jefe Unidad Transporte Internacional Carretero: Lic. Franklin Molina.

- Coordinador Proyecto Ferroportuario: Contralmirante Gildo Angulo Cabrera.

· DIRECCIÓN GENERAL DE TRANSPORTE AÉREO

Funcionario Entrevistado:

-Directora General: Sra. Katarina Gumucio.

· SUPERINTENDENCIA DE TRANSPORTES.

Funcionarios Entrevistados:

- Intendente: D. Jorge Luis Auza Tezanos Pinto.

- Director de Regulación: D. Abdón Porcel Arancibia.
· EMPRESA FERROVIARIA ANDINA S.A.

Entrevistado:

· Franz Hochstatter Dubravic. Jefe Depto. Comercial.

·   FERROVIARIA ORIENTAL S.A.

Entrevistado: 

-     Angel Sandoval Salas. Jefe Relaciones Externas.

· CÁMARA DE TRANSPORTE DEL ORIENTE.

Entrevistado: 

-Roger Rivero. Presidente.

· CÁMARA DE EXPORTADORES DE SANTA CRUZ (CAMEX).

Entrevistados:

-Carlos Menacho Espejo. Sub Gerente.

-Ana Paola Burgos Campos. Logística y Transporte.
· INSTITUTO BOLIVIANO DE COMERCIO EXTERIOR

Entrevistado: 

-Ing. Limberg Menacho Ardaya

__________
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� Los conceptos vertidos en este documento son de la exclusiva responsabilidad del autor y no reflejan necesariamente los criterios de la Secretaría General.





� TM 80, arts. 3, 15 y Resol. CM. 6


� ALADI/CM/Resol. 61 (XIII) 18/10/04


� Tratado de Montevideo de 1980.


� Como ejemplificación de lo expuesto, tanto Paraguay como Bolivia son suscriptores del Acuerdo de Transporte Internacional Terrestre del Cono Sur de América –ATIT-  (ALADI/AAP/A14TM/3 del 26 de septiembre de 1990, mientras que el tratamiento regulatorio modal del transporte internacional carretero vigente para Ecuador es la Decisión 399 del 17 de enero de 1997 de la Comunidad Andina de Naciones (CAN). Bolivia también miembro de la CAN, regula sus operaciones de transporte con Perú a través de la indicada Decisión, y con Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay a través del ATIT. Finalmente, Perú, también suscriptor del ATIT, aplica este acuerdo con los indicados países.


� ALADI/AAP/A14TM/3 del 26 de septiembre de 1990


� ALADI/AAP/A14TM/5 7de julio 1992.


� Suscripto en Fortaleza el 17 de diciembre de 1996.


� Decisión 399/ 17 de enero 1997.


� ALADI/AAP/A14TM/3 del 26 de septiembre de 1990


� Enumeración del artículo 3.-


� ALADI/AAP/A14TM/3 del 26 de septiembre de 1990


� ALADI/AAP/A14TM/5 –7 de julio de 1992-


� ALADI/AAP/A14TM/5.R9 –22 de marzo de 2000- 


� ALADI/AAP/A14TM/5.R10 –22 de marzo de 2000-


� ALADI/AAP/A14TM/5.R7 –16 de diciembre de 1998- 


� ALADI/AAP/A14TM/5.R11 –22 de Marzo de 2000- 


� Cronograma de “Las Leñas”, actualizado por la Decisión Nº 9/93 del Consejo del Mercado Común (CMC).


� Ejemplo de esta situación es la política en la materia que en los Estados Unidos de América proviene de la Jones Act, por la cual se generaron diversos mecanismos de reserva de fletes, que alcanzan no solo la operación en sí, sino incluso a la construcción local de las embarcaciones y la reserva de cargas en el transporte internacional. 


� Es el caso de la Unión Europea donde el Reglamento CCE 4055/86 sobre libre prestación de servicios en el transporte marítimo, fijo las condiciones de acceso a la prestación de este tipo de servicios por parte de los transportistas marítimos establecidos en la actual Unión y a los establecidos fuera de ella, tanto en tráficos comunitarios como en aquellos realizados con terceros países. 


� Acta de la Reunión de la Comisión de Especialistas de Transporte Marítimo del SGT Nº 5, San Carlos de Bariloche, 26 al 28 de abril de 2006. 


� Acta de la Reunión de la Comisión de Especialistas de Transporte Marítimo del SGT Nº 5, Asunción, 18 al 20 de abril de 2007. 


� MERCOSUR /CMC/DEC. Nº 13/97.


� Específicamente, el Protocolo de Montevideo sobre Comercio de Servicios, en el denominado “Anexo sobre Servicios de Transporte Terrestre y por Agua”, determina que la aplicación de las prescripciones de dicho acuerdo no afectará inicialmente los derechos y obligaciones provenientes de la aplicación de los acuerdos multilaterales firmados entre los Estados Partes del MERCOSUR antes de la entrada en vigencia de este Protocolo, ni se aplicarán temporariamente a cada uno de los acuerdos bilaterales sobre transporte en vigor o firmados antes de la entrada en vigencia de este Protocolo, los que en ambos casos mantendrán su vigencia y serán complementados por los correspondientes Compromisos Específicos emergentes del Programa de Liberalización.








� MERCOSUR/SGT Nº 5/ACTA Nº 1/07, Asunción, 20 de abril de 2007, p. 8.  


� Lima, 21 de marzo de 1991.


� Quito,  6 de febrero de 1992.


� Decisión 314, artículo 6º.


� Lima, 5 de agosto de 1996.


� Caracas, 7 de diciembre de 2000


� Lima, 2 de octubre de 2002.


� Lima, 29 de marzo de 2005. 


� Decisión 439, Lima, 11 de junio de 1998. 


� Lima, 30 de octubre de 2001.


� Lima, 18 de julio de 2005. 


� Acta de la reunión, Directriz 42.


� Maracaibo, 20 de septiembre de 2005.


� SG/CAATA/XIV/ACTA, 26 de septiembre de 2005.


� XXVII Reunión Extraordinaria del CAATA, Caracas, 9 de noviembre de 2005.


� SG/CAATA/XXVII-E-ACTA, 9 de noviembre de 2005.


� Sectores de Servicios objeto de profundización de la liberalización, Lima, 14 de diciembre de 2006.


� “Ecuador podrá sujetar el acceso a sus hidrocarburos transportados por vía marítima, a las disposiciones de su legislación nacional”.


� Lima, 9 de marzo de 2007.


� Articulo 1º, segundo párrafo de la Decisión 659.


� Suscripto en Fortaleza el 17 de diciembre de 1996


� Lima, 4 de mayo de 2004.


� Decisiones 297, 320, 360 y 361.


� Como es sabido en materia aeronáutica, la quinta libertad del aire otorga el derecho de embarcar pasajeros, carga y correo en un país distinto del de la nacionalidad de la empresa aérea, con destino a otro país, también distinto al del operador.  


� En el marco de éstas, todos los acuerdan concederse recíprocamente los derechos de sobrevuelo por sus respectivos territorios a las aeronaves de los demás –primera libertad- y de aterrizaje en el territorio de otro país para fines no comerciales –segunda libertad-.


� Decisión 582, artículo 10.


� Estos hacen fundamentalmente referencia a convenios cuya práctica se encuentra universalmente extendida entre las compañías aéreas. Fundamentalmente los denominados “código compartido o coshare”, bloqueo de espacio, fletamento, parcial o total.   


� 19ª.Reunión Ordinaria del Comité Andino de Autoridades Aeronáuticas, Caracas 9 y 10 de febrero de 2006 (SG/R. CAAA/XIX/ Acta 15 de febrero de 2006).


� ALADI/AAP/A14TM/3 -26 de septiembre de 1990-


� A cargo de  Empresa Ferroviaria Andina S.A.


� A cargo de Ferroviaria Oriental S.A. 


� Con Argentina Yacuiba – Pocitos, con Brasil Guijarro / Concepción – Corumbá.  


� Belgrano Cargas S.A.


� A cargo del Ferrocarriles del Paraguay S.A.


� Fundamentalmente su adopción administrativa a través de las autoridades de aplicación del Acuerdo en cada uno de los países miembros. 


� Montevideo, 16 de mayo de 2003.


� “Artículo 16.- Los países signatarios designarán sus Organismos Nacionales Competentes para la aplicación del presente Acuerdo, cuyas autoridades o sus representantes constituirán una Comisión destinada a la evaluación permanente del Acuerdo y sus Anexos, de modo de proponer a sus respectivos Gobiernos, las modificaciones que su aplicación sugiera. La Comisión se reunirá por convocatoria de cualquiera de los países signatarios, lo que deberá hacerse con una antelación mínima de 60 días”.


� ATIT, Artículo 37º.2.: “… También se considerará transporte internacional de mercancías por ferrocarril sometido al capítulo, aquél en que estando comprometidos al menos dos países, parte del transporte se efectúe por otros medios y siempre que las manipulaciones y movimientos no ferroviarios sean de responsabilidad y se realicen por cuenta de las empresas ferroviarias en cuyos países se lleven a cabo estas operaciones”. 


� Dato � HYPERLINK "http://www.fca.com.bo" ��www.fca.com.bo�


� Empresa Ferroviaria Andina S.A., Memoria y Balance Año 2005, p. 19.


� Alrededor 45 % de los movimientos portuarios marítimos generados desde o hacia el país (fuente: Informe Misión de Asistencia Técnica de Puertos del Estado –España- a los Países de la Comunidad Andina –Agosto 2005 / Febrero 2006-)


� Puntos iii. iv. y v. entrevista Empresa Ferroviaria Andina S.A., 21 de marzo de 2007.   


� Santa Cruz de la Sierra / Puerto Suárez – Quijarro – Corumbá (Brasil). 


� Santa Cruz de la Sierra / Yacuiba – Pocitos (Argentina).


� Santa Cruz de la Sierra / Montero – Santa Rosa del Sara.


� Datos: Ferroviaria Orienta S.A., Memoria Anual 2006, p. 12/13.   


� Idem.


� Ver capítulo referido al transporte Fluvial.


� Thomson, Ian, Los ferrocarriles y su contribución al comercio internacional, BID INTAL, 1996, p. 31.


� Elaborado por la firma Sondotécnica.


� � HYPERLINK "http://www.iirsa.org" ��www.iirsa.org�


� Atlas Ferroviario Latinoamericano, ALAF, 2006. 


� Línea Gral. Urquiza, operada por América Latina Logística S. A. –ALL-.


� Cámara Paraguaya de Exportadores de Cereales y Oleaginosas –CAPECO- Informe de Salida de Soja y otros productos por puntos de embarque y modo de transporte, 6 de noviembre de 2006.


� Entrevista Ferrocarriles del Paraguay S.A. 


� � HYPERLINK "http://www.iirsa.org" ��www.iirsa.org� Eje de Capricornio, proyectos CAP 19, 14 y 28.


� Ian Thomson Newman.


� IIRSA, Eje Capricornio, Proyecto CAP 20.


� El tamo ferroviario brasileño es operado sucesivamente por Estrada de Ferro Paraná Oeste S.A. y ALL.


� CAPECO, “Una trayectoria, una realidad”, publicación institucional, Asunción, 2005, p. 64. 


� Atlas Ferroviario Latinoamericano, ALAF, 2006.


� Ver capítulo sobre transporte marítimo.


� El tendido en el que se proyecta intervenir coincide aproximadamente con la red a cargo de EFE, según datos del Atlas Ferroviario Latinoamericano –ALAF 2006-. 


� Rieles con Futuro, Desafíos para los Ferrocarriles de América del Sur, CAF, Caracas, 2004, p. 79.  


� ALADI/AAP/A14TM/3 –26 de septiembre de 1990-


� 17 de enero de 1997.


� Una relación acerca de los antecedentes y alcances referentes a la compatibilización de ambos regimenes puede verse en ALADI/SEC/ Estudio 137 del 4 de septiembre de 2001.


� Acto fundacional del MERCOSUR.


� De manera alternada el principio indicado ha cedido en sus relaciones de transporte con Perú, también miembro pleno de la CAN y suscriptor del ATIT, por considerarse intermitentemente que la aplicación de la normativa ATIT resultaba más ágil, simplificada y que facilita las operaciones de transporte; al respecto ver Informe DITIAS –Transporte Carretero Comunidad Andina- Montevideo, Septiembre de 2000, p. 120. 


� Entre otras ver “Política Común de Transporte Internacional por Carretera en la Comunidad Andina” preparado por el C.A.A.T.T., Manta, 26 de Marzo de 2004, Cap. I: y ALADI/SEC/Estudio 140, 20 de noviembre de 2001.


� Sánchez, Ricardo y Cipoletta Tomassian, Georgina –Identificación de obstáculos al transporte terrestre internacional en el MERCOSUR- CEPAL, Santiago de Chile, 2003, p. 6.


� Ver ALADI/SEC/dt. 450 del 10 de junio de 2002.


� En la actualidad esos parámetros se encuentran solo consagrados, en forma parcial e incompleta para el MERCOSUR, a través de los denominados “Principios Generales de acceso a la Profesión de Transportista”, aprobados por  Resolución GMC 58/94, modificada  parcialmente por la Resolución GMC Nº 14/06.


� En este aspecto, durante la XXXIII Reunión del Subgrupo Técnico Nº 5 –Asunción 19 al 20 de abril de 2007-  y a propósito de la convocatoria a la Comisión del Artículo 16 del ATIT, la representación de ALADI manifestó la predisposición de la Asociación para constituirse como sede permanente de las reuniones de dicha Comisión, proponiendo que éstas tengan lugar al menos una vez al año, con carácter ordinario, sin perjuicio de las convocatorias específicas que habilita el propio texto del ATIT.  


� ALADI/SEC/Estudio 140, 20 Nov. 2001.


� Adoptada el 17 de enero de 1997.


� Respecto de su contenido nos remitimos al Capítulo II, literal a). numeral 2.-


� Acta de la XII Reunión del Consejo de Ministros de Transportes y Obras Públicas de la Comunidad Andina, Marzo de 2004.  


� Estadísticas CAN año 2003.


� Documento elaborado en la VIII Reunión Ordinaria del Comité Andino de Autoridades de Transporte Terrestre (CAATT).


� En este aspecto ha resultado de práctica común para la compraventa internacional de mercancías intraregional CAN hacerla bajo los términos denominados "FOB Frontera", es decir efectuando la nacionalización de las cargas en los recintos aduaneros de fronterizos, fomentando así los  transbordos. Si bien es cierto que mediante la Decisión 617 sobre Transito Aduanero se han sentado las bases para superar esta situación, la realidad continúa indicando el mantenimiento del proceder  operativo expuesto.


� Decisión 617 del 15 de julio de 2005, modificada por Decisión 636 del 19 de julio de 2006.


� Decisión 272 del 28 de agosto de 1999.


� Decisión 491 del 9 de febrero de 2001.


� Ibídem ref. 18. 


� Decisión 502 del 22 de junio de 2001.


� En este sentido es opinión de la Asociación Andina de Transportistas Internacionales por Carretera –ANDINATIC-, que como paso previo a la reforma de la Decisión 399 se debería  establecer una a Política Comunitaria para el modo terrestre, mediante la cual se determinen las acciones que remuevan las limitantes prácticas de diverso origen que conspiran contra la eficiencia de transporte carretero, así como el compromiso político de los estado miembro en removerlas.


� La Federación Ecuatoriana de Exportadores (FEDEXPOR) desarrolla programas de capacitación respecto de los niveles gerenciales y operativos de las empresas de servicios a la actividad exportadora, entre ellos el de transporte, así como seminarios relativos a estas temáticas. 


� Proyecto de sustitutoria a la Decisión 399, artículo 193.


� Acuerdo de Cartagena, Titulo XI “Régimen Especial para Bolivia y el Ecuador”.


� Decisión 617 del 15 de julio de 2005, modificada por Decisión 636 del 19 de julio de 2006.


� Esta situación se detecta primordialmente en las zonas fronterizas entre Ecuador y Perú.


� Superintendencia de Transportes, Memoria Anual, La Paz,  2005.


� Según la Cámara de Transporte del Oriente –Santa Cruz de la Sierra- durante el año 2006, 123 días se verificaron bloqueos sobre distintos tramos de las rutas del país.


� IIRSA, Eje Interoceánico Central.


� Artículo 11.


� Artículo 12.


� Unidad de Análisis y Políticas Sociales y Económicas –UDAPE-, Sector Transporte, La Paz,   2005.


� El transporte por ductos, fundamentalmente para exportaciones de gas, fue durante el indicado período el de mayor participación con el 36 %.


� ALADI/AAP/A14TM/3 del 26 de Septiembre de 1990 


� Acta del VII encuentro del Comité de Frontera Chile – Bolivia, Arica 10 de Octubre de 2006. 


� Santa Cruz de la Sierra / Baurú 


� ALADI/AAP/A14TM/3 –26 de septiembre de 1990-


� Ley 1590, año 2000.


� Paraguay internalizó formalmente dicha norma a través de la Resolución del Consejo de la DINATRAN Nº 46/07.


� A cargo de la Dirección Nacional del Registro Unico de la Propiedad del Automotor, organismo autónomo en órbita del Ministerio de Justicia.  


� Entrevista Cámara Paraguaya de Transporte Internacional Terrestre (CAPATIT). 


� Fuente: Cámara Paraguaya de Cereales y Oleaginosas –CAPECO-, Estadísticas, www.capeco.org.py


� ATIT, artículo 31.1.


� ATIT, artículo 31.2.


� Caso de la Ley Brasileña Nº 1968 que establece un tributo –impuesto a la renta- del 25 % del valor del flete, gabela que no se aplicaba a los transportistas brasileños en sus operaciones en Paraguay.  


� Caso de las Resoluciones DINATRAN 14/03 y 1/04.


� Acta de la XXIX Reunión Bilateral de los organismos de aplicación del ATIT de Paraguay y Brasil, Ciudad del Este, 5 y 6 de Julio de 2007, punto 2.3. p.7.


� Reunión del Subgrupo Nº 5, Florianópolis 18/20 de octubre de 2006 –MERCOSUL/SGT Nº 5/ATA Nº 2/06, Anexo VIII  “Propuesta sobre unificación de normas sobre pesos y dimensiones de los vehículos”-  


� Servicio Nacional de Sanidad Animal de la República Argentina.


� Resolución SENASA Nº 47/2006.


� Subutilización de la instancia del artículo 16 y/o falta de una instancia especializada de carácter permanente o semipermanente que realice dicha tarea.  


� Ibídem ref. 49.


� Caso de los ya tratados impactos impositivos, ordenes de carga, permisos especiales para el transporte de determinadas mercancías, etc. Ver literal i) del presente capítulo.


� Ciudad del Este – Foz do Iguacu (Brasil)


� Puerto Falcón – Clorinda (Argentina)


� CRT-C 16 de agosto de 1995 –suscripto por todos los signatarios del ATIT, menos Argentina. 


� Resolución GMC Nº 14/06. 


� Resolución GMC 15/06


� En el Capítulo VI del presente informe se abordan estos aspectos. 


� En el caso de Ecuador el Eje Multimodal Manta – Manaos, en el de Bolivia la Hidrovia Ichilo – Mamoré, y en Paraguay la accesibilidad a la Hidrovia Paraná – Tieté.


� Artículo I, incisos a) y d).


� ALADI/AAP/A14TM/5 –7 de julio de 1992-


� Por su artículo 35, se denomina “Acuerdo de Santa Cruz de la Sierra”, en sentido estricto fue suscripto en Las Leñas el 26 de junio de 1992.


� Adjudicado en el año 2003 a la firma Consorcio Integración Hidroviaria, fue concluido en Junio de 2004.


� Estudio Institucional – Legal, de Ingeniería, Técnico y Económico Complementario para el Desarrollo de las Obras en la Hidrovía Paraguay – Paraná, Consorcio Integración Hidroviaria, 2004, Síntesis.


� Tratado de Montevideo 1980, Sección Tercera.


� a) Santa Fe – Asunción; b) Asunción – Río Apa y c) Río Apa – Corumbá / Canal Tamango.


� La Convención relativa a los humedales de importancia internacional especialmente como hábitat de aves acuáticas de 1971.


� Argentina dio su aprobación interna a través de la ley 24.386 de 1994, Bolivia por decreto supremo 2348/93, Brasil por decreto legislativo 32/94, Paraguay por ley 269/93 y Uruguay por Decreto 238/93.


� C.I. H., Reunión Extraordinaria del 16/17 de septiembre de 2004, Buenos Aires.


� La indicada prórroga fue protocolizada por los países miembros ante la ALADI con fecha 9 de diciembre de 2004, como Séptimo Protocolo del Acuerdo.


� Informe representante de ALADI en la XXXVII Reunión del CIH, Montevideo, 22 y 23 de Marzo de 2007.


� Conforma una asociación de colaboración -joint venture-  entre inversores locales, Cargill Internacional Inc. y Free Port Terminal Company. 


� Dada la resistencia de grupos ambientalistas brasileños y la circunstancia de hallarse más de la mitad de su curso en territorio de ese país.


� Principalmente el acueducto que cruza el canal en su desembocadura y su toma de agua en la orilla opuesta del río.  


� En la actualidad se ha concluido el proceso mediante el cual el Gobierno Boliviano lo ha concesionado a  la firma Jindal Steel and Power de la India por cuarenta años. 


� 4 de noviembre de 2003.


� Uno de los propulsores más tenaces del proyecto de Puerto Busch ha sido la Cámara de Exportadores de Santa Cruz –CAMEX- que ha realizado innumerables acciones y actividades a nivel nacional e internacional destinadas a su difusión y concreción. 


� Sucintamente consisten en destacar agentes aduaneros, emplazar depósitos francos, contar con áreas de almacenamiento, y tratamiento de las cargas.   


� Entrevista a instituto Boliviano de Comercio Exterior –IBCE-. 


� Pelet, cascarilla y aceite.


� Estadísticas de la Cámara Paraguaya de Exportadores de Cereales y Oleaginosas –CAPECO- 


� Ley Nº 419 del 8 de septiembre de 1994.


� Fuente Centro de Armadores Fluviales y Marítimos del Paraguay. 


� Estas limitantes fueron fundamentalmente las medidas impositivas sobre el transporte carretero extendidas al de naturaleza internacional y la prohibición de circulación de soja transgénica por el territorio del estado brasileño de Paraná con destino al puerto de Paranagua. 


� CAPECO, CATERPA y CAFyM.


� Datos de la presentación Comisión de Transporte de la Cuenta del Plata en el XVI Congreso Latinoamericano de Puertos, Rosario 23 al 27 de abril de 2007. 


� Datos Cámara de Armadores  Fluviales y Marítimos del Paraguay –CAFyM- 


� 24 de noviembre de 1971.


� Asociación Latinoamericana de Libre Comercio.


� Dicha prescripción resulta aplicable a los países suscriptores de la ALADI en razón que el artículo 54 del Tratado de Montevideo de 1980 establece que ALADI es continuadora a todos sus efectos de la ALAC, correspondiendo a la primera todos los derechos y obligaciones de esta última, a partir de la fecha de entrada en vigencia del mencionado tratado. 


� Ver asimismo Capítulo II c).


� ALADI/AAP/A14TM/5 –7 de julio de 1992-


� Acuerdo de Santa Cruz de la Sierra, Artículo 11,  Disposición Transitoria.


� Seminario “Desafíos y oportunidades de la liberación del comercio para las PYMES de los países sin litoral marítimo”, Asunción, 8 de marzo de 2007, Fuente: CARANA Corporación, Análisis 2007.  


� Fuente: Estudio DITIAS.


� Fuente: Dirección General de la Marina Mercante.


� El cronograma de trabajo 2007 / 2008 del Sub Grupo 5 del MERCOSUR, mantiene la negociación del acuerdo multilateral de transporte marítimo sin asignación de fecha de conclusión de esa tarea.


� Posición de Argentina y Brasil. Acta de la 6ta. Reunión de Especialistas Marítimos, abril de 2006. 


� Tiene aguda sensibilidad sobre la oferta de servicios marítimos. 


� Entrevista a la Dirección General de la Marina Mercante


� Perspectiva desde la Cámara de Armadores Fluviales y Marítimos –CAFyM-.


� Caso del Registro Unico de Buques del MERCOSUR.


� Quito,  6 de febrero de 1992.


� Decisión 314, artículo 6º.


� Acta de la 16ª Reunión del Consejo de Presidentes Andinos, Directriz 42.


� Sectores de Servicios objeto de profundización de la liberalización, Lima, 14 de diciembre de 2006.


� Colombia.


� SG/CAATA/XXVII-E-ACTA, 9 de noviembre de 2005.


� La Decisión 659 fue expedida el 14 de diciembre de 2006.


� Lima, 9 de marzo de 2007.


� La conformación de ese Grupo Ad hoc ya se encontraba prevista en el último párrafo del artículo 4 de la Decisión 659.


� Ver: Estudio sobre la Viabilidad de Implementar una Bolsa de Transporte en Ecuador –ALADI Departamento de Apoyo a los PMDER, Publicación Nº 17/05.


� Es filial de International Container Terminal Services Inc. (ICTSI).


� Datos de la Dirección General de la Marina Mercante (DIGIMER).


� Datos de la Cámara Marítima del Ecuador.


� Es filial de Hutchison Port Holdings (HPH).


� “Eficiencia Portuaria y Comercio Internacional”, Sánchez, Ricardo y otros, CEPAL, Boletín FAL Nº 191. 


� ALADI- Departamento de Apoyo a los PMDE, Publicación 17/05. 


� Publicación citada en 73, p. 8.


� Capítulos III y IV.


� Artículo 6º.


� Decisión 185, Lima 30 de septiembre de 1983


� Entre ellas merece destacarse la labor de FEDEXPORT de Ecuador, el Instituto Boliviano de Comercio Exterior –IBICE- y la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Paraguay, a través del Foro de Transporte y Logística –FOROTyL-. 


� Al respecto ver “Indice del Transporte Terrestre de cargas y propuestas de reducción de sobrecostos el Comercio Internacional del Paraguay”, CARANA Corporation, en colaboración con la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Paraguay –CNCSP-, Marzo de 2007.


� Un panorama del sector logístico y las principales acciones a desarrollar regionalmente puede consultarse en ALADI/SEC/Estudio 141.


� Boletín Facilitación del Comercio y el Transporte en América Latina y el Caribe –FAL-, CEPAL, Edición Nº 203 / Julio 2003.  


� Al respecto no remitimos al Capítulo V.


� Ver Capítulos III y IV


� Decisión 185, Lima 30 de septiembre de 1983


� Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Paraguay.


� Junio de 2006


� FOROTyL, Foro de Transporte y Logística, integrado por la propia Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Paraguay, el Centro de Importadores (C.I.P.), el Centro de Despachantes de Aduana (CENDESPA), el Centro de Armadores Fluviales y Marítimos (CAFyM), la Asociación de Agentes Marítimos (ASMAR), la Cámara Paraguaya de Transporte Internacional Terrestre (CAPATIT), la Cámara Paraguaya de Carne (CPC) y la Cámara Paraguaya de Cereales y Oleaginosas (CAPECO).
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